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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 4 de junio de 2004. 


LA CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria el próximo martes 8 de junio, ala hora 16, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Discusión general y particular del proyecto de ley por el 


que se designa "Alberto Candeau" el Liceo de Paso 
Carrasco, departamento de Canelones, dependiente del 
Consejo de Educación Secundaria, Administración Na- 
cional de Educación Pública. 
Carp. N* 1363/04 - Rep. N*803/04 


2) Continúa la discusión general y particular del proyecto 
de ley por el que se declara de interés general que el 
derecho de propiedad sobre inmuebles rurales y la ex- 
plotación agropecuaria sean ejercidos por personas 
físicas. 


Carp. N* 1144/03 - Rep. N*793/04 
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Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley : 


37) por el que se regulan los derechos y obligaciones de los 
pacientes con respecto a los profesionales de la salud. 
Carp. N* 514/01 - Rep. N* 478/02 


49) por el que se establecen normas que regulan la protec- 
ción de datos para informes comerciales y el derecho de 
habeas data. 

Carp. N* 1050/03 - Rep. N*811/04 


5%) por el que se dictan disposiciones referidas a la contri- 
bución que hará el Estado a fin de financiar los gastos 
que se generen por parte de los partidos políticos con 
motivo de su participación en las elecciones nacionales 
a realizarse el 31 de octubre de 2004. 

Carp. N* 1403/04 - Rep. N*825/04 


67) por el que se dictan disposiciones referidas a la contri- 
bución que hará el Estado a fin de financiar los gastos 
que se generen por parte de los partidos políticos con 
motivo de su participación en las elecciones departa- 
mentales a realizarse el 8 de mayo de 2005. 

Carp. N* 1404/04 - Rep. N*826/04 


7% Informe de la Comisión de Asuntos Internacionales 
relacionado con la solicitud de venia para acreditar en 
calidad de Embajador Extraordinario y Plenipotenciario 
de la República ante el Reino Unido de Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte al señor Ricardo Javier Varela Fernández. 

Carp. N* 1388/04 - Rep. N*827/04 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley : 


8”) por el que se aprueba el Tratado de Cooperación sobre 
Asistencia Jurídica Mutua en Materia Penal entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en 
Montevideo el 30 de junio de 1999. 

Carp. N* 1306/03 - Rep. N*797/04 


9%) por el que se aprueba el Tratado de Extradición entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en 
la ciudad de México el 30 de octubre de 1996. 

Carp. N* 644/97 - Rep. N* 798/04 


10) por el que se determina el período necesario para ser 
reelectos quienes se desempeñan como suplentes de 
Intendentes en los Gobiernos Departamentales. 

Carp. N” 1180/03 - Rep. N*789/04 


11) por el que se dictan normas que regulan el ejercicio del 
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derecho de voto de ciudadanos que residen en el exte- 
rior. 


Carp. N* 1164/03 - Rep. N*828/04 


Mario Farachio 
Secretario.” 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Astori, 
Atchugarry, Barrios Tassano, Brause, Carvalho, Cid, 
Correa Freitas, Couriel, De Boismenu, Fernández 
Huidobro, Garat, García Costa, Gargano, Herrera, 
Korzeniak, Millor, Mujica, Núñez, Penadés, Pereyra, Pou, 
Ríos, Rubio, Sanabria, Scarpa, Singer y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Heber, 
Larrañaga, Nin Novoa, Riesgo y Virgili y con aviso el 
señor Senador Gallinal. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 20 minutos.) 
- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“El Poder Ejecutivo remite mensaje comunicando que ha 
promulgado el proyecto de ley por el que se regulan los 
certificados de depósito y warrants. 

- AGREGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHIVE- 
SE. 


La Suprema Corte de Justicia remite en sobre cerrado la 
información solicitada por el señor Senador José Mujica de 
fecha 17 de febrero de 2004, relacionado con posibles 
juicios en los que se plantean reclamos pecuniarios. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL SEÑOR 
SENADOR JOSE MUJICA. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un pro- 
yecto de ley por el que se incluye alos ahorristas del Banco 
de Crédito como beneficiarios de la Ley N* 17.523, de 4 de 
agosto de 2002. 

- ALA COMISION DE HACIENDA. 


La Comisión de Hacienda eleva informados los siguien- 
tes proyectos de ley: 
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- relacionado con la contribución que hará el Estado 
a fin de financiar los gastos que se generen por parte 
de los Partidos Políticos con motivo de su participa- 
ción en las elecciones nacionales a realizarse el 31 de 
octubre de 2004. 


- relacionado con la contribución que hará el Estado a 
fin de financiar los gastos que se generen por parte 
de los Partidos Políticos con motivo de su participa- 
ción en las elecciones departamentales a realizarse el 
8 de mayo de 2005. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva informa- 
da la solicitud de venia del Poder Ejecutivo para acreditar 
en calidad de Embajador Extraordinario y Plenipotenciario 
de la República ante el Reino Unido de Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte al señor Ricardo Javier Varela Fernández. 

- HANSIDO REPARTIDOS. ESTAN INCLUIDOS EN EL 
ORDEN DEL DIA DE LA SESION ORDINARIA DE HOY. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva informa- 
do el proyecto de ley por el que se aprueba el Convenio 
Marco de la OMS para el Control del Tabaco (CMCT), 
adoptado por la 56* Asamblea Mundial de la Salud el 21 de 
mayo de 2003, que consta de un preámbulo y treinta y ocho 
artículos. 


La Comisión de Defensa Nacional eleva informado el 
proyecto de le y por el que se autoriza el ingreso al territorio 
nacional de 25 integrantes del Ejército de la República 
Argentina a efectos de participar en el Ejercicio Combinado 
de Planificación (CEIBO 2004), a llevarse acabo en la ciudad 
de Fray Bentos, departamento de Río Negro, entre el 20 y 
el 24 de setiembre de 2004. 

- REPARTANSE. INCLUYANSE EN EL ORDEN DEL DIA 
DE LA PROXIMA SESION QUE REALICE EL CUERPO. 


La Junta Departamental de Montevideo remite nota ad- 
juntando copia de la resolución N* 8676 por la que manifies- 
ta su apoyo a lo resuelto por el Congreso Nacional de 
Intendentes en relación con un trato igualitario para todos 
los municipios del país. 


La Junta Departamental de Rivera remite el planteo efec- 
tuado por la señora Edila Graciela Leal en referencia a una 
inquietud de alumnos de informática de la Escuela Técnica 
de Rivera. 


La Junta Departamental de Soriano remite copia del 
decreto aprobado el 14 de mayo de 2004 referido a un 
planteo formulado por su similar de Artigas tendiente a que 
el agua sea reconocida patrimonio nacional. 


La Junta Departamental de Maldonado remite nota ad- 
juntando resolución N* 269/04 referida a que el agua sea 
reconocida como patrimonio nacional. 
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La Junta Departamental de Paysandú remite: 


- copia de la resolución adoptada el 7 de mayo de 2004 
a fin de plantear la aspiración de que mediante un 
proyecto de ley se posibilite la expedición gratuita de 
la cédula de identidad a los niños en situación de 
pobreza. 


- y la versión taquigráfica del señor Edil Julio Muñoz 
relacionada con nuevos criterios para la confección 
de listas para las próximas elecciones nacionales. 


La Junta Departamental de Flores remite fax comunican- 
do brindar su apoyo a susimilar de Paysandú referente a que 
se estudie la posibilidad de la expedición gratuita de la 
cédula de identidad a niños que habiéndola obtenido por 
primera vez la renueven alos 5 y a los 12 años. 

- TENGANSE PRESENTES.” 


4) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Riesgo solicita licencia para los 
días 8 y 9 de los corrientes.” 


- Léase. 


(Se lee:) 


“Montevideo, 7 de junio de 2004. 


De mi consideración: 


Por la presente solicito a Usted licencia los días 8 y 9 de 
los corrientes, por motivos personales, y en consecuencia, 
que se convoque a mi suplente respectivo. 


Sin otro particular, saluda a Usted muy atentamente. 


Walter Riesgo. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


-12en 13. Afirmativa. 
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5) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de varias notas de 
desistimiento. 


(Se da de las siguientes:) 


“Los señores Dini, Falaveni, Riccetto, Sanguinetti y 
Cairo comunican que, por esta vez, no aceptan la convo- 
catoria de que han sido objeto.” 


- En consecuencia, queda convocado el señor Senador 
Barrios Tassano, quien ya ha prestado el juramento de 
estilo por lo que, si se encontrara en la Antesala, se le invita 
a pasar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Barrios Tassano) 


6) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otra solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Nin Novoa solicita licencia por 
tres días, sin goce de sueldo.” 


- Léase. 


(Selee:) 


“Montevideo, 8 de junio de 2004. 


Don Luis Hierro López 
Presidente del Senado 
Presente 


De mi consideración: 


Por la presente y de acuerdo a la Ley N* 16.465, solicito 
a Ud. se me otorgue licencia sin goce de sueldo por tres días 
a partir del día de hoy. 


En consecuencia, solicito se cite a mi suplente. 


Sin otro particular, lo saluda muy atentamente 


Rodolfo Nin Novoa. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 
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- 13 en 13. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una nota de 
desistimiento. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Lescano comunica que, por esta vez, no 
acepta la convocatoria de que ha sido objeto." 


- En consecuencia, queda convocado el señor Senador 
Ríos, quien ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, 
si se encontrara en la Antesala, se le invita a pasar al 
Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Ríos) 


S) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otra solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Núñez solicita licencia para los 
días 9 y 10 de junio.” 


- Léase. 
(Se lee:) 


“Montevideo, 8 de junio de 2004. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente. 


Solicito por intermedio de la presente se me conceda 
licencia por los días 9 y 10 de junio y se convoque a mi 
suplente respectivo. 


Aprovecho la oportunidad para saludar al señor Presi- 
dente muy atentamente 


Ec. Manuel Núñez. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 
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(Se vota:) 


- 13 en 13. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE - Dese cuenta de varias notas de 
desistimiento. 


(Se da de las siguientes:) 


“Los señores Arregui, Gamarra, Gonzalo Fernández, 
Laguarda, Basso y Eduardo Fernández comunican que, 
por esta vez, no aceptan la convocatoria de que han sido 
objeto." 


- Oportunamente será convocada la señora Senadora 
Sara López. 


10) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE .- Dese cuenta de otra solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Larrañaga solicita licencia los días 
8 y 9 de junio.” 


- Léase. 
(Selee:) 


“Montevideo, 7 de junio de 2004. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito a Ud. licencia para los días 8 y 9 
de junio; solicito la misma por motivos personales. 


Solicito se convoque a mi suplente respectivo. 
Le saluda a Ud. muy atentamente 


Jorge W. Larrañaga. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 
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(Se vota:) 


- 12en 12. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de varias notas de 
desistimiento. 


(Se da de las siguientes:) 


“La Dra. Piñeyrúa y el señor Pereira comunican que, 
por esta vez, no aceptan la convocatoria de que han sido 
objeto." 


- Oportunamente, será convocado su suplente respecti- 
vo. 


12) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otra solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Heber solicita licencia los días 8 y 
9 de junio, sin goce de sueldo.” 


- Léase. 


(Se lee:) 


“Montevideo, 8 de junio de 2004. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente. 


De mi consideración: 


Por la presente solicito a usted licencia sin goce de 
sueldo por los días 8 y 9 de junio. 


Sin otro particular saludo atentamente 


Luis Alberto Heber. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


8 de junio de 2004 
(Se vota:) 


- 12en 12. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


13) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una nota de 
desistimiento. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Juan Raúl Ferreira comunica que, por esta 
vez, no acepta la convocatoria de que ha sido objeto." 


- En consecuencia, queda convocado el señor Senador 
Penadés, quien ya ha prestado el juramento de estilo por lo 
que, si se encontrara en la Antesala, se le invita a pasar al 
Hemiciclo. 


14) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otra solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Mujica solicita licencia para el día 
10 de junio.” 


- Léase. 


(Selee:) 


“Montevideo, 8 de junio de 2004. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente. 


De mi consideración: 


Por la presente solicito se dé trámite a licencia por 
motivos personales con fecha 10 de junio y que se convo- 
que al suplente respectivo. 


Sin otro particular, saluda a usted atentamente 


José Mujica. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 
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(Se vota:) 
- 12 en 14. Afirmativa. 


Oportunamente será convocada la señora Senadora 
Topolansky. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otra solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Korzeniak solicita licencia por el 
día 9 de los corrientes.” 


- Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 8 de junio de 2004. 


Sr. Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López 
Presente. 


De mi consideración: 


Por la presente solicito licencia por el día miércoles 9 de 
los corrientes por motivos de índole personal. 


Saludo a usted atentamente 


José Korzeniak. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 13en 15. Afirmativa. 


Oportunamente será convocado el suplente respectivo. 


15) JUICIOS CONTRA EL ESTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la hora previa, tiene la palabra 
el señor Senador Correa Freitas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: en el 
diario “El Observador” del día viernes 4 de junio pasado, en 
la página 4, se publica una nota periodística relacionada con 
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los juicios que pierde anualmente el Estado. Concretamen- 
te, en el titular de dicho matutino se afirma que los juicios 
perdidos son una sangría para el Estado porque, entre otras 
cosas, entre abril de 1999 y abril de 2004, el Estado debió 
pagar setenta millones de dólares por ese concepto. A ello 
se suma el hecho de que en menos del diez por ciento de los 
casos, el Estado inició acciones contra los funcionarios 
para recuperar el dinero que debió pagar a los particulares. 
Las cifras anuales indican que el Estado debió pagar, por 
juicios fallados en su contra, 10 millones de dólares en 1999, 
21,7 millones de dólares en 2000, 10,9 millones de dólares en 
2001, 17,4 millones de dólares en 2002, 5,4 millones de 
dólares en 2003 y 4 millones de dólares en los primeros 
cuatro meses de 2004. 


El presidente del Tribunal de Cuentas, General Retirado 
Guillermo Ramírez, declaró al diario “El Observador” que “el 
Tribunal de Cuentas hace una constancia de que se tiene 
que expedir el ordenador de la unidad demandada sobre si 
corresponde la aplicación del artículo 25 de la Constitución 
que habilita a repetir contra los funcionarios causantes del 
fallo adverso”. 


El tema que estamos tratando tiene que ver con la res- 
ponsabilidad civil del Estado, consagrada por el artículo 24 
de la Constitución de la República, y la responsabilidad 
subsidiaria de los funcionarios públicos, prevista por el 
artículo 25 de la Constitución. Como se sabe, la responsa- 
bilidad civil tiene un carácter esencialmente reparador, en 
donde el responsable del daño o perjuicio causado a un 
tercero tiene la obligación de reparar pecuniaria oeconómi- 
camente a un sujeto de derecho, sea una persona física o 
una persona jurídica. En definitiva, se trata de transferir el 
daño o el perjuicio sufrido por la víctima al ofensor o 
responsable del daño causado. 


En este tema de la responsabilidad civil del Estado, la 
evolución constitucional uruguaya marca tres etapas bien 
diferenciadas: primero, bajo las Constituciones de 1830 y de 
1918, la jurisprudencia de nuestros Tribunales condenó en 
forma directa al Estado por los daños causados por actos y 
hechos administrativos ilícitos, en base a las normas del 
Código Civil en materia de responsabilidad extracontractual, 
en especial los artículos 1319 y 1324, sobre responsabilidad 
por hecho propio y responsabilidad de las personas o cosas 
que se tiene bajo la guarda; segundo, las Constituciones de 
1934 y de 1942 consagraron el sistema de la responsabilidad 
directa de los funcionarios públicos por los daños causa- 
dos en el ejercicio de la función pública y la responsabilidad 
subsidiaria del Estado, exigiendo la culpa para 
responsabilizar al funcionario, dado que el artículo 24 de las 
Constituciones de 1934 y de 1942 expresaba que el funcio- 
nario debía haber actuado con “incumplimiento de sus 
deberes”; tercero, las Constituciones de 1952 y de 1967 
establecieron en el artículo 24 el sistema de la responsabi- 
lidad civil directa del Estado por los daños causados a 
terceros en la ejecución de los servicios públicos confiados 
a su gestión o dirección, y en el artículo 25 estableció la 
responsabilidad subsidiaria de sus funcionarios en el ejer- 
cicio de sus funciones o en ocasión de ese ejercicio, en caso 
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de haber obrado con culpa grave o dolo, en cuyo caso el 
Estado podrá repetir contra los funcionarios lo que hubiere 
pagado en reparación. 


Cabe hacer notar, y esto es sumamente importante, que 
el Estado puede ser responsable civilmente por los daños 
causados a un tercero por un acto lícito, tal como lo prevén 
los artículos 24, 32, 35,231,232, 310, 312 y la Disposición 
Transitoria y Especial Letra J ordinal 4* de la Constitución 
de la República. En cambio, los funcionarios públicos sola- 
mente pueden ser responsabilizados por el órgano público 
correspondiente, por sus acciones u omisiones administra- 
tivas, en caso de haber actuado con dolo o culpa grave, 
según lo dispuesto por el artículo 25 de la Constitución 
uruguaya. 


Quiere decir, pues, que los artículos 24 y 23 de la Cons- 
titución de la República consagran un sistema especial y 
autónomo en materia de responsabilidad civil del Estado, 
por el cual el artículo 24 permite o habilita la responsabilidad 
civil objetiva del Estado, es decir que el acto, el hecho o la 
omisión puede ser lícito o ilícito; en cambio, el artículo 25 
de la Constitución consagra claramente la responsabilidad 
subjetiva de los funcionarios, porque se requiere en todo 
caso que haya actuado con dolo o culpa grave, siendo 
además subsidiaria la responsabilidad. Esto significa que si 
un funcionario en el ejercicio de su función causó un daño 
aun tercero, pero ese daño fue producido por un acto lícito, 
el Estado puede ser responsable del daño causado confor- 
me a diversas disposiciones de la Constitución, pero el 
funcionario no puede ser responsabilizado en forma subsi- 
diaria, porque actuó en forma legítima. 


Considero que es necesario hacer estas precisiones 
conceptuales sobre el sistema constitucional uruguayo en 
materia de responsabilidad civil, porque a veces se confun- 
de el hecho de que el Estado deba pagar indemnizaciones 
por daños causados alos particulares, por juicios perdidos. 
Estimo que hay que analizar en cada caso, en primer lugar, 
si el acto, el hecho o la omisión fue lícito o ilícito; en 
segundo lugar, si el acto, el hecho o la omisión fue ilícito, 
entonces habrá que investigar si el funcionario actuó con 
dolo o con culpa grave y únicamente en esta hipótesis se 
puede repetir contra el funcionario lo que haya tenido que 
pagar el Estado a los terceros o a los particulares. 


Señor Presidente: solicito que la versión taquigráfica de 
mis palabras sea remitida a la Presidencia de la República, 
a todos los Ministerios, a los Entes Autónomos y a los 
Servicios Descentralizados, ala Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y al Tribunal de Cuentas de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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16) ULTIMA TEMPORADA TURISTICA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: en este Cuerpo y 
fuera de él, por la prensa y en actos en que se analiza la 
situación del país, se ha destacado reiteradamente el éxito 
que tuvo la última temporada turística, señalando funda- 
mentalmente la gran concurrencia de turistas a los balnea- 
rios de la costa uruguaya, predominando naturalmente Punta 
del Este y el balneario La Paloma, en el departamento de 
Rocha, que ha recibido un aporte muy fuerte de turismo 
argentino y brasileño. 


Quienes conocemos el lugar hemos apreciado el creci- 
miento de la corriente turística hacia La Paloma, y al mismo 
tiempo constatamos deficiencias que el Estado debería 
subsanar a los efectos de hacer atractivo el balneario. Entre 
otras cosas, por ejemplo, en la temporada anterior era mo- 
tivo de queja fundamental el estado de las calles. Ante las 
dificultades que el Municipio tenía para arreglarlas, los 
vecinos realizaron un acuerdo con la Intendencia y median- 
te el uso de los impuestos que esta debía percibir en la zona, 
se realizó un importante aporte en cuanto al arreglo de las 
calles. 


Además, fundamentalmente en esta última temporada 
pudimos constatar, por ejemplo, la insuficiencia de capaci- 
dad del local del Banco de la República, que fue construido 
años atrás para un balneario mucho más pequeño. Como 
consecuencia de ello, la gente que espera muchas veces 
debe hacerlo en la calle formando una fila para entrar luego 
al Banco a los efectos de realizar distintas operaciones. Lo 
que ocurre es que la actividad comercial en el verano allí es 
muy fuerte y, por lo tanto, el Banco tiene una gran actividad. 
Reitero que el local es absolutamente insuficiente al punto 
de que la gente debe esperar en la vereda y en la calle que 
le llegue el turno para acercarse al mostrador. Entonces, 
sería conveniente que el Banco de la República estudiara la 
ampliación de este local o la construcción de otro, a los 
efectos de facilitar al turista todo lo que depende de la 
actividad bancaria. 


Por otra parte, la oficina de ANTEL también es sumamen- 
te pequeña, fue construida hace alrededor de 30 años y allí 
existe la posibilidad de utilizar el teléfono por parte del 
público. Fundamentalmente en las horas en que la gente no 
vaala playa se puede ver una verdadera multitud accedien- 
do a la oficina de ANTEL para hablar por teléfono; cabe 
aclarar que en todo el balneario hay dos teléfonos públi- 
cos. 


Entiendo que si se solucionaran estas pequeñas cosas 
-pero que tienen un significado importante-, ello contribui- 
ría a incrementar el interés turístico. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-233 


Otro de los aspectos que deja que desear es la carencia 
de un buen alumbrado público en algunas zonas, por lo 
menos, en las más próximas a la costa. 


Todas estas son pequeñas dificultades con las que se 
encuentra el turista, quien generalmente pretende pasar 
bien y que todas sus necesidades sean atendidas con 
rapidez. En este caso, lo que he mencionado refiere a la 
intervención del Estado que, con gastos que no son muy 
grandes, podría contribuir a perfeccionar servicios en el 
balneario, y de esa manera ayudaría a mantener estaimpor- 
tante corriente turística que en los últimos dos años se 
viene incrementando, fundamentalmente, de Argentina y 
Brasil. 


Recogiendo aspiraciones de los vecinos hago estos 
planteos para que los mismos sean comunicados al Direc- 
torio del Banco de la República a través del Ministerio de 
Economía y Finanzas y a los Directorios de ANTEL y de 
UTE. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


-19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


17) PROYECTO DE COMUNICACION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un proyecto de 
comunicación llegado a la Mesa. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- “Proyec- 
to de comunicación: La Comisión de Ciencia y Tecnología 
reunida el día 24 de mayo de 2004, por unanimidad de los 
señores Senadores presentes, representantes de todos los 
partidos políticos, ha resuelto expresar su opinión favora- 
ble a la instalación a la brevedad en Uruguay del Instituto 
Pasteur de París como Centro para toda Sudamérica y res- 
paldar las gestiones que se están realizando con las auto- 
ridades del gobierno de Francia para obtener su 
financiamiento.” Firman los señores Senadores Pou, Herrera, 
Carvalho y Cid. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar. 


(Se vota:) 


-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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18) ALBERTO CANDEAU 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado entra al Orden del Día 
con la consideración del asunto que figura en primer térmi- 
no: “Proyecto de ley por el que se designa “Alberto Candeau” 
el Liceo de Paso Carrasco, departamento de Canelones, 
dependiente del Consejo de Educación Secundaria, Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública. (Carp. N* 1363/ 
04 - Rep. N* 803/04)” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1363/04 
Rep. N” 803/04 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Desígnase “Alberto Candeau” el Liceo 
de Paso Carrasco, departamento de Canelones, dependien- 
te del Consejo de Educación Secundaria (Administración 
Nacional de Educación Pública). 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 16 de marzo de 2004. 


José Amorín Batlle 
Presidente 
Horacio D. Catalurda 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Herrera. 


SEÑOR HERRERA.- En primer lugar en la Cámara de 
Representantes y luego en la Comisión de Educación y 
Cultura del Senado, este proyecto de ley, por el que se 
denomina Alberto Candeau al Liceo de Paso Carrasco, fue 
aprobado por unanimidad. 


Alberto Candeau, en la memoria de todos nosotros, es 
uno de los más grandes actores de nuestro teatro nacional, 
teatro que, al mismo tiempo, es una de las mejores, más finas 
y exigentes expresiones de nuestra cultura. Digo esto por- 
que, como tantas cosas en el Uruguay el teatro, conescasos 
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recursos, ha logrado elevarse y constituirse en la tradición 
nacional y en una de las expresiones teatrales de América 
Latina. 


En un país, tener un gran nivel en la actividad teatral es, 
sin duda, un signo de cultura, de educación y de querer 
avanzar. Cuando se consigue ese nivel y al mismo tiempo 
alguien logra ser una de sus mejores expresiones actorales, 
estamos ante un doble desafío y un doble mérito, como el 
que ostenta Alberto Candeau: ser uno de los mejores acto- 
res en uno de los mejores teatros de América Latina. 


Además fue un buen amigo -aclaro que no lo digo por mí, 
porque no lo conocí en ese plano, aunque lo vi actuar- ya 
que en el ambiente teatral se recuerda su profunda amistad 
con Enrique Guarnero, que en lugar de ser un rival o un 
competidor para ver cual de los dos era el mejor, eran dos 
entrañables amigos que se apoyaban para actuar cada vez 
mejor, noche a noche, en la Comedia Nacional. 


A Alberto Candeau se lo recuerda como un ciudadano de 
bien, como un hombre de respeto y como un hombre toleran- 
te. Se le recuerda enormemente por haber sido el portador 
de todos nosotros en noviembre de 1983, cuando leyó la 
proclama que habían escrito los dirigentes de partidos 
políticos autorizados y no autorizados que concurrimos en 
reclamo de libertad y democracia al pie del Obelisco, que es 
también un homenaje a los Constituyentes Nacionales de 
nuestro país. Ese día Candeau, más que uruguayo fue 
Uruguay y tenemos un recuerdo muy vívido todos los que 
allí estuvimos. Sabemos la importancia que tuvo aquella 
jornada y haberlo elegido a él para que proclamara los 
conceptos y las aspiraciones que nos unían a todos los 
uruguayos y que creo aún nos unen, más allá de las diferen- 
cias partidarias.  Porlotanto creo que estamos cumplien- 
do con un mandato cuando ponemos a un liceo el nombre 
de Alberto Candeau. 


En marzo de 1990, poco después de la muerte de Alberto 
Candeau, se le rindió homenaje en sesión del Senado y el 
entonces Senador Bruera terminó sus palabras diciendo: 
“Rindo entonces mi homenaje a Alberto Candeau con la 
convicción de que este Senado tendrá que buscar alguna 
forma de expresión aun mayor para que todas las generacio- 
nes venideras también lo recuerden.” 


Hoy estamos cumpliendo con aquello, porque es el liceo 
el que precisamente alberga a las generaciones venideras, 
alas que se dirá quién era Alberto Candeau, qué rol cumplió 
en la vida de la cultura nacional y fugaz, pero estelarmente 
-en términos de teatro- en la vida política. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


8 de junio de 2004 


(Se vota:) 

-21en21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Selee:) 


“Artículo Unico.- Desígnase “Alberto Candeau” el Liceo 
de Paso Carrasco, departamento de Canelones, dependien- 
te del Consejo de Educación Secundaria (Administración 
Nacional de Educación Pública).” 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado sancionado el proyecto de ley, que se 
comunicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado) 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para fundamen- 
tar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: en la Comi- 
sión de Educación y Cultura del Senado nosotros encomen- 
damos al señor Senador Herrera -a su pedido- para que 
informara este proyecto de ley en el Plenario. Compartimos 
las palabras del señor Miembro Informante pronunciadas 
en Sala y, más allá de su corazón rojo, consideramos que 
Alberto Candeau es un hombre que trasciende cualquier 
tipo de barrera política que pudiera existir y que dedicó su 
vida, su pasión, su capacidad y su arte a la gran trayectoria 
del teatro independiente en nuestro país, en una concep- 
ción de la cultura democrática para las actuales generacio- 
nes. Estamos hablando de la cultura no como una mercan- 
cía, sino de toda la concepción que representa la corriente 
del teatro independiente en el Uruguay. 


La voz de Alberto Candeau fue inconfundible y resuena 
en nuestra memoria en más de una ocasión, definiéndose 
como lo que era: un hombre profundamente comprometido 
con su patria y con su pueblo. En ese sentido, nosotros 
acompañamos este proyecto de ley y queríamos darle el 
destaque que ha tenido en la tarde de hoy para que no 
pasara incluido en un conjunto de proyectos sin informe ni 
fundamentación. A su vez, como hace muy pocos días 
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estuvimos en Paso Carrasco, sabemos que su población, su 
comunidad y los padres y alumnos del Liceo esperaban con 
ansias que el proyecto se votara, a fin de poder conducir ese 
proceso de reconstrucción de la memoria, tan importante 
para los pueblos y las nuevas generaciones. En definitiva, 
es el aporte de una gran idea de esas enormes mayorías, de 
ese río de libertad que siempre se agrupa cuando la demo- 
cracia, las libertades y las necesidades de nuestro pueblo 
así lo convocan. 


Queremos entonces fundamentar el voto, ya que no 
deseábamos extender la sesión. Sin embargo, tampoco po- 
díamos dejar de acompañar este nombramiento con emo- 
ción, afecto, cariño, muchísimos recuerdos y la memoria del 
ser humano, el actor, el militante político y la voz del río de 
libertad que fue Alberto Candeau, que nos marca y compro- 
mete en el presente y en el futuro. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: en primer lu- 
gar, rindo mi homenaje al extraordinario actor Alberto 
Candeau y, en segundo término, al extraordinario ser huma- 
no que fue Alberto Candeau. 


Luego, quiero dejar la constancia de que desde México, 
desde donde vivía y desde donde no pude regresar hasta 
abril de 1985, es decir, hasta después de aprobada la Ley de 
Amnistía, una de las más grandes emociones y nostalgias 
que sentí en ese exilio, fue la de haber escuchado aquel 
extraordinario discurso con esa voz memorable, que leyó y 
pronunció Alberto Candeau. 


Era cuanto quería decir. 


19) INMUEBLES RURALES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la discusión general y 
particular del proyecto de ley por el que se declara de interés 
general que el derecho de propiedad sobre inmuebles rura- 
les y la explotación agropecuaria sean ejercidos por perso- 
nas físicas. 


(Antecedentes: ver 10* S.E.) 
- No hay oradores inscriptos. 
SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


236-C.S. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: como ya hablé 
en la discusión general, simplemente quiero aclarar que 
nosotros estamos en condiciones de votar el proyecto de 
ley en general por mandato de nuestro Congreso, compar- 
tiendo la opinión general de que no deben ser propietarias 
de inmuebles rurales las sociedades anónimas, salvo las 
excepciones que por la ley se establezcan. También tene- 
mos posición clara a este respecto -correspondería exami- 
nar la iniciativa en un análisis particular-, en el sentido de 
que la institución sociedades agrarias que acaba de 
sancionarse como proyecto de ley en la Cámara de Repre- 
sentantes es una nueva entidad jurídica que se va a crear 
por ley para que las sociedades cooperativas que son 
sociedades necesariamente nominativas -es decir que los 
socios tienen nombre y apellido- puedan ser propietarias de 
inmuebles rurales; desde luego, las sociedades que tienen 
una integración nominativa también podrán ser propieta- 
rias. El proyecto de ley no impide eso. 


En el texto de la iniciativa se dice lo siguiente: “Declárase 
de interés general que el derecho de propiedad sobre 
inmuebles rurales y la explotación agropecuaria sean ejer- 
cidos por personas físicas.” Si la redacción se mantiene de 
esta forma, no involucraría a estas otras entidades que he 
mencionado. 


De todas maneras, estamos en condiciones de votar en 
general y a favor el proyecto de ley para luego pasar a la 
discusión particular. Además, algunos miembros de la Ban- 
cada no están presentes y seguramente querrán intervenir 
en la discusión del tema. 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: en estos tiem- 
pos, el país está generando señales imprescindibles para 
consolidar una reactivación económica que ya nadie niega; 
podrán negarse los niveles de la misma, en cuanto a la 
velocidad de los sectores o de los subsectores pero, por 
suerte, el país se está reactivando, de cara al trabajo de la 
gente, al grado de actividad, involucrando a los sectores 
que hoy están haciendo punta en ese aspecto: 
agroexportador, turístico y de servicios. 


No puede escapar a nadie, tampoco, la discusión pública 
que se está generando fundamentalmente respecto de la 
inversión extranjera, cosa que no estaba en un mismo nivel 
en cuanto a coincidencias, sobre todo por los pronuncia- 
mientos internacionales que sectores políticos de impor- 
tancia en el país están generando. 


Por mi parte, provengo de un departamento donde hay 
cientos y cientos de explotaciones agropecuarias vincula- 
das al turismo; me refiero a algo que es una mezcla de chacra 
turística y de explotación agropecuaria, aunque todo ello 
está enmarcado dentro del rótulo de “explotación 
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agropecuaria”. Evidentemente, la chacra turística a veces 
supera el nivel de inversión y de ocupación de una estancia, 
con el valor que esta tiene. Obviamente, estamos frenando 
posibilidades muy ciertas de inversión en esa área, asícomo 
también posibilidades de trabajo y de consolidación de esa 
corriente de inversión. Creemos que algunos de los pronun- 
ciamientos que hemos escuchado fundamentalmente en la 
Argentina en las últimas horas -y que hemos analizado con 
detenimiento-, por parte de sectores políticos importantes 
del país que aseguran que las condiciones y las reglas se 
van a mantener, van a contrapelo de esa generación de 
inversiones de la que hablábamos y de esas posibilidades 
económicas para el país y su gente. 


Simplemente, queríamos dejar esta constancia y señalar 
nuestra posición contraria a este proyecto de ley sobre el 
que el Senado se pronunciará dentro de unos instantes. 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR SANABRIA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Se- 
nadora. 


SEÑORA ARISMENDI .- Señor Presidente: he solicitado 
esta interrupción para solicitar al señor Senador Sanabria si 
puede desarrollar un poco más la idea, porque no logro 
comprender por qué las acciones tienen que ser anónimas, 
o por qué la corriente de inversión y el desarrollo produc- 
tivo del país, así como todo lo que el señor Senador enun- 
ciaba no se puede dar, salvo que no se sepa quiénes son los 
propietarios de esas acciones. Debo decir que escuché 
atentamente el debate que se ha venido dando, aunque 
hasta el momento no había intervenido, y a mi entender se 
trata de una contradicción que, evidentemente, no tiene 
demostración; más bien, es una concepción ideológica 
sobre el tema y no un dato de la realidad. Pero a lo mejor el 
señor Senador Sanabria, que con tanta firmeza habla de 
eliminar la propiedad de la tierra con acciones al portador 
-acciones que, además, son negociables o, como yo digo, 
aunque aquí algún jurista pueda espantarse, son papelitos 
por los cuales se negocia y, por lo tanto, nuestra tierra anda 
siendo motivo de transacciones de todo tipo- puede expli- 
car cuál es el impedimento para quien realmente quiere 
invertir en emprendimientos, en empresas de desarrollo del 
agro, de la agropecuaria, agroindustriales o en complejos 
vinculados a los temas turísticos u otros, es decir, comple- 
jos industriales vinculados a la propiedad de la tierra. 
Quizás el señor Senador pueda explicar dónde está el freno 
para que eso tenga que ser obligatoriamente invisible por- 
que, de lo contrario, no habrá gente interesada. En mi 
opinión, alguien que está interesado en producir y en 
desarrollar el país productivo, no tiene que esconderse para 
hacerlo. Entonces, reitero que, a mi entender, una parte de 
ese razonamiento no es demostrable. La realidad no de- 
muestra esto, sino otras cosas, y por eso me gustaría que el 
señor Senador Sanabria, además de afirmar que eso es así, 
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desarrollara laidea explicando en qué se basa para tener tal 
convicción. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE - Puede continuar el señor Sena- 
dor Sanabria. 


SEÑOR SANABRIA.- Muchas gracias, señor Presiden- 
te. 


SEÑOR BRAUSE.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR SANABRIA.- Con mucho gusto sela concederé, 
señor Senador, pero primero quisiera centrar el tema, vincu- 
lado fundamentalmente a que esta es una de las herramien- 
tas de inversión, aunque no es la única que tiene el país. Se 
trata, reitero, de uno de los instrumentos de inversión. 
Evidentemente, como herramienta o instrumento nos permi- 
te generar a nivel internacional la apertura de inversiones 
que se está dando en el mundo. En definitiva, no estamos 
innovando en esto, sino que simplemente estamos generan- 
do las mismas condiciones que están surgiendo en otras 
partes del mundo. 


Ahora sí le concedo al señor Senador Brause la interrup- 
ción que me ha solicitado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: en ocasión de la 
discusión general del proyecto de ley, explicamos los argu- 
mentos que, a nuestro modo de ver, justifican continuar con 
el régimen jurídico que actualmente rige en el país a propó- 
sito de la tenencia de tierras por parte de sociedades anó- 
nimas, cualquiera sea la forma en que emitan las acciones, 
es decir, ya fueren nominativas o al portador. Esos argu- 
mentos procuraron responder esencialmente al planteo que 
ahora formula la señora Senadora Arismendi. Evidentemen- 
te, noes miintención reiterarlos, pero quiero señalar breve- 
mente que no vemos cuál es la razón para discriminar a las 
sociedades anónimas, cuando su actividad es agropecuaria, 
de aquellas otras cuya actividad es industrial o comercial. 
Crear esa discriminación, prohibiendo que las sociedades 
anónimas por acciones al portador se dediquen a la activi- 
dad agropecuaria o sean tenedoras de tierras, indudable- 
mente es un factor en contra respecto de aquellas otras 
actividades, porque esa tenencia o esa posibilidad no les 
está inhibida por acciones al portador. Entonces, ¿por qué 
discriminar en este caso? ¿Cuál es la razón? En mi modesto 
modo de pensar, no hay ninguna razón para ello y tampoco 
puede ser una justificación decir que si se permite a las 
sociedades anónimas con acciones al portador la tenencia 
de tierras, entonces veríamos que “papelitos” -como aquí 
se ha dicho- que son las acciones al portador, se estarían 
negociando por el mundo y, con ello, se estaría afectando 
la soberanía nacional. La verdad sea dicha, ese argumento 
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ni siquiera es efectista porque, en primer lugar, la tierra 
sigue estando acá, dentro del territorio nacional; no se 
moviliza por la circunstancia de que los papeles se estén 
negociando fuera del país. En segundo término, aunque las 
acciones fueran nominativas, tampoco se impide que ellas 
se puedan negociar en las Bolsas del extranjero o a través 
de transacciones privadas. De manera que no logramos el 
objetivo -a nuestro modo de ver, argumento efectista- de 
impedir que eso ocurra, aun cuando las acciones sean 
nominativas. 


En definitiva, como señalábamos en nuestra exposición, 
no se trata de un tema jurídico en sí en cuanto a quién 
pertenece la tierra, quién es el tenedor de la misma, o la forma 
jurídica a través de la cual la propiedad se organiza, sino que 
es un tema esencialmente económico, como bien señalaba 
el señor Senador Sanabria. Entonces, permitiendo la posi- 
bilidad de que sociedades anónimas con acciones al porta- 
dor participen en la actividad agropecuaria y sean tenedoras 
de tierras, claramente se fomenta la inversión. De eso se 
trata; ¿pero de qué inversión? No sólo de la inversión de 
personas físicas, sino también la institucional, la que pue- 
dan hacer fondos de inversión tanto nacionales como ex- 
tranjeros. En este caso sí se verían impedidos de hacer ese 
tipo de inversión si se exigiera que la sociedad anónima 
tuviera acciones nominativas. Estaríamos, entonces, dis- 
criminando a la agropecuaria y a la propiedad de inmuebles 
rurales de instrumentos de inversión tan útiles como lo son, 
sin duda, los fondos de pensión, no sólo nacionales, en el 
caso de las AFAP, sino también extranjeros. 


A nuestro modo de ver esa es la razón principal que 
justifica mantener el régimen vigente en cuanto a la propie- 
dad de sociedades anónimas con acciones al portador de 
inmuebles rurales. De forma que, con esta argumentación y 
con otra que expuse al tiempo de hacer mi exposición, 
consideramos que se justifica mantener el régimen vigente. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor Sena- 
dor Sanabria. 


SEÑOR SANABRIA .- Quiero dejar una constancia. Cual- 
quier instrumento de esta naturaleza mantiene las mismas 
exigencias, tanto desde el punto de vista jurídico como 
contractual, esté a nombre de una sociedad anónima con 
acciones nominativas, de una sociedad anónima con accio- 
nes al portador, o personal. Es decir que con respecto al 
“status” jurídico de derechos y obligaciones, el país esta- 
blece los mismos derechos y las mismas obligaciones. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR SANABRIA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: no he interve- 
nido en la discusión de este proyecto de ley -que lo apoyo 
desde hace muchos años-, pero quiero señalar que desde la 
Legislatura pasada he escuchado repetir exactamente los 
mismos argumentos a favor y en contra. Por lo tanto, creo 
que sería un aburrimiento exponer lo que dije en otras 
oportunidades. 


De todos modos, hay algo que no se puede esquivar. No 
se puede decir que cuanto más formas jurídicas se permitan 
será mejor para las inversiones, porque considero que eso 
lleva a incoherencias totales. No se lo quiero atribuir a 
quienes defienden esa tesis, porque sé que no están pen- 
sando en ello, pero es como si se dijera que para que haya 
inversiones vamos a eliminar el derecho de los trabajadores 
a cobrar indemnización por despido, puesto que es un 
instrumento y es bueno, o cualquier otra cosa. 


Deseo afirmar que hay que optar entre si se quiere o no 
saber quiénes son los dueños de la tierra. Esa es la opción 
y en cuanto a decir si esta es jurídica o económica, todos 
sabemos que el derecho y la economía nunca van separa- 
dos, y es obvio que son opciones que llevan multiplicidad 
de causas. Creo que hace diez siglos que no se usa el 
monocausalismo. Entonces, ¿cuál es la opción? ¿Se quiere 
o no saber quiénes son los dueños de la tierra? Personal- 
mente quiero saberlo, por mil razones; sobre todo porque a 
veces se especula y después se pierde y no se paga, se 
procede de mala fe y cuando no se sabe quiénes son los 
dueños es más difícil cobrar. 


En la exposición de motivos hay una referencia a los 
hermanos Róhm, pero no es el único caso. El Banco Central 
hace poco fracasó en varios embargos en el Uruguay, 
oportunidades en las que fueron a algunas estancias en 
compañía de un alguacil y resultó que los papeles los trajo 
un capataz -no un procurador- diciendo: “estos son los 
dueños”. Los propietarios conformaban una sociedad anó- 
nima y habían originado deudas por haber defraudado a 
acreedores o ahorristas; esa es la opción. Si un inver- 
sor quiere poner plata en el Uruguay y comprar tierras 
porque es más barato o porque puede exportar sin detrac- 
ciones -como en la actualidad lo hacen los argentinos para 
plantar sorgo, que pueden exportar desde acá sin detraccio- 
nes que, según parece, tienen que pagar en su país con otro 
nombre-, tiene esa opción. 


Creo que no podemos prolongar una discusión como si 
el Uruguay hubiera fortalecido su agro desde 1960 para acá, 
permitiendo las acciones al portador. No es esa la opción. 
Entiendo que hay una opción que debemos establecer 
claramente: ¿queremos o no queremos saber quiénes son 
los dueños de la tierra? ¿Queremos o no saber quiénes son 
los dueños de los Bancos? En este caso la legislación 
uruguaya ha establecido que son acciones nominativas; 
son sociedades anónimas por definición, pero legalmente 
se exige que sean nominativas. ¿Por qué? Porque es una 
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actividad muy delicada que puede dar lugar a muchos robos 
o estafas. Igualmente, como todos ustedes saben, se han 
dado esos casos, pero es una precaución legal. Con la tierra 
es lo mismo y se podría discutir acerca de las toneladas de 
oro. Por ejemplo, si en el Uruguay hubiera personas con 
toneladas de oro, ¿sería bueno o no saber quiénes son los 
dueños de esos valores medio eternos, por lo menos en las 
dimensiones que la humanidad hoy día puede pensar?. Es 
el caso de la tierra, del oro, aunque no todo el mundo esté 
de acuerdo con ello, porque el oro uruguayo se vendió a 
alrededor de U$S 200 la onza, o mejor dicho, a un promedio 
de U$S 171. Pero insisto en que esa es la opción y creo que 
no hay otra. Entonces, si empezamos a llenarla de dificulta- 
des, volvemos a repetir las discusiones que he oído más de 
veinte veces. Cuando el Presidente de la República fue 
Senador discutió sobre el tema dos o tres veces con otros 
Senadores. Por ello, para no aburrirme a mí mismo no me 
anoté para hacer uso de la palabra, aunque de todas mane- 
ras quise decir esto. Vayamos a la opción principal y deje- 
mos de lado lo que anda alrededor del asunto. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor Sena- 
dor Sanabria. 


SEÑOR SANABRIA.- Conel afán de culminar la discu- 
sión, simplemente quiero decir que el ejemplo que dio el 
señor Senador Korzeniak, vinculado al seguro de desem- 
pleo, es una excepción que está planteando cuando este 
mecanismo no significa ninguna mejora y no empeora el 
“status” jurídico de la inversión, sino que permanece den- 
tro de él. 


Por otro lado, me quedo por el bien del país, con lo 
vinculado a ese planteo general que, como muy bien decía 
el señor Senador Korzeniak, es histórico. Ahora no son tan 
históricos los pronunciamientos públicos que ha habido 
por parte de su sector político en algún país vecino. Pero 
repito que por el bien del país y de la inversión me quedo 
con esos últimos pronunciamientos. 


SEÑOR BRAUSE.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRAUSE.- Quiero señalar que el planteo es 
bastante más complejo que decir si quiero o no saber cuál 
es el propietario. Tenemos la opinión -que fue distribuida 
por escrito atodos los señores Senadores- de la Asociación 
Rural del Uruguay, con fecha 11 de mayo de 2004, pronun- 
ciándose categóricamente en contra de reimplantar la pro- 
hibición para la adquisición, posesión o explotación de 
inmuebles rurales por sociedades anónimas con acciones al 
portador. Esto claramente responde a muchos de los argu- 
mentos contrarios que aquí hemos escuchado. 
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También quiero dejar constancia de que en “El País 
Agropecuario” del 25 de mayo de 2004, aparecen una serie 
de artículos escritos por personas vinculadas a la actividad 
agropecuaria y que están claramente en contra del proyec- 
to. 


La última constancia que quiero dejar es que la circuns- 
tancia de que los Bancos exijan las acciones nominativas es 
porque administran la confianza y es una cosa totalmente 
distinta a lo que se persigue con este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-12en 25. Negativa. 


SEÑOR PEREYRA.- Solicito que se tome la votación en 
forma nominal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tómese la votación del modo 
solicitado. 


(Se toma en el siguiente orden:) 


SEÑORA ARISMENDI.- Por la afirmativa, y quiero 
fundamentar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para fundamentar el voto, tiene 
la palabra la señora Senadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Así he votado, en primer lugar, 
porque comparto la filosofía del proyecto de ley; en segun- 
do término, porque aquí no se ha dado ninguna respuesta 
por parte de los que defienden la otra tesitura en cuanto a 
en qué favorece o cuál es la razón -naturalmente, pensando 
en un país productivo, en un país que tiene a la tierra como 
su principal riqueza, que por muchísimas décadas va a ser 
así- del anonimato; y, por último, porque así lo establece, y 
con toda claridad, el Congreso Programático de mi fuerza 
política, el Frente Amplio, en documentos elaborados y 
votados en diciembre del año pasado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa tomándose la votación 
nominal. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Por la negativa, y quiero fun- 
damentar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para fundamentar el voto, tiene 
la palabra el señor Senador. 
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SEÑOR ATCHUGARRY.- Muy brevemente, quiero de- 
cir, en primer lugar, que una ley de carácter retroactivo da 
una señal en el sentido contrario de lo que el Uruguay 
debería estar haciendo hoy, que es afirmar reglas de juego 
claras, permanentes y estables a propósito de fomentar la 
inversión. 


En segundo término, me parece que es una discusión 
válida querer saber cuál es el alcance de las sociedades 
anónimas y no entiendo por qué hay que diferenciar al 
sector agropecuario. Creo que éste merece utilizar los mis- 
mos instrumentos que el resto de los sectores de la econo- 
mía. Ahora bien; si mañana uno quiere plantearse cuáles 
sono no los límites de una sociedad anónima y en qué casos 
es bueno utilizarlas y en cuáles no, es una discusión válida 
que se puede dar; pero, eso sí, si es para toda la economía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa tomándose la votación 
nominal. 


SEÑOR BARRIOS TASSANO.- Por la negativa. 
SEÑOR BRAUSE.- Porla negativa. 

SEÑOR CARVALHO.- Porla afirmativa. 
SEÑOR CORREA FREITAS.- Por la negativa. 
SEÑOR COURIEL.- Porla afirmativa. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Por la negativa, y quiero fun- 
damentar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para fundamentar el voto, tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Señor Presidente: ante todo, 
quiero hacer dos aclaraciones en virtud de algo que se 
señaló en el transcurso de la discusión de este proyecto de 
ley. 


En primer lugar, debo decir, por mi proximidad, por el 
respeto especial que le tengo y por haber participado en ella 
durante mi juventud, que la Sociedad Rural de Río Negro 
-y no la Asociación Rural de Río Negro, como puede llegar 
a aparecer en la versión taquigráfica-, en los últimos diez 
años nunca planteó ir en contra de las sociedades anónimas 
con acciones al portador. En las últimas semanas -en las que 
por suerte tuvimos algo de tiempo libre- me dediqué a 
consultar atodos los ex Presidentes y a revisar las actas de 
esa Institución y allí no figura autorización alguna para 
realizar gestiones de ese tipo. Digo más: ellos quedaron 
realmente sorprendidos ante esa posición. Por otra parte, 
agrego que en estos últimos diez años se acercaron al 
Parlamento para plantear alos Legisladores la exigencia de 
esta herramienta, en particular, como solución al endeuda- 
miento, no para la venta de campos a extranjeros -como acá 
se ha señalado- sino, insisto, como un instrumento válido 
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para operaciones de entrada y salida de inversiones que, 
acoto, están funcionando en el departamento, y concreta- 
mente en la región, en manos de varios productores. 


La segunda aclaración es la siguiente. Como en la Comi- 
sión me había comprometido a hacer, digamos, una larga 
investigación del Derecho Comparado, cité -aclaro que sin 
ninguna mala intención- que en Bélgica hubo inversiones 
rusas que debieron ser investigadas para saber cuál era el 
origen de ese dinero. Volví a ponerme en contacto y la 
contestación de los técnicos y de los productores fue que 
existió un caso que tuvo que ser analizado. Pero inteligen- 
temente el mundo moderno podrá llegar a entender que una 
herramienta de ese valor en nuestro país sigue existiendo y 
no está condicionado por eso. Entonces, como aquí se 
tomaron mis dichos y quizá puedan haber sido mal interpre- 
tados, hice la corrección para que los que me habían infor- 
mado en Bélgica supieran qué efectos podía tener; y real- 
mente lo que ocurrió fue que hubo una reacción en contra. 


Por último, debo decir -tal vezesto sea lo más importan- 
te- que en la semana que nos llevó la discusión estuvimos 
en Brasil, concretamente en Paraná, en donde nos reunimos 
con 300 productores. Por supuesto que en parte de esos 
ocho días analizamos temas referidos a la investigación en 
materia de carnes, aprovechando que 35 países participaron 
del congreso. Comprendo la inquietud de la señora Senado- 
ra Arismendi, y por ello me siento en el deber de hacer la 
siguiente aclaración. Me llamó la atención la posición de los 
productores eslovacos, húngaros y austríacos que partici- 
paban de este congreso. Ocurre que el mundo ha cambiado 
tanto que las tierras cooperativas, que eran un proyecto del 
Estado, están desapareciendo. Repito que comprendo a la 
señora Senadora Arismendi, porque en mi vida dudé y 
participé de filosofías parecidas, pero lo que sucede en el 
mundo me ha ido cambiando. 


Agrego un último ejemplo: los ejidos mexicanos dejaron 
de existir en los últimos cinco años. 


Muchas gracias y pido excusas por haberme excedido en 
el tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa tomándose la votación 
nominal. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Porla afirmativa. 
SEÑOR GARAT.- Por la afirmativa. 
SEÑOR GARCIA COSTA.- Por la negativa. 


SEÑOR GARGANO.- Por la afirmativa, y quiero funda- 
mentar el voto. 


SEÑO PRESIDENTE.- Para fundamentar el voto, tiene la 
palabra el señor Senador. 
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SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: quiero agregar a 
lo que dije en mi intervención en la discusión general, los 
siguientes elementos. De acuerdo con lo que han sido los 
antecedentes que hemos podido consultar y que están 
expresados en la Exposición de Motivos del proyecto plan- 
teado por el señor Senador Pereyra, la Constitución mexica- 
na, en su artículo 27, establece una legislación específica y 
rigurosa en torno al tema de la propiedad de la tierra. Desde 
luego que no habilita la existencia de sociedades anónimas, 
sino que más bien se dedica a contemplar el aprovechamien- 
to de los elementos naturales susceptibles de apropiación 
con el objeto de hacer una distribución equitativa de la 
riqueza pública, cuidar su conservación, lograr el desarrollo 
equilibrado del país y mejorar las condiciones de vida de la 
población rural y urbana. 


En la Exposición de Motivos se señala que en Gran 
Bretaña, por ejemplo, las acciones deben ser siempre nomi- 
nativas, y no olvidemos que este es el país que fundó el 
capitalismo. Que yo sepa, esto no ha sido derogado, ni nada 
al respecto se ha dicho aquí. Concretamente, la Exposición 
de Motivos establece que las sociedades con acciones al 
portador en explotaciones de este tipo están prohibidas, 
entre otros, en los siguientes países: España, Grecia, Italia, 
Mónaco, Noruega y Suecia. Por supuesto, me podrán decir 
que Eslovaquia u otros países que se han dividido y que 
pertenecían a la Órbita de la Unión Soviética han pasado de 
un régimen de naturaleza estatal -vamos a no llamarlo socia- 
lista porque, en mi modesta opinión, nunca lo fueron, aun- 
que recibieran ese nombre- a uno en el que prima la política 
del manoteo de carácter privado, pero eso se da en todos los 
niveles, no sólo con respecto a la tierra, sino también en la 
industria, en el comercio y en lo que sea. Pienso que, tal 
como decía el señor Senador Pereyra, esto no es una ocu- 
rrencia de los Legisladores del *67 ni es hoy una antigualla, 
pues estos países lo mantienen. 


Pero, además, fui ala legislación citada y, en realidad, lo 
dispuesto... 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 

-Solicito al señor Presidente un poco más de tiempo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No puedo, señor Senador. 
SEÑOR GARGANO.- Porque soy yo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le ruego que concluya su razo- 
namiento. 


SEÑOR GARGANO.- No, no concluyo nada. Muchas 
gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continua tomándose la votación 
nominal. 
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SEÑOR HERRERA.- Por la negativa. 
SEÑOR KORZENIAK.- Por la afirmativa. 
Pido la palabra para fundamentar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para fundamentar el voto, tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- En primer lugar, quiero señalar 
que, decididamente, no es verdad que en México se hayan 
eliminado las restricciones a la propiedad de la tierra en 
acciones al portador. ¿Que alguno lo haya hecho? Lo hacen 
desde 1917 con la Constitución mexicana de ese año, de 
Querétaro -muy famosa-, la que, a pesar de sus más de 
setecientas treinta modificaciones, no cambió el sistema de 
ejidos en ninguna ley. Lo que ocurre es que en la práctica 
-y debo decir que viví en México durante siete años- hay 
gente que pasa por encima de todas esas leyes y, particu- 
larmente, del artículo 27 de la Constitución -como sucede en 
todo el mundo- y tiene latifundios absolutamente prohibi- 
dos por la ley y la Constitución. Pero esto no habilita a decir 
que en México ahora eso está permitido; eso se hizo siem- 
pre, pero al margen de la ley y de la Constitución. 


En segundo término, quiero aclarar que este proyecto de 
ley no tiene absolutamente nada de retroactivo. Por el 
contrario, incluye un artículo que establece que las socie- 
dades anónimas que hoy día no tengan el sistema de accio- 
nes al portador, tendrán un plazo de un año para adaptarse 
a la ley. Quiere decir que la ley rige de aquí para adelante. 
Si se la llama retroactiva porque se aplica a sociedades 
anónimas que ya eran al portador, entonces cuando se cree 
un impuesto, la persona podrá decir que la ley es retroactiva 
porque antes no lo pagaba y ahora lo va a tener que hacer. 
Es un argumento absolutamente impresentable desde el 
punto de vista jurídico. Digo esto con respeto para que no 
se repitan erróneamente conceptos jurídicos que son ele- 
mentales. En todo caso, léase el artículo 2”, que expresa que 
las actuales sociedades anónimas con acciones al portador 
dispondrán de un plazo de un año para regular su situación 
de acuerdo al artículo anterior. ¿Dónde está entonces la 
retroactividad? ¿Es que la ley sanciona a los que lo hubieran 
hecho antes? No, les da un año para adaptarse. Es decir que 
rige de aquí en adelante. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa tomándose la votación 
nominal. 


SEÑOR MILLOR.- Por la negativa. 
SEÑOR MUJICA.- Por la afirmativa. 


Pido la palabra para fundamentar el voto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Para fundamentar el voto, tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: voto afirmativa- 
mente este proyecto de ley porque a la naturaleza, en un 
clima como el del Uruguay, le lleva más de cien mil años 
formar un centímetro de tierra negra, de suelo. Por ello, creo 
que tiene que haber responsabilidad, y la habrá en el futuro. 
No se puede hacer con el suelo lo que a uno se le ocurra 
porque es un bien degradable con muchísima facilidad y 
vendrá el tiempo en el que habrá tribunales y Derecho 
ecológico con durísimas prohibiciones para los desaguisa- 
dos que el hombre hace arriba de la tierra. Creo que esto es 
algo que ineludible e inapelablemente va a ocurrir en el 
futuro. 


Además, filosóficamente considero que la tierra debe 
ser para el que la trabaja y para el que lo hace bien. Y no soy 
afecto aestablecer mecanismos que faciliten la monopoliza- 
ción de este recurso finito y degradable. Pienso que el 
mundo está en una enorme disputa de carácter planetario. 
Si el agro es un signo y el capital transnacional se va a 
apropiar del grueso de la alimentación humana, entonces, 
como dice la FAO, los que quieran cuidar la comida, que 
cuiden a los campesinos. Esta, reitero, es una disputa de 
carácter planetario. 


Finalmente, pienso que cualquier medida de ordena- 
miento territorial debe tener en cuenta quién está atrás de 
la propiedad de la tierra. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa tomándose la votación 
nominal. 


SEÑOR NUÑEZ..- Por la afirmativa. 
Pido la palabra para fundamentar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para fundamentar el voto, tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR NUÑEZ.- Señor Presidente: voto por la afirmati- 
va en este tema relativo a las sociedades anónimas de 
carácter no nominativo que existen en el agro al día de hoy, 
fundamentalmente, por los argumentos que aquí se han 
expuesto y sobre los que no voy a abundar. Se ha señalado 
que la tierra es un bien especial, finito y degradable y que 
estos mecanismos de las sociedades anónimas al portador 
pueden tender a la monopolización. Además, las responsa- 
bilidades de los directorios en el caso de las sociedades 
anónimas, desde el punto de vista legal, en Uruguay son 
escasas, sobre todo cuando se trata de gente insolvente 
que se coloca al frente de las mismas. Considero que el 
anonimato en la propiedad de la tierra y en la explotación 
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rural es uno de los elementos más negativos que tenemos 
que eliminar. A esto se suma que el anonimato, en general, 
tiende a ser un mecanismo que se utiliza para la evasión 
impositiva y para eludir acreedores, como sucede, por ejem- 
plo, en el tema de la insolvencia de los dueños de determi- 
nados capitales, tal como se ha dado en este país con 
exageración. Obviamente, este sistema se presta para el 
lavado y para el uso de capitales “non sanctos” de la región 
y del mundo. Al respecto, tenemos varios ejemplos, como 
el de una empresa que en este país exportaba agua en lugar 
de pintura y declaraba que se trataba de pintura, simplemen- 
te para obtener la devolución de los impuestos. También 
tenemos el ejemplo en Argentina de las SAFIC, para ver 
cómo han funcionado las sociedades anónimas. La evasión 
y la falta de control del Estado sobre las sociedades anóni- 
mas en general, el caso de los testaferros que hacen de 
directores de estas y que son insolventes, son los argumen- 
tos que, en definitiva, me hacen llegar a decir que en el 
mundo está en reversión el tema de la innominabilidad de las 
acciones, o sea, el de las acciones al portador y de las 
sociedades anónimas o en comandita, mucho más aún cuan- 
do se da en el caso de la propiedad de la tierra y en 
explotaciones rurales. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa tomándose la votación 
nominal. 


SEÑOR PENADES.- Por la negativa. 
SEÑOR PEREYRA.- Por la afirmativa. 
Pido la palabra para fundamentar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para fundamentar el voto, tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA .- Señor Presidente: he votado por la 
afirmativa por la obvia razón de haber presentado el proyec- 
to de ley, pero también por lo que he expuesto en las dos 
oportunidades anteriores en que en esta Legislatura se 
trató el tema: en una de ellas, se autorizó la liberación del 
Impuesto a las Transmisiones Inmobiliarias para quienes 
pasaran a esta forma jurídica de tenencia de la tierra y en la 
otra, se obtuvo por mayoría la negativa a la prórroga de esa 
exoneración impositiva. Además, lo hago ratificando la 
posición inicial, porque las objeciones que se han hecho, a 
mi juicio, no son de validez, dicho esto con los debidos 
respetos. 


Se ha hecho cuestión fundamental de la inversión. La 
inversión prácticamente no vendrá si se elimina este tipo de 
sociedades anónimas; eso no puede ser así. El inversor 
busca un buen negocio y si lo encuentra, le importa poco la 
forma jurídica. Me parece que de ninguna manera este 
argumento de la inversión puede invalidar la razón del 
proyecto de ley. 
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Por otro lado, quienes esgrimen el argumento de la 
discriminación reiteran la vieja equivocación de que es 
prácticamente lo mismo la explotación de la tierra que la de 
la industria. Es absolutamente distinto y creo haberlo de- 
mostrado en diversas oportunidades. 


A continuación, voy a referir a una pregunta que ha 
quedado en pie desde la época de la anterior Legislatura. 
Nadie ha podido explicar por qué el que quiere poseer tierras 
en el Uruguay tiene que permanecer en el anonimato. ¿Por 
qué debe tratarse de una inversión anónima? Nadie lo ha 
explicado. Creo que la razón se acaba de señalar en otro 
fundamento de voto; me refiero a la facilidad para evadir 
impuestos, así como el hecho de que la tierra en el Uruguay 
se ha convertido en un vehículo para el lavado de dinero. 


Por estas y muchas otras razones que hemos señalado, 
mantenemos la opinión que hemos estampado en el proyec- 
to de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la votación nominal. 
SEÑORA POU.- Por la negativa. 


SEÑOR RIOS.- Por la afirmativa, y voy a fundamentar el 
voto. 


Señor Presidente: en momentos de la discusión general 
de la Ley manifestamos sustantivamente cuáles eran los 
elementos que, a nuestro entender, llevaban al voto afir- 
mativo de este proyecto de ley y, nuevamente, luego de 
escuchar las diferentes discusiones en los días en que pude 
estar en Sala, debo señalar que creo que acá no estamos 
frente a un temajurídico -si bien hemos escuchado elemen- 
tos jurídicos que han hecho doler mis oídos-, sino frente a 
un elemento de discusión política. Es un elemento político, 
porque el proyecto de ley lleva implícito en su cerno qué 
país productivo queremos, qué elementos y qué herramien- 
tas le vamos a dar al Gobierno actual, presente y futuro, para 
que el Uruguay sea un país productivo, con prioridad 
productivo y cristalino, y para que no seamos el reservorio 
del blanqueo de capitales emergentes de quién sabe qué 
delitos que se cometen por el mundo, como cotidianamente 
está pasando ante la posibilidad de tener tierras en socie- 
dades anónimas con acciones al portador como titulares. 


Permanentemente se reitera la discusión porque se sigue 
discutiendo una visión de país con otra visión de país. Es 
imposible tener un país productivo, con cara a la produc- 
ción primaria y a la agroindustrial, con sociedades anóni- 
mas al portador; esto es negar con el codo lo que se escribe 
con la mano. Está bien que quienes no apuestan al país 
productivo voten en contra de esta norma, porque así lo 
hacen permanentemente en todas las medidas de gobierno 
que hacen a un elemento jurídico o sustantivo. 


Desde el punto de vista jurídico, señor Presidente, se 
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manejan puntos de partida que no comparto, aunque aclaro 
que no soy especialista en Derecho Comercial. Se parte de 
las sociedades anónimas como la regla general del Derecho 
Comercial para cualquier negocio posible. Tenemos que 
tener en cuenta que la sociedad anónima, al igual que otras 
personas jurídicas, es una creación hecha para situaciones 
puntuales y no generales; no hay ninguna regla de Derecho 
que diga que las sociedades anónimas son la regla general 
y la mejor regla posible para el comercio. De hecho, en 
nuestro Derecho existen limitaciones a la titularidad de las 
acciones al portador, como con los bancos; y la presencia 
de ellos no se vio inhibida nunca porque las acciones fueron 
nominativas. 


Jurídicamente tenemos que remontarnos a la historia de 
la creación de las sociedades, es decir, a las sociedades en 
comanditas, a las sociedades de responsabilidad limitada, 
para saber que la sociedad anónima es un fruto de la 
evolución, pero eso no implica que sea la única herramienta. 
El Derecho Comercial uruguayo y el Internacional tienen 
diferentes herramientas jurídicas que tienden a diferentes 
objetivos y ninguna actividad se ve menoscabada o debe 
por sí estar menoscabada si su titularidad es al portador o 
nominativa. 


Esa es nuestra posición y por eso votamos afirmativa- 
mente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la votación nominal. 
SEÑOR SANABRIA.- Porla negativa. 

SEÑOR SINGER.- Por la negativa. 

SEÑOR SCARPA.- Por la negativa. 


SEÑORA XAVIER.- Por la afirmativa y voy a fundamen- 
tar el voto. 


Señor Presidente: he votado afirmativamente porque en 
nuestro último Congreso, en la resolución de nuestra orga- 
nización política con relación al tema “país productivo”, se 
plantea promover la transformación de la estructura agraria 
del país, lo que se constituye en un pilar fundamental de un 
nuevo modelo para lograr un desarrollo sustentable, garan- 
tizar la seguridad alimentaria de toda la población, asícomo 
preservar los recursos naturales y lograr de alguna manera 
el principio artiguista de que los más infelices sean los más 
privilegiados. En tal sentido, se propone la redistribución 
de la tierra para impedir suextranjerización y su concentra- 
ción, siendo esta una condición necesaria. 


Para ello, la organización política ha propuesto derogar 
la ley que habilita la propiedad y explotación de la tierra por 
sociedades anónimas, siguiendo el legado artiguista del 
Reglamento Provisorio para el fomento de la campaña. 
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De todas formas, quiero aclarar que esta es una resolu- 
ción de la fuerza política y es parte de lo que nuestros 
dirigentes están diciéndole a la población. Por tanto, sería 
incomprensible tener un voto diferente, además de que 
estamos profundamente convencidos de que derogar esta 
ley es un acto de justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la votación nominal. 
SEÑOR RUBIO.- Por la afirmativa. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Por la negativa. 

Dese cuenta del resultado de la votación. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- Han su- 
fragado 27 señores Senadores; 13 lo han hecho por la 
afirmativa y 14 por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La votación ha resultado: Nega- 
tiva. 


20) DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS PACIEN- 
TES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el numeral 
tercero del Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se 
regulan los derechos y obligaciones de los pacientes con 
respecto a los profesionales de la salud. (Carp. N*514/01 - 
Rep. N* 478/02)” 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: solicito que se 
distribuya el último proyecto de ley que fuera acordado por 
los señores Senadores Cid y García Costa. Á su vez, sugiero 
que se postergue el tema y que se pase a considerar el 
numeral cuarto del Orden del Día, ya que el Miembro Infor- 
mante, señor Senador Cid, no se encuentra en Sala en este 
momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción de la 
señora Senadora Xavier. 


(Se vota:) 
-21en21.Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En función de la votación, corresponde postergar la 
consideración del numeral tercero del Orden del Día y, 
mientras tanto, se va a repartir el proyecto de ley sustitu- 
tivo. 
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21) DATOS PERSONALES PARA INFORMES COMER- 
CIALES Y DERECHO DE “HABEAS DATA” 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
numeral cuarto del Orden del Día: “Proyecto de ley por el 
que se establecen normas que regulan la protección de 
datos para informes comerciales y el derecho de habeas 
data. (Carp. N* 1050/03 - Rep. N* 811/04)” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1050/03 
Rep. N*811/04 
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PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 
TITULO I 
CAPITULOI 


PROTECCION DEDATOS PERSONALES DE 
INFORMES COMERCIALES 


Artículo 1*.- El presente Título tiene por objeto regular 
el registro, almacenamiento, distribución, transmisión, 
modificación, eliminación, duración y en general, el trata- 
miento de datos personales asentados en archivos, regis- 
tros, bases de datos, u otros medios similares autorizados, 
sean éstos públicos o privados, destinados a brindar infor- 
mes objetivos de carácter comercial. 


Se entenderá que el tratamiento regulado involucra toda 
forma de registro, almacenamiento, distribución, transmi- 
sión, modificación, eliminación, duración y toda otra forma 
del mismo o similar alcance. 


También se aplicarán sus disposiciones, en cuanto re- 
sulten pertinentes, a los datos sobre personas jurídicas. 


Artículo 2”.- Se exceptúan de esta ley, el tratamiento de 
datos que no sean de carácter comercial como por ejemplo: 
a) datos de carácter personal que se originen en el ejercicio 
de las libertades de emitir opinión y de informar, así como 
los relativos a encuestas, estudios de mercado o semejan- 
tes, los que se regularán por las leyes especiales que les 
conciernan y que al efecto se dicten; y b) datos sensibles 
sobre la privacidad de las personas, entendiéndose por 
éstos, aquellos datos referentes al origen racial y étnico de 
las personas, así como sus preferencias políticas, convic- 
ciones religiosas, filosóficas o morales, afiliación sindical 


CAMARA DE SENADORES 


8 de junio de 2004 


o información referente a su salud física o a su sexualidad 
y toda otra zona reservada a la libertad individual. 


Para la obtención y tratamiento de datos que no sean de 
carácter comercial se requerirá expresa y previa conformi- 
dad de los titulares, luego de informados del fin y alcance 
del registro en cuestión. 


CAPITULOII 


PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 3".- La obtención y el tratamiento de datos 
personales por parte de personas físicas o jurídicas con el 
alcance previsto en esta ley, será lícita siempre que se haga 
conforme a la misma y al ordenamiento jurídico. En todo 
caso se deberá respetar el pleno ejercicio de los derechos 
fundamentales de los titulares de los datos y de las facul- 
tades que esta ley reconoce. 


Artículo 4”.- No requiere previo consentimiento el regis- 
tro y posterior tratamiento de datos personales cuando: 


a) Los datos provengan de fuentes públicas de infor- 
mación, tales comoregistros, archivos o publicacio- 
nes en medios masivos de comunicación; 


b) Sean recabados para el ejercicio de funciones o co- 
metidos constitucional y legalmente regulados pro- 
pios de las instituciones del Estado o en virtud de 
una obligación específica legal; 


c) Se trate de listados cuyos datos se limiten a nombres 
y apellidos, documento de identidad o registro único 
de contribuyente, nacionalidad, estado civil, nombre 
del cónyuge, régimen patrimonial del matrimonio, 
fecha de nacimiento, domicilio y teléfono, ocupación 
o profesión y domicilio; 


d) Deriven de una relación contractual del titular de los 
datos y sean necesarios para su desarrollo y cumpli- 
miento; y 


e) Se realice por personas físicas o jurídicas, privadas 
o públicas, para su uso exclusivo o el de sus asocia- 
dos o usuarios. 


Artículo 5”.- Los datos recogidos a los efectos de su 
tratamiento deben ser veraces, adecuados, ecuánimes y no 
excesivos en relación con la finalidad para la cual se hubieren 
obtenido. 


El titular del registro es responsable de la violación de 
esta disposición, así como de la obtención legítima de sus 
datos. 
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Se prohíbe la recolección de los mismos por medios 
desleales, fraudulentos, abusivos, extorsivos o en forma 
contraria a esta ley, aún cuando ello no implique violación 
de la ley penal. 


Los datos que sean total o parcialmente inexactos o 
incompletos deben ser, en su caso, suprimidos, sustituidos 
o completados por datos veraces y actualizados por el 
responsable de su tratamiento, en cuanto conociere dicha 
circunstancia. Asimismo, deberán ser eliminados aquellos 
datos que hayan caducado conforme lo previsto en el 
artículo 9%. 


Artículo 6”.- Aquellas personas físicas o jurídicas que 
obtengan legítimamente información proveniente de una 
base de datos que brinde tratamiento a los mismos, están 
obligados a utilizarla en forma reservada y exclusivamente 
para las operaciones habituales de su giro o actividad, 
estando prohibida toda difusión de la misma a terceros. 


Artículo 7”.- Las personas que por su situación laboral 
u otra forma de relación con el responsable de un archivo, 
registro o base de datos o similares tuviere acceso o inter- 
venga en cualquier fase del tratamiento de datos persona- 
les, están obligados a guardar estricto secreto profesional 
sobre los mismos (artículo 302 del Código Penal), cuando 
hayan sido recogidos de fuentes no accesibles al público. 
Lo previsto no será de aplicación en los casos de orden de 
la Justicia competente, de acuerdo con las normas vigentes 
en esta materia o si mediare consentimiento del titular. 


Esta obligación subsistirá aún después de finalizada la 
relación con el titular del archivo, registro, base de datos o 
similares. 


CAPITULO III 


DEL TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES 
RELATIVOS A OBLIGACIONES DE CARACTER 
COMERCIAL 


Artículo 8”.- Queda expresamente autorizado el trata- 
miento de datos personales relativos al cumplimiento o 
incumplimiento de obligaciones de carácter comercial o 
crediticia que permitan evaluar la concertación de negocios 
en general, la conducta comercial o la capacidad de pago del 
titular de los datos, en aquellos casos en que los mismos 
sean obtenidos de fuentes de acceso público o procedentes 
de informaciones facilitadas por el acreedor o en las cir- 
cunstancias del artículo 4”. 


Artículo 9”.- Los datos personales relativos a obligacio- 
nes de carácter comercial sólo podrán estar registrados por 
un plazo de cinco años contados desde su incorporación. 
En caso que al vencimiento de dicho plazo la obligación 
permanezca incumplida, el acreedor podrá solicitar al titular 
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de la base de datos, por única vez, su nuevo registro por 
otros cinco años. 


Este nuevo registro deberá ser solicitado en el plazo de 
treinta días anteriores al vencimiento original. 


Las obligaciones canceladas o extinguidas por cual- 
quier medio, permanecerán registradas, con expresa men- 
ción de este hecho, por un plazo máximo de cinco años, no 
renovable, a contar de la fecha de la cancelación o extinción. 


Artículo 10.- Los responsables de la base de datos se 
limitarán a realizar el tratamiento objetivo de la información 
registrada tal cual ésta le fuera suministrada, debiendo abs- 
tenerse de efectuar valoraciones subjetivas sobre la misma. 


Artículo 11.- Cuando se haga efectiva la cancelación de 
cualquier obligación incumplida registrada en una base de 
datos, el acreedor deberá en un plazo máximo de diez días 
hábiles de acontecido el hecho, comunicarlo al responsable 
de la base de datos correspondiente. 


Una vez recibida la comunicación por el responsable, 
éste dispondrá de un plazo máximo de tres días hábiles para 
proceder a la actualización del dato, asentando su nueva 
situación. 


TITULOI 


HABEAS DATA Y ORGANO DE CONTROL 


CAPITULOI 


HABEAS DATA 


Artículo 12.- Toda persona tendrá derecho a entablar 
una acción efectiva para tomar conocimiento de los datos 
referidos a su persona y de su finalidad y uso, que consten 
en registros o bancos de datos públicos o privados y, en 
caso de error, falsedad o discriminación, a exigir su rectifi- 
cación, supresión o lo que entienda corresponder. 


Cuando se trate de datos personales cuyo registro este 
amparado por una norma legal que consagre el secreto a su 
respecto, el Juez apreciará el levantamiento del mismo en 
atención a las circunstancias del caso. 


Artículo 13.- Cualquier persona podrá requerir al orga- 
nismo de control (artículo 20), información relativa a la 
existencia y domicilio de archivos, registros o bases de 
datos personales, sus finalidades y la identificación de sus 
responsables. 


A tales efectos habrá un registro actualizado de consul- 
ta pública y gratuita. 
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Artículo 14.- Todo titular de datos personales que 
previamente acredite suidentificación con el documento de 
identidad respectivo, tendrá derecho a obtener toda la 
información que sobre sí mismo se halle en bases de datos 
públicas o privadas. Este derecho de acceso sólo podrá ser 
ejercido en forma gratuita a intervalos no inferiores a seis 
meses, salvo que se hubiere suscitado nuevamente un 
interés legítimo de acuerdo con el ordenamiento jurídico. 


Cuando se trate de datos de personas fallecidas, el 
ejercicio del derecho al cual refiere este artículo, correspon- 
derá a cualquiera de sus sucesores universales, cuyo carác- 
ter se acreditará por la sentencia de declaratoria de herede- 
ros. 


La información debe ser proporcionada dentro de los 
veinte días hábiles de haber sido solicitada. Vencido el 
plazo sin que el pedido sea satisfecho o si fuera denegado 
por razones no justificadas de acuerdo con esta ley, queda- 
rá habilitada la acción de habeas data prevista en el Capí- 
tulo II del Título II de esta ley. 


Artículo 15.- Toda persona física ó jurídica tendrá de- 
recho, en caso de corresponder, por haberse constatado 
error o falsedad en la información de la que es titular, a 
solicitar la rectificación, actualización y la eliminación o 
supresión de los datos personales que le corresponda que 
estén incluidos en una base de datos o similares. 


El responsable de la base de datos deberá proceder a 
realizar la rectificación, actualización, eliminación o supre- 
sión, mediante las operaciones necesarias a tal fin en un 
plazo máximo de veinte días hábiles de recibida la solicitud 
por el titular del dato o, en su caso, informar de las razones 
por las que estime no corresponde. 


El incumplimiento de esta obligación por parte del res- 
ponsable de la base de datos o el vencimiento del plazo, 
habilitará al interesado a promover la acción de habeas data 
prevista en esta ley. 


No procede la eliminación o supresión de datos perso- 
nales salvo en aquellos casos de notorio error o falsedad, 
en aquellos casos en que se pueda causar perjuicio a los 
derechos o intereses legítimos de terceros o cuando contra- 
venga lo establecido por una obligación legal. 


Durante el proceso de verificación o rectificación de 
datos personales, el responsable de la base de datos ante 
el requerimiento de terceros por acceder a informes sobre 
los mismos, deberá dejar constancia que dicha información 
se encuentra sometida a revisión. 


Artículo 16.- La rectificación, actualización, elimina- 
ción o supresión de datos personales cuando corresponda, 
se efectuará sin cargo alguno para el interesado. 
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CAPITULO II 


ACCION DE PROTECCION DELOS DATOS 
PERSONALES 


Artículo 17.- El titular de datos personales podrá enta- 
blar la acción de protección de datos personales o habeas 
data, contra todo responsable de una base de datos pública 
Oo privada, en los siguientes supuestos: 


1% cuando quiera conocer sus datos personales que se 
encuentran registrados en una base de datos o simi- 
lar y dicha información no le hubiese sido proporcio- 
nada porel responsable de la base de datos conforme 
se prevé en el artículo 9%; o 


2”) cuando haya solicitado al responsable de la base de 
datos su rectificación, actualización, eliminación o 
supresión y éste no hubiese procedido a ello o dado 
razones suficientes por las que no corresponde lo 
solicitado, en el plazo previsto al efecto en la ley. 


Artículo 18.- La acción de habeas data podrá ser ejer- 
cida por el propio afectado titular de los datos o sus repre- 
sentantes, ya sean tutores o curadores y, en caso de perso- 
nas fallecidas, por sus sucesores universales, en línea 
directa o colateral hasta el segundo grado, por sí o por 
medio de apoderado. 


En el caso de personas jurídicas, la acción deberá ser 
interpuesta por sus representantes legales o los apodera- 
dos designados a tales efectos. 


Artículo 19.- Las acciones que se promuevan por viola- 
ción a los derechos contemplados en la presente ley se 
regirán en lo general por las normas del Código General del 
Proceso y en lo particular por los artículos 6*, 7*, 10, 12 y 13 
y en lo aplicable por los demás artículos de la Ley N*16.011, 
de 19 de diciembre de 1988. 


CAPITULO HI 


ORGANO DE CONTROL 


Artículo 20.- El Ministerio de Economía y Finanzas 
actuará como órgano de control en el tratamiento de datos 
personales comprendidos en esta ley y tendrá como come- 
tido implementar vigilar y asesorar en todas las acciones 
necesarias para el cumplimiento de los objetivos y demás 
disposiciones de la presente ley. 


Dicha función de control será ejercida por el Ministerio 
de Economía y Finanzas asistido de una Comisión Consul- 
tiva integrada por cinco miembros, tres de los cuales serán 
representantes de dicho Ministerio, uno de los cuales la 
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presidirá; un representante de la Cámara Nacional de Co- 
mercio y de Servicios y un representante de la Liga de 
Defensa Comercial. 


La Comisión Consultiva tendrá los siguientes cometi- 
dos: 


1%) Asistir y asesorar a las personas que lo requieran 
acerca de los alcances de la presente ley, asícomo de 
los medios legales de los que disponen para la defen- 
sa de los derechos que ésta garantiza; 


2) Asistir y asesorar preceptivamente al Ministerio de 
Economía y Finanzas en el dictado de reglamentos y 
resoluciones, referentes a las actividades compren- 
didas en esta ley; 


3%) Llevar un registro permanente y actualizado de los 
archivos, registros, bases de datos o similares alcan- 
zados por esta ley; 


4”) Controlar la observancia de las normas sobre la inte- 
gridad, veracidad y seguridad de los datos persona- 
les comprendidos en esta ley y por parte de los 
responsables de las bases de datos; y 


5”) Emitir opinión toda vez que le sea requerida por las 
autoridades competentes, incluyendo solicitudes re- 
lacionadas con el dictado de sanciones administrati- 
vas que correspondan por la violación a las disposi- 
ciones de esta ley, de los reglamentos o de las reso- 
luciones que regulan el tratamiento de datos perso- 
nales comprendidos en esta ley. 


6”) Tener presente, en lo que fuere pertinente, las 
resultancias de las acciones de habeas data. 


Artículo 21.- El Ministerio de Economía y Finanzas 
podrá, en su función de Organo de Control, aplicar las 
siguientes medidas sancionatorias a las firmas de trata- 
miento de datos en caso que se violen las normas de la 
presente ley: 


1% Apercibimiento; 


2%) Multa de hasta doscientas unidades reajustables; 


3) Clausura del archivo, registro o base de datos res- 
pectivo. A tal efecto se faculta al Ministerio de 
Economía y Finanzas a promover ante los órganos 
jurisdiccionales competentes, la clausura, hasta por 
un lapso de seis días hábiles, de las personas o 
empresas que dispongan de archivos, registros o 
bases de datos respecto de los cuales se comprobare 
que infringen o transgreden la presente ley. 


Los hechos constitutivos de la infracción serán docu- 
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mentados de acuerdo a las formalidades legales y la clausu- 
ra deberá decretarse dentro de los tres días siguientes a 
aquél en que la hubiere solicitado el Ministerio de Economía 
y Finanzas, el cual quedará habilitado a disponer por sí la 
clausura si el Juez no se pronunciare dentro de dicho 
término. 


En este último caso, si el Juez denegare posteriormente 
la clausura, ésta deberá levantarse de inmediato por el 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


Los recursos que se interpongan contra la resolución 
judicial que hiciere lugar a la clausura, no tendrá efecto 
suspensivo. 


Para hacer cumplir dicha resolución, el Ministerio de 
Economía y Finanzas podrá requerir el auxilio de la fuerza 
pública. 


La competencia de los Jueces actuantes se determina- 
rá por las normas de la Ley Orgánica de la Judicatura, 
N* 15.750, de 24 de junio de 19853. 


TITULO HI 


DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 


Artículo 22.- Las normas de la presente ley no son 
aplicables a los registros públicos y similares que han sido 
creados y regulados por normas legales, a los cuales remi- 
tirán los interesados. 


Artículo 23.- Los responsables de los registros, archi- 
vos, bases de datos o similares existentes, contarán con un 
plazo de noventa días a partir de la promulgación de esta ley 
para cumplir con la normativa de la misma e inscribirse en el 
registro respectivo. 


Artículo 24.- Los responsables de una base de datos o 
similar, dispondrán de un plazo de noventa días a partir de 
la entrada en vigencia de esta ley para actualizar sus regis- 
tros de acuerdo con lo dispuesto en la misma. Deberán 
además, implementar un mecanismo informático mediante el 
cual, una vez transcurridos los plazos precedentemente 
señalados, los datos caducos sean eliminados. 


En el mismo plazo, los acreedores por obligaciones que 
fueron registradas por impagas incorporadas al registro, 
archivo o base de datos desde hace más de cinco años, 
podrán solicitar su actualización. 


Artículo 25.- Los acreedores por obligaciones incumpli- 
das, que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se 
encuentren canceladas y no lo hayan comunicado al res- 
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ponsable de la base de datos, contarán con un plazo de diez 
días hábiles para hacerlo y éste de tres días para hacerlo 
efectivo. 


Artículo 26.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la 
presente ley dentro de los ciento ochenta días de su 
promulgación. 


Sala de la Comisión, el 13 de abril de 2004. 


Alberto Brause, Miembro Informante; 
Ruben Correa Freitas, Francisco 
Gallinal, Guillermo García Costa, José 
Korzeniak, Jorge Larrañaga, Pablo 
Millor, Manuel Núñez, Enrique Rubio, 
Senadores. 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de 
Constitución y Legislación 


INFORME 


Al Senado: 


El proyecto de ley que se somete a la consideración del 
Senado persigue como objetivos centrales la protección de 
datos personales para informes de índole comercial y, ade- 
más, reglamentar el derecho a la información a través del 
instituto de habeas data. 


El objetivo de la protección de datos personales se 
inscribe dentro de la cuestión del derecho a la intimidad de 
las personas en atención al riesgo que implica la organiza- 
ción de bancos de datos personales y la potencialidad del 
entrecruzamiento de información contenida en ellos. A 
partir de esarealidad, la libertad informática aparece como 
un nuevo derecho de autotutela de la propia identidad 
informática, osea, el derecho de controlar (conocer, corre- 
gir, quitar o agregar) los datos personales inscriptos en un 
programa electrónico. Se trata de una “nueva fisonomía” 
del derecho a la intimidad conforme se expresa el Informe 
elevado el 6 de agosto de 2003 por el Director del Instituto 
de Derecho Informático de la Universidad de la República, 
Profesor doctor Carlos Delpiazzo, al señor Decano de la 
Facultad de Derecho, doctor Alejandro Abal Oliú, copia del 
cual se encuentra agregada en los antecedentes de la Comi- 
sión de Constitución y Legislación. 


El derecho a la intimidad como uno de los derechos 
fundamentales de la personalidad humana es, pues, uno de 
los objetivos primordiales que se procura proteger. Es lo 
que un sector de la doctrina conoce como “derecho a la 
protección de datos” para designar el derecho cuyo objeto 
es la protección de una parte sustancial del derecho a la 
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intimidad (conforme doctores Carlos Delpiazzo, Alvaro Eirin 
y Pedro Montano en “Introducción a la Informática Jurídica 
y al Derecho Informático”, A.M.F. Montevideo, 1984, pági- 
nas 105 y siguientes, citado en el Informe indicado en el 
parágrafo anterior). Cabe aclarar que si bien el proyecto de 
ley a consideración del Senado observa una limitación en 
tanto refiere ala protección de datos personales de carácter 
comercial, persigue idéntico propósito de protección de 
una parte sustancial del derecho a la intimidad. 


La protección de datos personales ha sido objeto de 
consideración especial en encuentros iberoamericanos, 
mereciendo especial destaque el celebrado el 6 de junio de 
2003 en La Antigua, Guatemala, impulsado por la Agencia 
Española de Protección de Datos, con el Apoyo de la 
Agencia Española de Cooperación Internacional y la Fun- 
dación Internacional y para Iberoamérica de Administra- 
ción y Políticas Públicas (FUAPP) y con participantes pro- 
venientes de Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, El Salva- 
dor, España, Guatemala, México, Nicaragua, Perú, Portugal 
y Uruguay. 


En ese II Encuentro Iberoamericano de Protección de 
Datos Personales se aprobó lo que se denominó “Declara- 
ción de La Antigua” en el que los participantes manifiestan 
que (textual): 


19. Valoran el creciente interés, preocupación y compro- 
miso que en el ámbito de los Países Iberoamericanos se ha 
puesto de manifiesto en relación con la protección de datos 
personales. 


2”. Reiteran la consideración de la protección de datos 
personales como un auténtico derecho fundamental de las 
personas, sobre todo en orden al respecto a su intimidad y 
de su facultad de control y disposición sobre los mismos. 


3”. Declaran asimismo que el tratamiento de datos perso- 
nales puede impulsar el desarrollo de los Países Iberoame- 
ricanos, en el marco de la Sociedad de la Información y para 
la consecución de sus legítimos fines por parte de los 
sectores público y privado, reconociendo los grandes be- 
neficios que las nuevas tecnologías de información y las 
comunicaciones, y especialmente Internet, puedan supo- 
ner para el desarrollo social y económico de los países. 


4”. No obstante, ponen de manifiesto que, pese a los 
avances que en la protección de datos se han experimenta- 
do en Iberoamérica, continúan produciéndose situaciones 
que impiden o dificultan efectivo de tal derecho. 


5”. Constatan la necesidad de impulsar la adopción de 
medidas que garanticen un elevado nivel de protección de 
datos, así como la idoneidad de contar con marcos norma- 
tivos nacionales que, inspirados en tradiciones jurídicas 
comunes, en el respeto a los derechos fundamentales y en 
los intereses de sus respectivos países, garanticen una 
protección adecuada en todos los Países Iberoamericanos. 
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Tales marcos normativos deberían tomar en consideración 
los principios esenciales de protección de datos reconoci- 
dos en los instrumentos internacionales. En este sentido, 
consideran muy positivas las iniciativas regulatorias que se 
han puesto en marcha en diversos Países Iberoamericanos. 


6”. Resaltan la importancia de potenciar las iniciativas de 
intercambio de experiencias entre los Países Iberoamerica- 
nos, estableciendo canales permanentes de diálogo y cola- 
boración en materia de protección de datos. 


7”. Con este fin, y al objeto de reforzar la mutua y 
continua colaboración entre ellos, avanzando en base al 
Foro Permanente creado con ocasión del Primer Encuentro, 
se constituyen en la Red Iberoamericana de Protección de 
Datos (en adelante, la Red), abierta a la incorporación de 
representantes de todos los Países Iberoamericanos. 


Los Miembros de la Red otorgan un papel esencial a la 
difusión de información y a la colaboración permanente 
entre todos ellos, así como al tratamiento común de los 
problemas que vayan surgiendo, con ánimo de buscar y en 
su caso sugerir soluciones armonizadas, y al apoyo de 
iniciativas de sus miembros para difundir y desarrollar la 
cultura de protección de datos personales en los Países 
Iberoamericanos en un contexto democrático. 


La Red promoverá la edición y publicación de documen- 
tos de trabajo y de las obras que permitan difundir y dar a 
conocer los resultados obtenidos en el desarrollo de sus 
actividades. 


Las labores de coordinación de la Red serán asumidas 
por una Presidencia y por la Secretaría permanente ya 
creada con ocasión del Primer Encuentro. La Agencia Espa- 
ñola de Protección de Datos asumirá dichas funciones 
hasta la celebración del próximo Encuentro, en el que se 
adoptará una decisión definitiva al respecto. 


8”. Son conscientes de que el derecho a la protección de 
datos personales fortalece el Estado de Derecho y ayuda a 
reforzar la democracia en los Países Iberoamericanos, así 
como su prestigio y credibilidad en un mundo globalizado. 
A tal fin, y en el marco legal e institucional de sus respec- 
tivos países, realizarán, dentro de sus respectivas compe- 
tencias, los esfuerzos necesarios para que la protección de 
datos personales sea impulsada en el seno de la Conferen- 
cia Iberoamericana, en la certeza de que así se promoverá la 
-difusión y concienciación de tan importante derecho fun- 
damental. 


9”. Manifiestan su intención de informar a las autorida- 
des públicas competentes y dar a conocer al sector privado 
de sus países, el contenido de la presente Declaración (fin 
de cita textual). 


La Declaración de La Antigua cobra especial destaque 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-249 


y relevancia -de ahí la importancia de citarla en su totalidad- 
desde que es recogida por la XIII Cumbre Iberoamericana de 
Jefes de Estado y de Gobierno celebrada el 14 y 15 de 
noviembre de 2003 en la denominada Declaración de Santa 
Cruz de la Sierra cuyo numeral 45 expresa textual: 


“45 Asimismo somos conscientes de que la protección 
de datos personales es un derecho fundamental de las 
personas y destacamos la importancia de las iniciativas 
regulatorias iberoamericanas para proteger la privacidad de 
los ciudadanos contenidas en la Declaración de La Antigua 
por la que se crea la Red Iberoamericana de Protección de 
Datos, abierta a todos los países de nuestra Comunidad (fin 
de cita)”. 


En el ámbito del MERCOSUR, la cuestión no sólo ha 
recibido acogimiento constitucional en Argentina, Brasil y 
Paraguay sino que los dos países citados en primer término 
han dictado leyes en la materia, siendo Argentina el único 
país del continente al cual la Comisión de la Unión Europea, 
por reciente decisión de 20 de junio de 2003 ha reconocido 
que “garantiza un nivel adecuado de protección por lo que 
respecta a los datos personales transferidos desde la Co- 
munidad” (cita extraídas del Informe del Director del Insti- 
tuto de Derecho Informático de la Universidad de la Repú- 
blica, doctor Carlos Delpiazzo, al Decano de la Facultad de 
Derecho, doctor Alejandro Abal Oliú). 


Contribuye con ese objetivo de protección de datos 
personales de índole comercial el propósito de garantizar 
una mayor transparencia de la economía y la de los actores 
dadores y receptores de crédito, instrumento y palanca 
esencial para lograr un genuino desarrollo. En tiempos de 
dificultades económicas es en laexpansión y en la democra- 
tización del crédito a partir de la información crediticia, que 
se podrá distinguir a los deudores de acuerdo con el grado 
de cumplimiento de sus obligaciones comerciales. La obje- 
tividad y la transparencia de la información comercial bene- 
ficiará tanto al país como a sus habitantes. La historia y el 
derecho comparado en países como Argentina, España, 
Chile y Estados Unidos de América por mencionar algunos, 
así lo confirma. En efecto, en la actualidad la información 
comercial en esos países hace posible que muchos solici- 
tantes de crédito por el sólo hecho de cumplir con sus 
obligaciones de pago puedan acceder al mismo únicamente 
con la presentación de su cédula de identidad y un certifi- 
cado de ingresos, tengan o no bienes que respalden su 
patrimonio. 


En otras palabras, la historia de buen cumplimiento de 
sus obligaciones de pago se transforma en un bien que 
enriquece el patrimonio de los habitantes del país. 


Legislar sobre la objetividad, transparencia y calidad de 
la información significa, pues, facilitar y democratizar el 
acceso al crédito. El propósito principal es de interés públi- 
co en tanto promueve la protección del derecho a la intimi- 
dad, la transparencia del mercado crediticio, la protección 
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del crédito y facilitar su desarrollo reduciendo su costo con 
menores tasas de interés y contribuyendo indirectamente a 
combatir la usura. Se garantiza, además, la objetividad de la 
información, la transparencia de las fuentes, la consistencia 
y el buen uso de la información. 


A la protección de datos personales para informes de 
índole comercial se suma, además, la reglamentación legal 
del derecho a la información (habeas data). La expresión 
“habeas data” refiere a un nuevo cauce procesal para 
salvaguardar la libertad de la persona en la esfera informá- 
tica que cumple una función paralela, en el seno de los 
derechos humanos de la tercera generación, en la que los de 
primera generación correspondió al habeas corpus respec- 
to de la libertad física o de movimientos de la persona 
(conforme Antonio Pérez Luño en “Del Habeas Corpus al 
Habeas Data” citado en el informe elevado por el Profesor 
doctor Carlos Delpiazzo el 6 de agosto de 2003 al Decano de 
la Facultad de Derecho, doctor Alejandro Abal Oliú). 


En las normas que se proyectan se garantiza a cada 
persona física o jurídica el derecho al acceso, esto es, el 
derecho de cada ciudadano a disponer del conocimiento 
absoluto de los datos registrados sobre su persona, infor- 
mación que debe suministrarse en forma clara, integral y 
acompañada en un lenguaje accesible y sencillo. La sanción 
de estas normas sobre habeas data significaría un avance 
legislativo en la materia por cuanto Uruguay carece de un 
ordenamiento explícito. La doctrina ha entendido, sin em- 
bargo, que el instituto existe fundándolo en que en un 
Estado de Derecho todas las personas u organismos están 
sometidos al Derecho cuya expresión superior es la Cons- 
titución. Y la Carta Magna ha incorporado tácitamente 
todos los derechos aún aquellos no enumerados, que son 
inherentes a la personalidad humana o se derivan de la 
forma republicana de Gobierno (Artículo 72 de la Constitu- 
ción de la República). 


La información registrada debe conservarse en la máxi- 
ma confidencialidad a fin de asegurar su adecuada protec- 
ción. Con el agregado no menor de limitar la permanencia de 
cada dato en el registro, conocido como el derecho al 
olvido. 


En suma, pues, el proyecto de ley procura avanzar en 
línea con aquellas países que han alcanzado un desarrollo 
mayor en materia de protección de datos personales para 
informes de índole comercial y del derecho a la informa- 
ción de las personas. Más aún, en un plano general del 
interés público, el Proyecto de Ley servirá como una for- 
ma de contribuir a la prevención del delito económico en 
tanto que como instrumento informativo será una herra- 
mienta de utilidad para las autoridades de gobierno y tam- 
bién para la administración de Justicia en todo lo que 
concierne con la prevención del delito económico y el 
fraude comercial. 


En el plano jurídico con la sanción del presente proyecto 
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de ley, Uruguay incorporaría normas universalmente acep- 
tadas por organismos internacionales de los que forma 
parte en donde se consagra expresamente el derecho a la 
libertad de expresión, derecho comprensivo de la libertad de 
recibir y difundir informaciones. En ese entendido se debe 
interpretar al Pacto de San José de Costa Rica que consagra 
el compromiso de los Estados Parte de crear un sistema legal 
que garantice adecuadamente estos derechos (la Ley 
N* 15.737 de 8 de marzo de 1985 ratificó el Pacto de San José 
de Costa Rica). 


En su análisis particular el proyecto de ley procura 
alcanzar sus objetivos ordeándolos en tres Títulos con sus 
correspondientes Capítulos. 


El Título I contiene tres Capítulos, el primero de los 
cuales se denomina “Protección de Datos Personales de 
Informes Comerciales”, establece el objetivo preciso que 
pretende regular el registro, almacenamiento, distribución, 
transmisión, modificación, eliminación, duración y, en ge- 
neral, el tratamiento de datos personales asentados en 
archivos, registros, bases de datos u otros medios similares 
autorizados, sean éstos públicos o privados, destinados a 
brindar informes objetivos de carácter general. 


Se consagra, además, las excepciones no comprendidas 
en la ley por carecer del carácter de información comercial, 
como ser las que se originan en la libertad de emitir opinión 
y de informar así como los datos sensibles sobre la privacidad 
de las personas. 


El Capítulo II sobre “Principios Generales” consagra el 
alcance del tratamiento de datos personales, el que deberá 
ver realizado con respeto de los derechos individuales. 
Dispone, asimismo, que el registro de los datos personales 
que no requieren previo consentimiento así como también 
que los datos recogidos deben ser veraces, adecuados, 
ecuánimes y no excesivos en relación con la finalidad 
procurada. Queda prohibida, en consecuencia, la recolec- 
ción de datos por medios desleales, fraudulentos, abusivos, 
extorsivos o en forma contraria a la ley. 


En forma explícita se consagra, asimismo, la obligación 
de confidencialidad a quienes intervengan en el tratamiento 
de datos personales, obligación que subsiste aún después 
de finalizada la relación con el titular del archivo. 


El Capítulo III “Del Tratamiento de Datos Personales 
Relativos a Obligaciones de Carácter Comercial” autoriza el 
tratamiento de los datos personales relativos al cumpli- 
miento o incumplimiento de carácter comercial o crediticio, 
el término en que podrán permanecer registrados desde su 
incorporación y el procedimiento a seguir por el registrante 
y el interesado. 


Especial significación se confiere al término en que 
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pueden estar registrados los datos personales, consagran- 
do la norma proyectada el plazo de cinco años contados 
desde suincorporación pudiendo, en caso de permanecer el 
incumplimiento, renovarse por única vez por cinco años 
adicionales. 


El Título ll está integrado por tres Capítulos, el primero 
de los cuales denominado “Habeas Data”, consagra el 
derecho a toda persona a promover una acción efectiva para 
tomar conocimiento de los datos referidos a su persona que 
consten en registros o bancos de datos públicos o priva- 
dos. 


Asimismo, cualquier persona podrá requerir al organis- 
mo de control información relativa a la existencia y dominio 
de archivos. A tales efectos habrá un registro actualizado 
de consulta pública y gratuita. 


De constatarse error o falsedad en la información sobre 
la persona, se consagra el derecho de solicitar la rectifi- 
cación, actualización y la eliminación o supresión de los 
datos personales incluidos en una base de datos o simila- 
res. De corresponder la rectificación, actualización o supre- 
sión de datos personales, se efectuará sin cargo para el 
interesado. 


El Capítulo II denominado “Acción de Protección de los 
Datos Personales” consagra el derecho al titular de datos 
personales de promover la acción de “habeas data”. Las 
acciones que se promuevan se regirán en general por las 
normas del Código General del Proceso y en particular por 
los artículos 6%, 7%, 10, 12 y 13 y en lo aplicable por los 
demás artículos de la Ley N” 16.011 de 19 de diciembre de 
1988. 


El Capítulo III instituye el “Organo de Control” en el 
Ministerio de Economía y Finanzas, dispone sus cometidos 
y, asimismo, crea una Comisión Consultiva que actuará en 
la órbita de dicho Ministerio, de composición mixta inte- 
grada por cinco miembros, tres de los cuales represen- 
tarán al Ministerio, uno de los cuales lo presidirá, un re- 
presentante de la Cámara Nacional de Comercio y de Ser- 
vicios y un representante de la Liga de Defensa Comer- 
cial. 


Se faculta al Ministerio de Economía y Finanzas a aplicar 
sanciones en caso de configurarse infracciones, que con- 
sisten en el apercibimiento, multa de hasta doscientas uni- 
dades reajustables y a clausura del archivo, registro o base 
de datos respectivo. En caso de la clausura en tanto limita- 
ción del derecho a la libertad de comercio, se faculta al 
Ministerio de Economía y Finanzas a promoverla ante los 
órganos jurisdiccionales mediante un proceso sumario si- 
milar al conferido por la ley a la Dirección General Impositiva 
en materia tributaria (artículo 69 de la Ley N* 16.134, de 24 
de setiembre de 1990 y artículo 647 de la Ley N* 16.170, de 
28 de diciembre de 1990). 
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El Título III sobre “Disposiciones Finales y Transito- 
rias” establece que las normas del presente Proyecto de Ley 
no son aplicables a los registros públicos y similares que 
han sido creados y regulados por leyes. Consagra, asimis- 
mo, la obligación a los responsables de los registros, archi- 
vos, bases de datos o similares existentes de cumplir con las 
normas de la ley en un plazo de noventa días de su 
promulgación. Finalmente, el Poder Ejecutivo debe regla- 
mentar la ley dentro de los ciento ochenta días de su 
promulgación. 


La Comisión de Constitución y Legislación entendió del 
caso conocer la opinión de aquellas personas que por 
razones diversas, tanto académicas como por la de ser 
protagonistas de la realidad práctica en la materia, podían 
ilustrar con sus conocimientos y con su experiencia la 
iniciativa en consideración. En esa línea de actuación se 
recibió al Director del Instituto de Derecho Informático de 
la Universidad de la República, Profesor doctor Carlos 
Delpiazzo, quien se manifestó a favor de la iniciativa con- 
tribuyendo con valiosas sugerencias recogidas en el pro- 
yecto de ley. 


Se recibió, asimismo, a los representantes de la Liga 
de Defensa Comercial y del Clearing de Informes, quienes 
en líneas generales también se pronunciaron favorablemen- 
te. 


La Comisión de Constitución y Legislación por iniciati- 
va de su Presidente, el Senador Guillermo García Costa, 
nombró Subcomisiones para considerar los distintos pro- 
yectos de ley a estudio, recayendo el análisis de este 
proyecto de ley en los Senadores Guillermo García Costa, 
Enrique Rubio y quien suscribe como informante. Esta 
Subcomisión se abocó al estudio en base a un cuadro 
comparativo conteniendo el proyecto de ley original y en 
paralelo las modificaciones introducidas por el Senador 
García Costa, por la Liga de Defensa Comercial y por el 
Profesor doctor Carlos Delpiazzo. Se trabajó en base al 
proyecto de ley con las modificaciones introducidas por el 
Senador García Costa incorporándole las variantes que se 
entendió del caso. La Subcomisión culminó el estudio y 
redacción del proyecto de ley que, sometido a la conside- 
ración de la Comisión de Constitución y Legislación, lo 
aprobó por unanimidad de presentes. 


Sala de la Comisión, el 13 de abril de 2004. 


Alberto Brause, Miembro Informante; 
Ruben Correa Freitas, Francisco 
Gallinal, Guillermo García Costa, José 
Korzeniak, Jorge Larrañaga, Pablo 
Millor, Manuel Núñez, Enrique Rubio, 
Senadores. 
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PROYECTO DELEY CON EXPOSICION DEMOTIVOS 
PRESENTADO POR LOS SEÑORES SENADORES 
ALBERTO BRAUSE Y LUIS ALBERTO HEBER 


PROYECTO DELEY 


PROTECCION DEDATOS PERSONALES PARA 
INFORMES COMERCIALES 


CAPITULOI 


DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1”.- La presente ley, tiene por objeto regular el 
registro, almacenamiento, distribución, transmisión, modi- 
ficación, eliminación, duración, y en general, el trtamiento 
de datos personales asentados en archivos, registros, ba- 
ses de datos, u otros medios de tratamiento de los mismos, 
sean éstos públicos o privados, destinados a brindar infor- 
mes objetivos de carácter comercial. 


También se aplicarán sus disposiciones, en cuanto re- 
sulten pertinentes, a los datos sobre personas jurídicas. 


Artículo 2”.- Se exceptúan de esta ley, el tratamiento de 
datos que no sean de carácter comercial como lo son, por 
ejemplo: (1) datos de carácter personal que se originen en el 
ejercicio de las libertades de emitir opinión, y de informar, 
así como los relativos a encuestas, estudios de mercado o 
semejantes, los que se regularán por las leyes especiales 
que al efecto se dicten; y (11) datos sensibles sobre la 
privacidad de las personas, entendiéndose por éstos, aque- 
llos datos referentes al origen racial y étnico de las perso- 
nas, así como sus preferencias políticas, convicciones re- 
ligiosas, filosóficas o morales, afiliación sindical o informa- 
ción referente a su salud física o a su sexualidad y toda otra 
zona reservada. Para el tratamiento de datos que no sean de 
carácter comercial se requerirá expresa y previa conformi- 
dad de los titulares, luego de informados del fin y alcance 
del registro en cuestión. 


CAPITULO II 


PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 3”.- La actividad de tratamiento de datos per- 
sonales por parte de personas físicas o jurídicas con el 
alcance previsto en esta ley, será lícita siempre que se haga 
conforme a la misma y al ordenamiento jurídico. En todo 
caso se deberá respetar el pleno ejercicio de los derechos 
fundamentales de los titulares de los datos y de las facul- 
tades que esta ley les reconoce. 
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Artículo 4”.- No requiere previo consentimiento el regis- 
tro y posterior tratamiento de datos personales cuando: 


a) Los datos provengan de fuentes públicas de infor- 
mación, tales como registros, archivos, o publicacio- 
nes en medios masivos de comunicación; 


b) Sean recabados para el ejercicio de funciones o co- 
metidos propios de los poderes del Estado o en 
virtud de una obligación legal, 


c) Se trate de listados cuyos datos se limiten a nombres 
y apellidos, documento de identidad o registro único 
de contribuyente, nacionalidad, estado civil, nombre 
del cónyuge, régimen patrimonial del matrimonio, 
fecha de nacimiento, domicilio y teléfono, ocupación 
o profesión y domicilio; 


d) Deriven de una relación contractual del titular de los 
datos y sean necesarios para su desarrollo y cumpli- 
miento; y 


e) Serealice por personas jurídicas privadas o públicas, 
para su uso exclusivo o el de sus asociados o usua- 
rios. 


Artículo 5”.- Los datos recogidos a los efectos de su 
tratamiento, deben ser veraces, adecuados, ecuánimes y no 
excesivos en relación con la finalidad para la cual se hubieren 
obtenido. 


Estará prohibida la recolección de los mismos por me- 
dios desleales, fraudulentos, abusivos, extorsivos o en 
forma contraria a esta ley. 


Los datos que sean total o parcialmente inexactos o 
incompletos, deben ser suprimidos, sustituidos o comple- 
tados por datos veraces y actualizados por el responsable 
del registro, cuando conociere dicha circunstancia. Asimis- 
mo, deberán ser eliminados aquellos datos que hayan cadu- 
cado conforme lo previsto en el inciso 2 del Artículo 13. 


Artículo 6”.- Aquellas personas físicas o jurídicas que 
obtengan información proveniente de una base de datos 
están obligados a utilizarla en forma reservada y exclusiva- 
mente para las operaciones habituales de su giro, estando 
prohibida toda difusión de la misma a terceros. 


Artículo 7”.- Las personas que por su situación laboral 
u otra forma de relación con el responsable de un archivo, 
registro o base de datos, intervengan en cualquier fase del 
tratamiento de datos personales, están obligados a guardar 
estricto secreto profesional sobre los mismos cuando ha- 
yan sido recogidos de fuentes no accesibles al público, 
salvo los casos de orden de la Justicia competente, de 
acuerdo con las normas vigentes en esta materia o consen- 
timiento del titular. 
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Esta obligación subsistirá aun después de finalizada la 
relación con el titular del archivo, registro o base de datos. 


CAPITULO HI 


DE LOS DERECHOS DE LOS TITULARES DE DATOS 


Artículo 8”.- Cualquier persona podrá requerir al orga- 
nismo de control, información relativa a la existencia de 
archivos, registros o bases de datos personales, sus fina- 
lidades y la identificación de sus responsables. A tal efecto 
habrá un registro de consulta pública y gratuita. 


Artículo 9*.- Todo titular de datos personales que pre- 
viamente acredite su identificación con el documento de 
identidad respectivo, tendrá derecho a obtener toda la 
información que sobre el mismo se halle en bases de datos 
públicas o privadas. Este derecho de acceso sólo podrá ser 
ejercido en forma gratuita a intervalos no inferiores a seis 
meses, salvo que se acredite un interés legítimo de acuerdo 
con el ordenamiento jurídico. 


Cuando se trate de datos de personas fallecidas, el 
ejercicio del derecho al cual refiere este artículo, correspon- 
derá a sus sucesores universales, cuyo carácter se acredi- 
tará por la sentencia de declaratoria de herederos. 


La información solicitada debe ser proporcionada den- 
tro de los treinta días de haber sido solicitada. Vencido el 
plazo sin que el pedido sea satisfecho, o si fuera denegado 
por razones no justificadas de acuerdo con esta ley, queda- 
rá habilitada la acción de habeas data prevista en esta ley. 


Artículo 10.- Toda persona tendrá derecho, en caso de 
corresponder, por haberse constatato error o falsedad en la 
información de la que es titular, a solicitar la rectificación, 
actualización y la eliminación o supresión de los datos 
personales de los que sea titular que estén incluidos en una 
base de datos. 


El responsable de la base de datos deberá proceder a 
realizarla rectificación, actualización, eliminación o supre- 
sión, mediante las operaciones necesarias a tal fin en un 
plazo máximo de veinte días hábiles de recibida la solicitud 
por el titular del dato o informar de las razones por las que 
no corresponde. 


El incumplimiento de esta obligación por parte del res- 
ponsable de la base de datos, habilitará al interesado a 
promover la acción de habeas data prevista en esta ley. 


No procede la eliminación o supresión de datos perso- 
nales en aquellos casos en que se pueda causar perjuicio a 
los derechos o intereses legítimos de terceros o cuando 
contravenga lo establecido por una obligación legal. 
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Durante el proceso de verificación o rectificación de 
datos personales, el responsable de la base de datos ante 
el requerimiento de terceros por acceder ainformes sobre la 
misma, deberá dejar constancia de que dicha información se 
encuentra sometida a revisión. 


Artículo 11.- La rectificación, actualización, elimina- 
ción o supresión de datos personales, cuando corresponda, 
se efectuará sin cargo alguno para el interesado. 


CAPITULO IV 


DEL TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES 
RELATIVOS A OBLIGACIONES DE CARACTER 
COMERCIAL 


Artículo 12.- Queda expresamente autorizado el trata- 
miento de datos personales relativos al cumplimiento o 
incumplimiento de obligaciones de carácter comercial o 
crediticia, que permitan evaluar la concertación de nego- 
cios en general, la conducta comercial o la capacidad de 
pago del titular de los datos, en aquellos casos en que los 
mismos sean obtenidos de fuentes de acceso público o 
procedentes de informaciones facilitadas por el acreedor. 


Artículo 13.- Los datos personales relativos a obliga- 
ciones de carácter comercial sólo podrán estar registrados 
por un plazo de cinco años contados desde su incorpora- 
ción. En caso de que al vencimiento de dicho plazo la 
obligación permanezca incumplida, el acreedor podrá soli- 
citar al titular de la base de datos, por única vez, su nuevo 
registro por otros cinco años. Este nuevo registro deberá 
ser solicitado en el plazo de treinta días anteriores al ven- 
cimiento original. 


Las obligaciones canceladas o extinguidas por cual- 
quier medio, permanecerán registradas, con expresa men- 
ción de este hecho, por un plazo máximo de cinco años a 
contar de la fecha de la cancelación o extinción. 


Artículo 14.- Los responsables de la base de datos se 
limitarán a realizar el tratamiento objetivo de la información 
registrada tal cual ésta le fuera suministrada, debiendo 
abstenerse de efectuar valoraciones subjetivas sobre la 
misma. 


Artículo 15.- Cuando se haga efectiva la cancelación de 
cualquier obligación incumplida registrada en una base de 
datos, el acreedor deberá en un plazo máximo de diez días 
hábiles, de conocido el hecho, comunicar dicho hecho al 
responsable de la base de datos correspondiente. 


Una vez recibida la comunicación por el responsable, 
éste dispondrá de un plazo máximo de diez días hábiles para 
proceder a la actualización del dato, asentando su nueva 
situación. 
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CAPITULO V 


ACCION DE PROTECCION DELOS DATOS 
PERSONALES O HABEAS DATA 


Artículo 16.- El titular de datos personales podrá enta- 
blar la acción de protección de datos personales o habeas 
data, contra todo responsable de una base de datos pública 
Oo privada, en los siguientes supuestos: 


1% cuando quiera conocer sus datos personales que se 
encuentran registrados en una base de datos, y dicha 
información no le hubiese sido proporcionada por el 
responsable de la base de datos conforme se prevé en 
el Artículo 9%; o 


2%) cuando haya solicitado al responsable de la base de 
datos su rectificación, actualización, eliminación o 
supresión y éste no hubiese procedido a la rectifica- 
ción, actualización, eliminación, o supresión, o no 
hubiese dado razones por lo que no corresponde lo 
solicitado, en el plazo previsto al efecto en el Artículo 
10 de esta ley. 


Artículo 17.- La acción de habeas data podrá ser ejerci- 
da por el propio afectado titular de los datos o sus represen- 
tantes, ya sean tutores o curadores, y en caso de personas 
fallecidas, por sus sucesores, en línea directa o colateral 
hasta el segundo grado, por sí o por medio de apoderado. 


En el caso de personas jurídicas, la acción deberá ser 
interpuesta por sus representantes legales, o los apodera- 
dos designados a tales efectos. 


Artículo 18.- Las acciones que se promuevan por viola- 
ción a los derechos contemplados en la presente ley se 
regirán en general por las normas del Código General del 
Proceso, y en particular por Artículos 6%, 7%, 10, 12 y 13 de 
la Ley N” 16.011, del 19 de diciembre de 1988. 


CAPITULO VI 


ORGANO DE CONTROL 


Artículo 19.- El Ministerio de Economía y Finanzas 
actuará como órgano de control en el tratamiento de datos 
personales comprendidos en esta ley y tendrá como come- 
tido vigilar y asesorar en todas las acciones necesarias para 
el cumplimiento de los objetivos y demás disposiciones de 
la presente ley. 


Dicha función de control será ejercida por el Ministerio 
de Economía y Finanzas asistido de una Comisión Consul- 
tiva integrada por representantes de dicho Ministerio, uno 
de los cuales la presidirá, y un representante de la Cámara 
Nacional de Comercio. 
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La Comisión Consultiva tendrá los siguientes cometi- 
dos: 


1%) Asistir y asesorar a las personas que lo requieran 
acerca de los alcances de la presente, asícomo de los 
medios legales de los que disponen para la defensa 
de los derechos que ésta garantiza; 


2) Asistir y asesorar preceptivamente al Ministerio de 
Economía y Finanzas en el dictado de reglamentos y 
resoluciones, referentes a las actividades compren- 
didas en esta ley; 


3%) Realizar un censo de los archivos, registros o bases 
de datos alcanzados por esta norma, llevando un 
registro permanente de los mismos; 


4”) Controlar la observancia de las normas sobre la inte- 
gridad, veracidad y seguridad de los datos persona- 
les comprendidos en esta ley por parte de los respon- 
sables de las bases de datos; y 


5”) Emitir opinión toda vez que le sea requerida por las 
autoridades competentes, incluyendo solicitudes re- 
lacionadas con el dictado de sanciones administrati- 
vas que correspondan por la violación a las disposi- 
ciones de esta ley, de los reglamentos o de las reso- 
luciones que regulan el tratamiento de datos perso- 
nales comprendidos en esta ley. 


Artículo 20.- El Ministerio de Economía y Finanzas 
podrá, en su función de Organo de Control, aplicar las 
siguientes medidas sancionatorias: 


1% Apercibimiento; 
2%) Multa, de hasta doscientas unidades reajustables; 


3”) Suspensión total o parcial de actividades con fija- 
ción expresa de plazo; y 


4”) Clausura o cierre del archivo, registro o base de datos 
respectivo. 


CAPITULO VU 


DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 


Artículo 21.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la 
presente ley dentro de los ciento ochenta días de su 
promulgación. 


Artículo 22.- Los responsables de los registros, archi- 
vos O bases de datos existentes, contarán con un plazo de 
noventa días a partir de la promulgación de esta ley para 
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cumplir con la normativa de la misma e inscribirse en el 
registro respectivo. 


Artículo 23.- Los responsables de una base de datos, 
dispondrán de un plazo de noventa días a partir de la 
entrada en vigencia de esta ley para actualizar sus registros 
de acuerdo con lo dispuesto en el Capítulo IV. Deberán 
además, implementar un mecanismo informático mediante el 
cual, una vez transcurridos los plazos precedentemente 
señalados, los datos caducos sean eliminados. 


En el mismo plazo, los acreedores por obligaciones 
impagas incorporadas al registro, archivo o base de datos 
desde hace más de cinco años, podrán solicitar su autoriza- 
ción. 


Artículo 24.- Los acreedores por obligaciones incumpli- 
das, que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se 
encuentren canceladas y no lo hayan comunicado al res- 
ponsable de la base de datos, contarán con un plazo de 10 
días para hacerlo. 


Alberto Brause, Luis Alberto Heber, Se- 
nadores. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El Proyecto de Ley que se somete a vuestra considera- 
ción persigue como objetivos centrales la protección de 
datos personales para informes de índole comercial y, ade- 
más, reglamentar el derecho a la información a través del 
instituto de “habeas data”. 


Se considera que dichos objetivos son pilares sustan- 
ciales para garantizar una mayor transparencia de laecono- 
mía y la de los actores dadores y receptores del crédito, 
instrumento y palanca esencial para lograr un genuino 
desarrollo. En momentos de dificultades económicas como 
los que atraviesa el país, es en la expansión y en la demo- 
cratización del crédito a partir de la información crediticia, 
que se podrá distinguir a los deudores de acuerdo con el 
grado de cumplimiento de sus obligaciones comerciales. La 
objetividad y la transparencia de la información comercial 
beneficiará tanto al país como a sus habitantes. La historia 
y el derecho comparado en países como Argentina, España, 
Chile y Estados Unidos de América por mencionar algunos, 
así lo confirma. En efecto, en la actualidad la información 
comercial en esos países hace posible que muchos solici- 
tantes de crédito por el solo hecho de cumplir con sus 
obligaciones de pago puedan acceder al mismo únicamente 
con la presentación de su cédula de identidad y un certifi- 
cado de ingresos, tengan o no bienes que respalden su 
patrimonio. 


En otras palabras, la historia de buen cumplimiento de 
sus obligaciones de pago se transforma en un bien que 
enriquece el patrimonio de los habitantes del país. 
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Legislar sobre la objetividad, transparencia y calidad de 
la información significa, pues, facilitar y democratizar el 
acceso al crédito. El propósito principal es de interés públi- 
co en tanto promueve la transparencia del mercado crediti- 
cio, procura proteger el crédito y facilitar su desarrollo 
reduciendo su costo con menores tasas de interés y contri- 
buyendo indirectamente a combatir la usura. Respeta, asi- 
mismo, el derecho a la intimidad de las personas registrando 
información que sólo tenga consecuencias patrimoniales. 
Se garantiza, además, la objetividad de la información, la 
transparencia de las fuentes, la consistencia y el buen uso 
de la información. 


A la protección de datos personales para informes de 
índole comercial se suma, además, la reglamentación legal 
del derecho a la información (habeas data). En efecto, en las 
normas que se anteproyectan se garantiza a cada persona 
física o jurídica el derecho al acceso, esto es, el derecho de 
cada ciudadano a disponer del conocimiento absoluto de 
los datos registrados sobre su persona, información que 
debe suministrarse en forma clara, integral y acompañada 
en un lenguaje accesible y sencillo. La sanción de estas nor- 
mas sobre “habeas data” significaría un avance legislativo 
en la materia por cuanto Uruguay carece de un ordenamien- 
to explícito. La doctrina ha entendido, sin embargo, que el 
instituto existe fundándolo en que en un Estado de Derecho 
todas las personas u organismos están sometidos al Dere- 
cho cuya expresión superior es la Constitución. Y la Carta 
Magna ha incorporado tácitamente todos los derechos aun 
aquellos no enumerados, que son inherentes a la persona- 
lidad humana o se derivan de la forma republicana de 
Gobierno (Artículo 72 de la Constitución de la República). 


La información registrada debe conservarse en la máxi- 
ma confidencialidad a fin de asegurar su adecuada protec- 
ción. Con el agregado no menor de limitar la permanencia de 
cada dato en el registro, conocido como el derecho el olvido. 


En suma, pues, el Proyecto de Ley procura avanzar en 
línea con aquellos países que han alcanzado un desarrollo 
mayor en materia de protección de datos personales para 
informes de índole comercial y del derecho a la información 
de las personas. Más aún, en un plano más general del 
interés público, el Proyecto de Ley servirá como una forma 
de contribuir a la prevención del delito económico -hoy día 
triste realidad en nuestro país- en tanto que como instru- 
mento informativo será una herramienta de utilidad para las 
autoridades de gobierno y también para la administración 
de Justicia en todo lo que concierne con la prevención del 
delito económico y el fraude comercial. 


En el plano jurídico con la sanción del presente Proyecto 
de Ley, Uruguay incorporaría normas universalmente acep- 
tadas por organismos internacionales de los que forma 
parte en donde se consagra expresamente el derecho a la 
libertad de expresión, derecho comprensivo de la libertad de 
recibir y difundir informaciones. En ese entendido se debe 
interpretar al Pacto de San José de Costa Rica que consagra 
el compromiso de los Estados Partes de crear un sistema le- 
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gal que garantice adecuadamente estos derechos (la Ley 
N* 15.737 de 8/3/85 ratificó el Pacto de San José de Costa 
Rica). 


En su análisis particular el Proyecto de Ley procura 
alcanzar sus objetivos ordenándolos en siete capítulos. 


El Capítulo I que lleva como título “Disposiciones Gene- 
rales” establece el objetivo preciso que pretende regular el 
registro, almacenamiento, distribución, transmisión, modi- 
ficación, eliminación, duración y, en general, el tratamiento 
de datos personales asentados en archivos, registros, ba- 
ses de datos u otros medios sean estos públicos o privados, 
destinados a brindar informes objetivos de carácter gene- 
ral. 


Se consagra, además, las excepciones no comprendi- 
das en la ley por carecer del carácter de información comer- 
cial. 


El Capítulo II sobre “Principios Generales” consagra el 
alcance del tratamiento de datos personales, el que deberá 
ser realizado con respeto de los derechos individuales. 
Dispone, asimismo, que el registro de los datos personales 
que no requieren previo consentimiento así como también 
que los datos recogidos deben ser veraces, adecuados, 
ecuánimes y no excesivos en relación con la finalidad 
procurada. Queda prohibida, en consecuencia, la recolec- 
ción de datos por medios desleales, fraudulentos, abusivos, 
extorsivos o en forma contraria a la ley. 


En forma explícita se consagra, asimismo, la obligación 
de confidencialidad a quienes intervengan en el tratamiento 
de datos personales, obligación que subsiste aún después 
de finalizada la relación con el titular del archivo. 


El Capítulo III “De los Derechos de los Titulares de 
Datos” reglamenta precisamente el derecho a la información 
al que toda persona podrá acceder, así como la responsabi- 
lidad que le incumbe al registrador en caso de constatarse 
error o falsedad en la información. Se consagra el derecho 
a promover en caso de ser necesario para el interesado, la 
acción de habeas data. 


El Capítulo IV “Del Tratamiento de Datos Personales 
Relativos a Obligaciones de Carácter Comercial” autoriza el 
tratamiento de los datos personales relativos al cumpli- 
miento o incumplimiento de carácter comercial o crediticio, 
el término en que podrán permanecer registrados desde su 
incorporación y el procedimiento a seguir por el registrante 
y el interesado. 


El Capítulo V sobre “Acción de Protección de los Datos 
Personales o Habeas Data” consagra la acción de protec- 
ción de datos personales o derechos de habeas data, regu- 
lando en forma adecuada lo que hasta el presente ha sido un 
vacío en nuestra legislación. 
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En lo que concierne alas acciones que se promuevan por 
violación a los derechos contemplados se remite a las 
normas del Código General del Proceso y en particular a la 
Ley N* 16.011, de 19/12/88 sobre acción de amparo. 


El Capítulo VI sobre “Organo de Control” dispone sus 
cometidos al tiempo que crea una Comisión en la órbita del 
Ministerio de Economía y Finanzas de composición mixta. 
Se procura con ello que junto con los representantes del 
MEF se comparta la responsabilidad de control con repre- 
sentantes de la actividad privada interesados en el buen 
cumplimiento de los objetivos perseguidos. 


El Capítulo VII “Disposiciones Transitorias” establece 
la necesidad que el Poder Ejecutivo reglamente la ley en un 
plazo de 180 días; dispone, además, de un plazo para que 
aquellos responsables de registros preexistentes cumplan 
con las normas sancionadas y procedan a actualizar sus 
registros. 


Alberto Brause, Luis Alberto Heber, Se- 
nadores. 


PROPUESTA DEL SEÑOR 
SENADOR GUILLERMO GARCIA COSTA 


PROYECTO DELEY 


PROTECCION DEDATOS PERSONALES PARA 
INFORMES COMERCIALES 


CAPITULOI 


DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1”.- La presente ley, tiene por objeto regular el 
tratamiento de datos personales asentados en archivos, 
registros, bases de datos, u otros medios SIMILARES 
AUTORIZADOS, sean éstos públicos o privados, destina- 
dos a brindar informes de carácter comercial. 


SE ENTENDERA QUE EL TRATAMIENTO REGU- 
LADO INVOLUCRA TODA FORMA DE REGISTRO, AL- 
MACENAMIENTO, DISTRIBUCION, TRANSMISION, 
MODIFICACION, ELIMINACION, DURACION Y TODA 
OTRA DEL MISMO, O SIMILAR ALCANCE. 


Artículo 2”.- Se exceptúan de esta ley, el tratamiento de 
datos que no sean de carácter comercial como lo son, por 
ejemplo: (1) datos de carácter personal que se originen en el 
ejercicio de las libertades de emitir opinión, y de informar, 
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así como los relativos a encuestas, estudios de mercado o 
semejantes, los que se regularán por las leyes especiales 
QUE LES CONCIERNAN y que al efecto se dicten; y (11) 
datos sobre la privacidad de las personas, entendiéndose 
por éstos, aquellos datos referentes al origen racial y étnico 
de las personas, así como sus preferencias políticas, con- 
vicciones religiosas, filosóficas o morales, afiliación sindi- 
cal o información referente a su salud física o a su sexuali- 
dad y toda otra zona reservada A LA CONCIENCIA DE 
CADA UNO. 


Para LA OBTENCION Y tratamiento de datos que no 
sean de carácter comercial se requerirá expresa y previa 
conformidad de los titulares, luego de informados del fin y 
alcance del registro en cuestión. 


CAPITULO II 


PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 3".- El tratamiento Y OBTENCION de datos 
personales por parte de personas físicas o jurídicas con el 
alcance previsto en esta ley, será lícito siempre que se haga 
conforme a la misma y al ordenamiento jurídico. En todo 
caso se deberá respetar el pleno ejercicio de los derechos 
de los titulares de los datos y de las facultades que esta ley 
les reconoce. 


Artículo 4”.- No requiere previo consentimiento el regis- 
tro y posterior tratamiento de datos personales cuando: 


a) Los datos provengan de fuentes públicas de infor- 
mación, tales como registros, archivos, o publicaciones en 
medios masivos de comunicación; 


b) Sean recabados para el ejercicio de funciones o co- 
metidos CONSTITUCIONAL Y LEGALMENTE REGULA- 
DOS de las INSTITUCIONES del Estado o en virtud de una 
obligación ESPECIFICA legal; 


c) Setrate de listados cuyos datos se limiten a nombres 
y apellidos, documento de identidad o registro único de 
contribuyente, nacionalidad, estado civil, nombre del cón- 
yuge, régimen patrimonial del matrimonio, fecha de naci- 
miento, domicilio y teléfono, ocupación o profesión y domi- 
cilio; 


d) Deriven de una relación contractual del titular de los 
datos y sean necesarios para su desarrollo y cumplimiento; 


y 


e) Se realice por personas FISICAS o jurídicas, priva- 
das o públicas, para su uso exclusivo o el de sus asociados 
Oo usuarios. 


Artículo 5”.- Los datos recogidos a los efectos de su 
tratamiento, deben ser veraces, adecuados, ecuánimes y no 
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excesivos en relación con la finalidad para la cual se hubieren 
obtenido. 


EL TITULAR DEL REGISTRO ES RESPONSABLE 
DE LA VIOLACION DE ESTA DISPOSICION, ASICOMO 
DE LA OBTENCION LEGITIMA DE SUS DATOS. 


SE PROHIBE la recolección de los mismos por medios 
desleales, fraudulentos, abusivos, extorsivos o en forma 
contraria aesta ley, AUN CUANDO ELLO NO IMPLIQUE 
VIOLACION DE LA LEY PENAL. 


Los datos que sean total o parcialmente inexactos o 
incompletos, deben ser, EN SU CASO, suprimidos, susti- 
tuidos o completados por datos veraces y actualizados por 
el responsable DE SU TRATAMIENTO, EN CUANTO 
conociere dicha circunstancia. Asimismo, deberán ser eli- 
minados aquellos datos que hayan caducado conforme lo 
previsto en el inciso 2 del Artículo 13. 


Artículo 6”.- Aquellas personas físicas o jurídicas que 
obtengan LEGITIMA MENTE información proveniente de 
una base de datos QUE BRINDE TRATAMIENTO A LOS 
MISMOS, están obligados a utilizarla en forma reservada y 
exclusivamente para las operaciones habituales de su giro 
O ACTIVIDAD, estando prohibida toda difusión de la 
misma a terceros. 


Artículo 7”.- Las personas que por su situación laboral 
u otra forma de relación con ... un archivo, registro, o base 
de datos O SIMILARES TUVIERE ACCESO O interven- 
ga en cualquier fase del tratamiento de datos personales, 
están obligados a guardar estricto secreto profesional so- 
bre los mismos (ARTICULO 302 DEL CODIGO PENAL) 
cuando hayan sido recogidos de fuentes no accesibles al 
público. 


LO PREVISTO NO SERA DE APLICACION EN los 
casos de orden de la Justicia competente, de acuerdo con 
las normas vigentes en esta materia, o SI MEDIARE con- 
sentimiento del titular. 


Esta obligación subsistirá aun después de finalizada la 
relación con el titular del archivo, registro, base de datos O 
SIMILARES: 


CAPITULO HI 


DELOS DERECHOS DE LOS TITULARES DEDATOS 


Artículo 8”.- Cualquier persona podrá requerir al orga- 
nismo de control, (ARTICULO 19) información relativa a la 
existencia Y DOMICILIO de archivos, registros o bases 
personales, sus finalidades y la identificación de sus res- 
ponsables. A tal efecto habrá un registro ACTUALIZADO 
de consulta pública y gratuita. 
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Artículo 9”.- Todo titular de datos personales que pre- 
viamente acredite su identificación tendrá derecho a obte- 
ner toda la información que sobre SÍ mismo se halle en bases 
de datos públicas o privadas. Este derecho de acceso sólo 
podrá ser ejercido en forma gratuita aintervalos no inferio- 
res a seis meses, salvo que se acredite HABERSE SUSCI- 
TADO NUEVAMENTE un interés legítimo. 


Cuando se trate de datos de personas fallecidas, el 
ejercicio del derecho al cual refiere este artículo, correspon- 
derá a CUALESQUIERA DE sus sucesores universales, 
cuyo carácter se acreditará por la sentencia de declaratoria 
de herederos. 


La información solicitada debe ser proporcionada den- 
tro de los DIEZ días de haber sido solicitada. Vencido el 
plazo sin que el pedido sea satisfecho, o si fuera denegado 
por razones no justificadas de acuerdo con esta ley, queda- 
rá habilitada la acción de habeas data prevista en EL 
CAPITULO VDE esta ley. 


Artículo 10.- Toda personas FISICA O JURIDICA 
tendrá derecho, en caso de corresponder, por haberse cons- 
tatado error o falsedad en la información de la que es titu- 
lar a solicitar la rectificación, actualización y la elimina- 
ción o supresión de los datos personales QUE LE CO- 
RRESPONDA incluidos en una base de datos O SIMILA- 
RES. 


El responsable de la base de datos deberá proceder a 
realizar la rectificación, actualización, eliminación o supre- 
sión, mediante las operaciones necesarias a tal fin en un 
plazo máximo de veinte días hábiles de recibida la solicitud 
por el titular del dato o, EN SU CASO, informar de las 
razones por las que ESTIME no corresponde. 


El incumplimiento de esta obligación por parte del res- 
ponsable de la base de datos, O EL VENCIMIENTO DEL 
PLAZO, habilitará al interesado a promover la acción de 
habeas data prevista en esta ley. 


No procede la eliminación o supresión de datos perso- 
nales, SALVO LOS CASOS DEL NOTORIO ERROR O 
FALSEDAD, en aquellos casos en que se pueda causar 
perjuicio a los derechos o intereses legítimos de terceros o 
cuando contravenga lo establecido por una obligación 
legal. 


Durante el proceso de verificación o rectificación de 
datos personales, el responsable de la base de datos ante 
el requerimiento de terceros por acceder a informes sobre 
LOS MISMOS, deberá dejar constancia de que dicha infor- 
mación se encuentra sometida a revisión. 


Artículo 11.- La rectificación, actualización, elimina- 
ción o supresión de datos cuando corresponda, se efectua- 
rá sin cargo alguno para el interesado. 
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CAPITULOIV 


DEL TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES 
RELATIVOS A OBLIGACIONES DE CARACTER 
COMERCIAL 


Artículo 12.- Queda expresamente autorizado el trata- 
miento de datos relativos al cumplimiento o incumplimiento 
de obligaciones de carácter comercial o crediticia, que 
permitan evaluar la concertación de negocios en general, la 
conducta comercial o la capacidad de pago del titular de los 
datos, en aquellos casos en que los mismos sean obtenidos 
de fuentes de acceso público, O procedentes de informa- 
ciones facilitadas por el acreedor, O EN LAS CIRCUNS- 
TANCIAS DEL ARTICULO 4". 


Artículo 13.- Los datos relativos a obligaciones de 
carácter comercial sólo podrán ser registrados por un plazo 
de cinco años contados desde su incorporación. En caso de 
que al vencimiento de dicho plazo la obligación permanezca 
incumplida, el acreedor podrá solicitar al titular de la base 
de datos, por única vez, su nuevo registro por otros cinco 
años. Este nuevo registro deberá ser solicitado en el plazo 
de treinta días anteriores al vencimiento original. 


Las obligaciones canceladas o extinguidas por cual- 
quier medio, permanecerán registradas, con expresa men- 
ción de este hecho, por un plazo máximo de cinco años, y NO 
RENOVABLE, a contar de la fecha de la cancelación o 
extinción. 


Artículo 14.- Los responsables de la base de datos se 
limitarán a realizar el tratamiento objetivo de la información 
registrada tal cual ésta le fuera suministrada, debiendo 
abstenerse de efectuar valoraciones subjetivas sobre la 
misma. 


Artículo 15.- Cuando se haga efectiva la cancelación de 
cualquier obligación incumplida registrada en una base de 
datos, el acreedor deberá en un plazo máximo de diez días 
hábiles de ACONTECIDO el hecho, comunicarLo al res- 
ponsable de la base de datos correspondiente. 


Una vez recibida la comunicación por el responsable, 
éste dispondrá de un plazo máximo de TRES días hábiles 
para proceder a la actualización del dato, asentando su 
nueva situación. 


CAPITULO V 


ACCION DE PROTECCION DELOS DATOS 
PERSONALES O HABEAS DATA 


Artículo 16.- El titular de datos personales podrá enta- 
blar la acción de protección de datos personales o habeas 
data, contra todo responsable de una base de datos pública 
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o privada, en los siguientes supuestos PREVISTOS EN 
ESTA LEY: 


1%) cuando quiera conocer sus datos personales regis- 
trados en base de datos O SIMILAR, y dicha información 
no le hubiese sido proporcionada por el responsable de la 
base de datos, conforme se prevé en el Artículo 9%; o 


2”) cuando haya solicitado al responsable de la base de 
datos su rectificación, actualización, eliminación o supre- 
sión y éste no hubiese procedido a ELLO, o no hubiese 
dado razones SUFICIENTES por LAS que no corresponde 
lo solicitado, en el plazo previsto al efecto en el Artículo 10 
de esta ley. 


Artículo 17.- La acción de habeas data podrá ser ejerci- 
da por el propio afectado titular de los datos o sus represen- 
tantes, ya sean tutores o curadores, y en caso de personas 
fallecidas, por sus sucesores UNIVERSALES por sí o por 
medio de apoderado. 


En el caso de personas jurídicas, la acción deberá ser 
interpuesta por sus representantes legales, o los apodera- 
dos designados a tales efectos. 


Artículo 18.- Las acciones que se promuevan por viola- 
ción a los derechos contemplados en la presente ley se 
regirán en LO general por las normas del Código General del 
Proceso, y en particular por LOS Artículos 6*, 7%, 10,12 y 13 
Y EN LO APLICABLE POR LOS DEMAS de la Ley 
N* 16.011, del 19 de diciembre de 1988. 


El Tribunal actuante comunicará su resolución al Minis- 
terio de Economía y Finanzas. 


CAPITULO VI 


ORGANO DE CONTROL 


Artículo 19.- El Ministerio de Economía y Finanzas 
actuará como órgano de control en el tratamiento de datos 
personales comprendidos en esta ley y tendrá como come- 
tido IMPLEMENTAR, vigilar y asesorar todas las acciones 
necesarias para el cumplimiento de los objetivos y disposi- 
ciones de la presente ley. 


Dicha función de control será ejercida por el Ministerio 
de Economía y Finanzas asistido de una Comisión Consul- 
tiva integrada por CINCO MIEMBROS, CUATRO DE LOS 
CUALES representantes de dicho Ministerio, uno de los 
cuales la presidirá, y un representante de la Cámara Nacio- 
nal de Comercio. 


La Comisión Consultiva tendrá los siguientes cometi- 
dos: 
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19 Asistir y asesorar a las personas que lo requieran 
acerca de los alcances de la presente, así como de los 
medios legales de los que disponen para la defensa de los 
derechos que ésta garantiza; 


2) Asistir y asesorar al Ministerio de Economía y Finan- 
zas en el dictado de reglamentos y resoluciones, referentes 
a las actividades comprendidas en esta ley; 


3%) LLEVAR UN REGISTRO PERMANENTE Y AC- 
TUALIZADO de los archivos, registros, bases de datos O 
SIMILARES alcanzados por esta LEY. 


4%) Controlar la observancia de las normas sobre la 
integridad, veracidad y seguridad de los datos personales 
comprendidos en esta ley por parte de los responsables de 
las bases de datos; y 


5”) Emitir opinión toda vez que le sea requerida por las 
autoridades competentes, incluyendo solicitudes rela- 
cionadas con el dictado de sanciones administrativas que 
correspondan por la violación a las disposiciones de es- 
ta ley, de los reglamentos o de las resoluciones que regulan 
el tratamiento de datos personales comprendidos en esta 
ley. 


6”) TENER PRESENTE, EN LO QUE LE FUERE PER- 
TINENTE, LAS RESULTANCIAS DE LAS ACCIONES 
DE HABEAS DATA. 


Artículo 20.- El Ministerio de Economía y Finanzas 
podrá, en su función de órgano de control, aplicar las 
siguientes medidas sancionatorias A LAS FIRMAS DE 
TRATAMIENTO DEDATOS EN CASO DE QUE SE VIO- 
LEN LAS NORMAS DE LA PRESENTE LEY: 


1 Apercibimiento; 


2%”) Multa, de hasta doscientas unidades reajusta- 
bles; 


3) Suspensión total o parcial de actividades con fija- 
ción expresa de plazo; y 


4) Clausura o cierre del archivo, registro o base de datos 
respectivo. 


EN LOS CASOS DE LA SANCION DE CLAUSURA O 
CIERRE Y SIN PERJUICIO DE ADOPTARSE 
PROVISORIAMENTE, DEBERA DARSE CUENTA AL 
TRIBUNAL COMPETENTE QUIEN PODRA DISPONER 
LAS MEDIDAS QUE ESTIME Y DARA VISTA AL SAN- 
CIONADO. 
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CAPITULO VII 


DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 


Artículo 21.- LAS NORMAS DE LA PRESENTE LEY NO 
SON APLICABLES A LOS REGISTROS PUBLICOS Y SIMI- 
LARES QUE HAN SIDO CREADOS Y REGULADOS POR 
NORMAS LEGALES, A LOS CUALES REMITIRAN LOS 
INTERESADOS. 


Artículo 22.- Los responsables de los registros, archi- 
vos, bases de datos o similares existentes, contarán con un 
plazo de noventa días a partir de la promulgación de esta ley 
para cumplir con la normativa de la misma e inscribirse en el 
registro respectivo. 


Artículo 23.- Los responsables de una base de datos O 
SIMILAR, dispondrá de un plazo de noventa días a partir 
de la entrada en vigencia de esta ley para actualizar sus 
registros de acuerdo con lo dispuesto en el Capítulo IV. 
Deberán además, implementar un mecanismo informático 
mediante el cual, una vez transcurridos los plazos preceden- 
temente señalados, los datos caducos sean eliminados. 


En el mismo plazo, los acreedores por obligaciones QUE 
FUERON REGISTRADAS POR impagas incorporadas al 
registro, archivo o base de datos desde hace más de cinco 
años, podrán solicitar su actualización. 


Artículo 24.- Los acreedores por obligaciones incumpli- 
das, que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se 
encuentren canceladas y no lo hayan comunicado al res- 
ponsable de la base de datos, contarán con un plazo de 10 
días para hacerlo, Y ESTE DE TRES DIAS PARA HACER- 
LO EFECTIVO. 


Artículo 25.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la 
presente ley dentro de los ciento ochenta días de su 
promulgación. 


SUGERENCIAS DEL DOCTOR CARLOS DELPIAZZO 
(INSTITUTO DE DERECHO INFORMATICO DELA 
UNIVERSIDAD DE LA REPUBLICA) 


SUGERENCIAS RELATIVAS ALPROYECTO DE LEY DE 
PROTECCION DE DATOS PERSONALES PARA 
INFORMES COMERCIALES 


Objetivos: 


1) Dar mayor alcance a la acción de habeas data, a fin de 
que permita la protección de todo dato personal (y no sólo 
los relativos a información comercial). 
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2) Dotar de autonomía al órgano de control, de modo de 
que el país pueda alcanzar el estatuto de protección adecua- 
da. 


Sugerencias: 


1) Desde el punto de vista estructural, dividir el proyec- 
to en 3 Títulos, a saber: 


Título I, Protección de datos personales de informes 
comerciales (comprendiendo los Capítulos Il, II y IV). 


Título II, Habeas data y Organo de control (compren- 
diendo los Capítulos III, V y VI, que pasarían a ser I, II y HI 
de este Título). 


Título III, Disposiciones finales y transitorias (sus- 
tituyendo el Capítulo VIT). 


2) En cuanto al contenido del articulado, modificar los 
siguientes textos: 


El Art. 1” comenzaría diciendo: “El presente Título 
tiene por objeto ...” 


El Art. 2? diría: “Se exceptúan de este Título ...” 


El Art. 16 podría comenzar así: “El titular de todo dato 
personal, cualquiera fuera su objeto, podrá entablar ... 


En los Nums. 1” y 2? del Art. 16 deberían eliminarse las 
referencias a los Arts. 9” y 10 respectivamente. 


Respecto al Art. 19 caben distintas alternativas, como 
las siguientes: 


- “Créanse un Organo de Control del tratamiento de 
los datos personales, el cual funcionará en el ámbito del 
Ministerio de Educación y Cultura, disponiendo de la más 
amplia autonomía técnica en el desempeño de sus cometi- 
dos específicos de: ...” (siguen Nums. 1% a 5” del inc. 3%). 


- “Créase como órgano desconcentrado del Poder 
Ejecutivo un Organo de Control del tratamiento de los datos 
personales, el cual funcionará en el ámbito de la Comisión 
de Planeamiento y Presupuesto y actuará con autonomía 
técnica. 


Dicho Organo de Control tendrá los siguientes come- 
tidos: ...” (ídem anterior). 
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INFORME DELINSTITUTO DEDERECHO INFORMATICO 
DE LA UNIVERSIDAD DE LA REPUBLICA 


UNIVERSIDAD DE LA REPUBLICA 
Facultad de Derecho 
INSTITUTO DEDERECHO INFORMATICO 


Montevideo, 6 de agosto de 2003. 


Sr. Decano 

de la Facultad de Derecho 

de la Universidad de la República 
Dr. Alejandro Abal Oliú. 
Presente. 


De la mayor consideración: 


En cumplimiento de la exhortación contenida en la reso- 
lución del Consejo de la Facultad N* 27 de 14 de setiembre 
de 2000 (num. 2”), a efectos de que se informe “en todos 
aquellos temas que en leyes vigentes o en propuestas de 
proyectos de ley, merezcan especial consideración”, el 
Instituto de Derecho Informático ha considerado del caso 
informar acerca del proyecto de ley sobre protección de 
datos personales y derecho de habeas data a estudio de la 
Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara de 
Senadores (Carpeta 1050/2003 - Distribuido 2112/2003). 


En opinión de la Sala del Instituto, dicha iniciativa 
merece una valoración general positiva, no obstante obser- 
varse la limitación de su objeto -sólo refiere a la protección 
de datos personales de carácter comercial- que proyecta 
una lamentable restricción al alcance de la acción de habeas 
data regulada en su capítulo V. 


Siendo la libertad informática un derecho fundamental 
de última generación, este Instituto considera oportuno 
enmarcar la iniciativa referida en el contexto del Derecho 
comparado y del ordenamiento jurídico nacional. 


1 ENCUADRAMIENTO 


11  Marcoconceptual 


1.1.1 La irrupción de la informática en la sociedad ha 
replanteado la cuestión del derecho a la intimidad en 
atención al riesgo que para la persona implica la 
estructuración de grandes bancos de datos persona- 
les y, especialmente, la potencialidad del entrecruza- 
miento de información contenida en ellos (ver: Carlos 
E. DELPIAZZO - “Dignidad humana y Derecho”, 
U.M., Montevideo, 2001, pág. 123 y sigtes.; y “Pro- 
tección de los datos personales en tiempos de 
Internet. El nuevo rostro del derecho a la intimidad”, 
en Rev. De Derecho de la Universidad Católica del 
Uruguay N* III, pág. 253 y sigtes.). 
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A partir de esa realidad, la libertad informática apa- 
rece como un nuevo derecho de autotutela de la 
propia identidad informática, o sea, el derecho de 
controlar (conocer, corregir, quitar o agregar) los 
datos personales inscritos en un programa electróni- 
co. Se trata de una “nueva fisonomía” del derecho a 
la intimidad (así: Carlos E. DELPIAZZO, Alvaro J. 
EIRIN y Pedro J. MONTANO - “Introducción a la 
Informática Jurídica y al Derecho Informático”, 
A.M.F., Montevideo, 1984, pág. 105 y sigtes.). 


Por eso, un sector de la doctrina utiliza la expresión 
“derecho a la protección de datos” para designar el 
derecho cuyo objeto es la protección de una parte 
sustancial del derecho ala intimidad: la que se refiere 
a la información individual (así: Miguel Angel 
EKMEKDJIAN y Calogero PIZZOLO - “Habeas data. 
El derecho a la intimidad frente a la revolución infor- 
mática”, Depalma, Buenos Aires, 1996, pág. 5 y sigtes.). 


A su vez, la expresión “habeas data” refiere a un 
nuevo “cauce procesal para salvaguardar la libertad 
de la persona en la esfera informática, que cumple una 
función paralela, en el seno de los derechos humanos 
de la tercera generación, a la que en los de primera 
generación correspondió al habeas corpus respecto 
de la libertad física o de movimientos de la persona” 
(así: Antonio Enrique PEREZ LUÑO - “Del habeas 
corpus al habeas data”, Aranzadi, Madrid, 1991, pág. 
174). 


Sin perjuicio de ese común denominador, su variada 
regulación permite distinguir tipos y subtipos, que 
pueden sistematizarse de la siguiente manera: 


a) habeas data informativo, que es el que procura 
lograr el acceso al registro de que se trate, el cual 
puede ser, a su vez exhibitorio (cuando se desea 
conocer qué datos se encuentran registrados), 
finalista (cuando se pretende indagar para qué y 
para quién se realizó el registro), y autoral (cuan- 
do se persigue el propósito de inquirir acerca de 
quién obtuvo los datos que obran en el registro); 


b) habeas data aditivo, que es el que procura agregar 
más datos a los que figuran en el registro de que 
se trate, sea para actualizar datos vetustos, sea 
para incluir datos omitidos; 


c) habeas data correctivo, que es el que procura 
corregir o sanear informaciones falsas, inexactas 
o imprecisas; 


d) habeas data reservador, que es el que procura 
asegurar que un dato legítimamente registrado 
pero de acceso restringido, sea proporcionado 
solo a quienes corresponda y en las circunstan- 
cias que correspondan; y 
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e) habeas data cancelatorio, que es el que procura 
eliminar la información almacenada cuando ella 
no debe mantenerse. 


En cuanto a la finalidad del habeas data, es interesan- 
te señalar que si bien dicho instituto se ha ido perfi- 
lando como una garantía de acceso a los datos per- 
sonales (habeas data propio), también se ha extendi- 
do respecto de datos no personales, especialmente 
en poder de Administraciones públicas (habeas data 
impropio). No obstante, la segunda de las indicadas 
hipótesis no es más que una manifestación actual del 
viejo derecho de acceso de los ciudadanos a los 
archivos y registros administrativos, cuyo funda- 
mento radica en los principios de publicidad y trans- 
parencia de las actuaciones administrativas, el cual 
resulta reforzado a la luz de recientes normas dicta- 
das para combatir la corrupción. 


Panorama comparado 


El examen del Derecho comparado en materia de 
protección de datos personales permite advertir una 
progresión de los sistemas normativos que los espe- 
cialistas agrupan en sucesivas etapas o generacio- 
nes. 


Las leyes más recientes -correspondientes a la terce- 
ra generación de normas- obedecen a la necesidad de 
contemplar sistemas de protección de los datos per- 
sonales acordes con su reconocimiento a través de 
instrumentos internacionales. El dictado de los mis- 
mos procura responder adecuadamente a la tutela de 
los datos personales en un mundo interconectado. 
De poco sirve que en un país se tutelen los datos 
personales si éstos, traspasando fácilmente las fron- 
teras, pueden ser manipulados en países donde no 
hay protección o ésta es insuficiente. 


Bajo esta óptica, merece destacarse la Directiva del 
Parlamento Europeo y del Consejo N*95/46/CE rela- 
tiva a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la 
libre circulación de esos datos (ver su texto en anua- 
rio “Derecho Informático”, FCU, Montevideo, 2001, 
tomo I, pág. 363 y sigtes.). 


De acuerdo a esta Directiva se consagra una serie de 
principios relativos a la calidad de los datos y el 
tratamiento de los mismos, se regulan los datos sen- 
sibles bajo el rótulo de “categorías especiales de 
tratamientos”, se jerarquiza el consentimiento del 
afectado, se establece la obligación de informar al 
interesado, se reconoce ampliamente y se garantiza 
el derecho de acceso, se regula la confidencialidad y 
seguridad del tratamiento de los datos de carácter 
personal, y se promueve la elaboración de códigos de 
conducta destinados a contribuir, en función de las 
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particularidades de cada sector, a la correcta aplica- 
ción de las disposiciones nacionales en el marco de 
la Directiva. 


Por lo que refiere a la transparencia de datos perso- 
nales a un tercer país, se condiciona el libre flujo de 
los mismos a que se garantice un nivel de protección 
adecuado”. 


En el ámbito del MERCOSUR, la cuestión no sólo ha 
recibido acogimiento constitucional en Argentina, 
Brasil y Paraguay sino que los dos países citados en 
primer término han dictado leyes en la materia, siendo 
Argentina el único país del continente al cual la 
Comisión de la Unión Europea, por reciente decisión 
de 20 de junio de 2003, ha reconocido que “garantiza 
un nivel adecuado de protección por lo que respecta 
a los datos personales transferidos desde la Comu- 
nidad” (Art. 19). 


En Argentina, sin perjuicio de valiosos antecedentes 
en las Constituciones provinciales, la Constitución 
nacional reformada en 1994 prevé el habeas data en 
su Art. 43, inc. 3%, a cuyo tenor toda persona podrá 
interponer acción “para tomar conocimiento de los 
datos a ellas referidos y de su finalidad, que consis- 
ten en registros o bandos de datos públicos, o los 
privados destinados a proveer informes, y en caso de 
falsedad o discriminación, para exigir la supresión, 
rectificación, confidencialidad o actualización de 
aquéllos”. 


Desarrollando el precepto, se dictó la Ley N* 25.326, 
de 30 de octubre de 2000, en la cual se desarrolla en 
7 capítulos y está compuesta por 48 artículos: 


a) en el Capítulo I se establece su objeto como “la 
protección integral de los datos personales asen- 
tados en archivos, registros, bancos de datos, u 
otros medios técnicos de tratamiento de datos, 
sean éstos públicos, o privados destinados a dar 
informes, para garantizar el derecho al honor y a 
la intimidad de las personas, así como también el 
acceso a la información que sobre las mismas se 
registre” (Art. 1%), y se incorpora un conjunto de 
definiciones (Art. 29); 


b) el Capítulo Il está dedicado a los principios gene- 
rales relativos a la protección de datos, consagra- 
do los de licitud (Art. 3%), calidad de los datos 
(Art. 4%), consentimiento (Art. 5), 
confidencialidad (Art. 10) y otros relativos a de- 
terminados datos, tales como los de salud (Art. 
8%); 


c) el Capítulo IlI trata de los derechos de los titulares 
de datos, enfatizando en los de información (Art. 
13), acceso (Art. 14 y sigtes.); 
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d) el Capítulo IV refiere a los usuarios y responsa- 
bles de archivos, registros y bancos de datos, 
imponiendo la registración en el órgano de con- 
trol (Art. 21 y sigtes.); 


e) enel Capítulo V se regulan las facultades de dicho 
órgano de control (Arts. 29 y 30); 


f) el Capítulo VI está dedicado a las sanciones ad- 
ministrativas y penales aplicables (Arts. 31 y 32); 


y 


g) enel Capítulo VII se normatiza acerca de la acción 
de protección de los datos personales o habeas 
data (Art. 33 y sigtes.). 


En Brasil, el Art. 5%, inc. LXXII de la Constitución 
Federal de 1988 preceptúa que “se concederá el ha- 
beas data: a) para asegurar el conocimiento de infor- 
maciones relativas a la persona del solicitante, cons- 
tancias de registros o bancos de datos de entidades 
gubernamentales o de carácter público; y b) para la 
rectificación de datos, cuando no se prefiera hacerlo 
a través de un procedimiento reservado, judicial o 
administrativo”. 


En virtud de la Ley N* 9.507, de 12 de noviembre de 
1997, que consta de 23 artículos, se regula el derecho 
de acceso a informaciones de carácter personal y se 
disciplina el proceso de habeas data: 


a) por el Art. 1% se considera de carácter público 
todo registro o banco de datos que contenga 
informaciones que sean o puedan ser trasmitidas 
a terceros o que no sean de uso privativo del 
órgano o entidad productora o depositaria de 
informaciones, regulándose con plazos la obliga- 
ción de brindar información a los requirentes 
(Art. 2? y sigtes.); y 


b) a partir del Art. 7? se regula la acción de habeas 
data en sus aspectos sustantivos y procesales. 


2 SITUACIONNACIONAL 


Marco normativo vigente 


2.1.1 Enel Derecho positivo uruguayo, la Constitución no 


consagra explícitamente el derecho a la intimidad, 
aunque el mismo debe considerarse constitucional- 
mente reconocido en base al Art. 72 de la Carta, a 
cuyo tenor “La enumeración de derechos, deberes y 
garantías hecha por la Constitución, no excluye los 
otros que son inherentes a la personalidad humana o 
se derivan de la forma republicana de gobierno”. 
Además, en la medida que la intimidad consiste en 
que no se produzca ningún tipo de intromisiones en 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-263 


el ámbito reservado a la vida privada de los indivi- 
duos, cabe hacer caudal también del Art. 10, cuyo inc. 
1* dispone que: “Las acciones privadas de las perso- 
nas que de ningún modo atacan el orden público ni 
perjudican a un tercero, están exentas de la autoridad 
de los magistrados”. 


Coadyuvantemente, cabe tener presente que el Pacto 
Internacional de Derecho Civiles y Políticos (que es 
ley nacional) prevé en su Art. 17 que: “Nadie será 
objeto de ingerencias arbitrarias o ilegales en su vi- 
da privada, su familia, su domicilio o su correspon- 
dencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputa- 
ción”. 


Asimismo, el Pacto de San José de Costa de Rica, 
también ratificado por nuestro país, reconoce en su 
Art. 11, num. 2, que: “Nadie puede ser objeto de 
ingerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, 
en la de su familia, en su domicilio o en su correspon- 
dencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputa- 
ción”. 


Innecesario resulta señalar que si nuestra Constitu- 
ción no recibe a texto expreso el derecho a la intimi- 
dad, menos aún puede referirse al nuevo rostro de 
ese derecho, que es la libertad informática, y su 
garantía, que es el habeas data. Sin embargo, aun a 
falta de norma específica, ya se ha sostenido antes de 
ahora que la libertad informática se encuentra reco- 
nocida en el Art. 72 de la Constitución, que incorpora 
al ordenamiento jurídico positivo nacional la esencia 
ideológica del jusnaturalismo y, consecuentemente, 
tutela efectivamente los derechos del hombre inhe- 
rentes a su personalidad, garantizándolos (así: Car- 
los E. DELPIAZZO - “Medidas de protección frente 
a las responsabilidades emergentes del manejo de 
bases de datos”, en II Congreso Iberoamericano de 
Informática y Derecho, Guatemala, 1989; “Posibles 
medios de protección frente a las responsabilidades, 
derivadas de la gestión de bases de datos en el 
Derecho uruguayo”, en Congreso Internacional de 
Informática y Derecho, Buenos Aires, 1990, pág. 382 
y sigtes.; y “Derecho Informático Bancario”, IEEM, 
Montevideo, 1990, pág. 34 y sigtes.; Martín J. RISSO 
FERRAND - “Derecho Constitucional”, Ingranusi, 
Montevideo, 1998, Tomo!lII, págs. 133 y 134; Lorenzo 
SANCHEZ CARNELLI - “Habeas data”, en Rev. De 
derecho Público N* 9, pág. 111 y sigtes.; y Marcelo 
BAUZA REILLY - “La protección jurídica de los 
datos personales y los servicios de información co- 
mercial y crediticia”, en La Justicia Uruguaya, Tomo 
117, sección Doctrina, págs. 13 y 14). 


A nivel subconstitucional, además de las disposi- 
ciones legales ratificatorias de tratados interna- 
cionales de derechos humanos, merece destacar- 
se, en primer lugar, la Ley N* 16.616 de 20 de octubre 
de 1994 regulatoria del Sistema Estadístico Nacio- 
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nal, la cual incluye disposiciones que, no obstante 
estar referidas a los datos estadísticos, tienen im- 
portancia en la medida que explicitan para tal caso 
principios generales relativos al tratamiento de los 
datos. 


En segundo lugar, es preciso citar el Art. 694 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, a cuyo tenor “Las 
Administraciones públicas impulsarán el empleo y 
aplicación de medios informáticos y telemáticos pa- 
ra el desarrollo de sus actividades y el ejercicio de 
sus competencias, garantizando a los administra- 
dos el pleno acceso a las informaciones de su inte- 
rés”. La referencia al “pleno acceso a las informacio- 
nes de su interés” implica el reconocimiento de la 
libertad informática y conlleva los derechos inheren- 
tes a la misma de obtener la rectificación o elimina- 
ción según corresponda, del dato erróneo, falso o 
inexacto. 


En tercer lugar, cabe mencionar la ley regulatoria de 
la acción de amparo N* 16.011, de 19 de diciembre de 
1988, a la que se hará referencia más adelante como 
base procesal posible para la articulación del habeas 
data. 


Iniciativas legislativas 


En materia de protección de datos, la preocupación 
legislativa se ha centrado principalmente en lo que 
refiere alos servicios de información crediticia, cuya 
actividad consiste en almacenar nominadamente in- 
formación de personas (físicas y jurídicas) acerca de 
su condición de incumplidoras de sus obligacio- 
nes. 


En tal sentido, se han presentado distintos proyec- 
tos de ley que, con diverso alcance, recogen los ya 
clásicos principios de limitación, finalidad, pertinen- 
cia, duración, transparencia, seguridad y acceso. 
Una recopilación y comentario comparativo de los 
mismos puede verse en: Héctor Miguel DELPIANO - 
“Protección de datos personales. Bancos de datos 
de información crediticia”, FCU, Montevideo, 1997, 
pág. 25 y sigtes.). 


Por otra parte, en materia de habeas data, el acento se 
ha puesto en el llamado habeas data impropio, tal 
como resulta del proyecto de ley sobre derecho a la 
información y acción de habeas data aprobado por la 
Cámara de Representantes y que, durante la etapa de 
su elaboración, mereció el juicio crítico de este Ins- 
tituto por las razones de que da cuenta el dictamen de 
21 de marzo de 2001 (publicado en anuario “Derecho 
Informático”, FCU, Montevideo, 2002, tomo Il, pág. 
416 y sigtes.). 
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3 ANALISIS DEL PROYECTO 


3.1 


3.2 


3.2.1 


Delimitación general 


El proyecto no refiere a todos los datos personales 
sino sólo alos de “carácter comercial”, persiguiendo 
dos objetivos centrales: uno, relativo a la protección 
de datos personales para informes de índole comer- 
cial; otro, reglamentar el derecho a la información a 
través del instituto de habeas data. 


Consciente de que los sistemas de información son 
un requisito para el desarrollo de la sociedad de la 
información, y de que son necesarios para asegurar 
que los servicios se desarrollen en una atmósfera de 
confianza, así como de que el uso cada vez más 
generalizado de las TIC en la vida diaria plantea 
riesgos que vinculan los problemas de seguridad con 
los sistemas de información, nuestro Legislador ha 
elaborado el presente proyecto de ley, con la finali- 
dad que se explicitara más arriba. 


Consciente, a su vez, de que las tecnologías de la 
información y las telecomunicaciones, que garanti- 
zan la seguridad de personas y de bienes, pueden 
asimismo llevar aexcesos, en el entendido de que la 
transparencia, en lo que hace al cumplimiento de las 
obligaciones de pago por parte de los solicitantes de 
créditos, facilita y democratiza el acceso al crédito, se 
ve el proyecto como una manera de facilitar el desa- 
rrollo del crédito reduciendo su costo. 


Comentario del articulado 


El proyecto consta de siete capítulos y veinticuatro 
artículos, que se examinarán a continuación. 


El Capítulo I, denominado “Disposiciones Genera- 
les”, hace relación al ámbito de aplicación de la 
propuesta normativa, como se aprecia al analizar los 
artículos que le comprenden (Arts. 1 y 2). 


El artículo 1* establece lo que constituye uno de los 
objetos de la propuesta, que está destinada a modi- 
ficar el tratamiento que se da a los datos personales 
de carácter comercial, referentes al comportamiento 
de las personas frente a los créditos. 


Es comprensivo de personas físicas y jurídicas. 


El proyecto pretende regular el tratamiento de los 
datos personales de carácter comercial, consagran- 
do a surespecto una excepción al régimen general de 
protección de los datos personales. Conforme dicho 
régimen general, previo al tratamiento de los datos, 
es necesario recabar el consentimiento expreso del 
interesado. El régimen propiciado por el proyecto de 
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ley a estudio consagra una excepción legal a dicho 
principio, en tanto establece que no es necesario el 
consentimiento para casos de tratamiento de datos 
personales destinados a brindar información objeti- 
va de carácter comercial. 


El artículo 2* exceptúa del régimen propuesto aque- 
llos datos que no posean el carácter comercial, y 
menciona ejemplificativamente algunos datos no 
comprendidos en las disposiciones que se propician. 


El régimen a aplicar en los casos exceptuados es el del 
consentimiento de los titulares, que debe ser expreso 
y recabarse previamente al tratamiento de los datos, 
cumpliendo con los principios de que informan el 
régimen, de finalidad conforme el alcance del regis- 
tro. 


Excepción (legalmente consagrada) al principio del 
consentimiento, en pos de ideales de seguridad. 


El Capítulo II, “Principios Generales”, comprende 
los artículos 3% a 7” y explicita los principios que 
informan el tratamiento de datos personales con una 
finalidad comercial. 


El artículo 3” consagra el principio de legalidad, en 
tanto el tratamiento de los datos con la finalidad 
comercial establecida debe realizarse respetando los 
derechos de los titulares de los datos, y conforme las 
facultades legales que les son reconocidas legalmen- 
te. 


El artículo 4” establece los casos en que el registro 
y tratamiento de datos personales no requiere previo 
y especial consentimiento. Son sus requisitos: 


a) Fuente de información: pública (registros o archi- 
vos) o publicaciones en medios masivos de comu- 
nicación (lit. a). 


b) Principio de finalidad: para el ejercicio de funcio- 
nes o cometidos propios de los poderes del esta- 
do, o en virtud de obligación legal (lit. b). 


c) Los datos deben derivar de una relación contrac- 
tual de su titular, y deben ser necesarios para su 
desarrollo y cumplimiento (lit. d). 


d) El tratamiento debe realizarse por personas jurídi- 
cas, públicas o privadas, para su uso exclusivo o 
para el uso de sus asociados o usuarios (lit. e). 


Este artículo, en su literal c), disciplina cuáles datos 
se consideran personales al efecto de esta ley, deter- 
minación que no siempre es simple y presenta zonas 
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grises, en las que la interpretación puede dar lugar a 
Opiniones contrarias. 


El proyecto de ley incluye entre los datos personales 
que pueden ser tratados sin consentimiento previo 
de sus titulares: 


a) nombres y apellidos 


b) documento de identidad o registro único de con- 
tribuyente 


Cc) nacionalidad 


d) estado civil 


e) nombre del cónyuge, se ha entendido que viola 
privacidad 


f) régimen patrimonial del matrimonio 


g) fecha de nacimiento 


h) domicilio, hay opiniones divergentes, en nuestro 
país sólo porque existe una autorización legal el 
Ministerio del Interior brinda esta información y 
sólo para quienes ejercen la profesión jurídica 
con finalidad específica 


1) teléfono 


j) ocupación o profesión 


k) domicilio laboral 


Algunos datos, como el número del teléfono móvil y 
la dirección de correo electrónico puede entenderse 
que son parte de la identidad personal. Téngase en 
cuenta que el correo electrónico tiene más utilidad, 
hoy por hoy, que el domicilio real, en tanto se presen- 
ta como una vía de acceso fácil y económica, y al 
momento de formar perfiles de las personas propor- 
ciona una buena ayuda. 


El proyecto no refiere a la prohibición de 
entrecruzamientos de información, esto es normal- 
mente rechazado, pues permite crear perfiles de indi- 
viduos, con las consiguientes consecuencias. Ej. 
Spam, políticas virulentas de marketing, aplicar me- 
didas de seguridad específicas a quienes pueden 
llegar a cometer determinados ilícitos por poseer 
determinados perfiles. 


El artículo 5% consagra los principios que han de 
informar los datos: principio de veracidad, de ade- 
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cuación, ecuanimidad de los datos, proporcionali- 
dad con el fin para el que son recabados. 


Al momento de la recolección, no pueden utilizarse 
medios desleales, fraudulentos, abusivos, extorsivos, 
contrarios a la ley. 


Si bien no refiere al derecho de acceso del titular de 
sus datos, que es regulado en el capítulo siguiente, 
sí establece su derecho de cancelación, supresión, 
sustitución por datos veraces y actualizados. 


Consagra asimismo el derecho al olvido, que se pro- 
duce a los cinco años de la fecha de cancelación o 
extinción (Art. 5” in fine, Art. 13 segundo párrafo). 


Atiende correctamente lo referente a los principios 
de calidad y pertinencia de los datos, que no deben 
ser excesivos. 


No atiende suficientemente al principio de exactitud, 
en tanto no establece la necesariedad de una puesta 
al día de los datos, aunque más adelante hay proce- 
dimientos al efecto. 


El principio de finalidad está adecuadamente consa- 
grado, en tanto el fin está determinado, explicitado, 
es legítimo. 


Reconoce a los titulares el derecho de cancelación y 
rectificación de sus datos personales, aunque el 
derecho de acceso lo consagra más adelante. 


El artículo 6” refiere al deber de los sujetos que 
intervienen en el proceso de colecta de los datos 
personales de utilizar la información obtenida con- 
forme el principio de finalidad, para las operaciones 
habituales de su giro, y consagra el deber de 
confidencialidad. 


Este principio de confidencialidad está vinculado 
con la normativa de seguridad, que debe informar 
todo el procesamiento de los datos personales. 


Es conveniente que esta confidencialidad sea ase- 
gurada por medios técnicos y administrativos, y sea 
respaldada con derecho a indemnización conforme 
los principios generales en materia administrativa y 
civil. 


El artículo 7* refiere alos sujetos que intervienen en 
el tratamiento de la información sobre datos persona- 
les, que están obligados a guardar estricto secreto 
profesional con referencia alos datos que hayan sido 
recogidos de fuentes no accesibles al público. La ley 
les releva de la obligación de guardar secreto en 
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casos de orden judicial o consentimiento del titular. 


Se aclara, asimismo, que la obligación de guardar 
secreto persiste una vez finalizada la relación con- 
tractual con el titular del archivo. 


El Capítulo III, “De los derechos de los titulares de 
datos”, es comprensivo de los artículos 8% a 11. 


Los artículos 8” y 9” consagran el derecho de acceso 
y regulan su ejercicio. Toda la información habrá de 
estar disponible en un lapso máximo de treinta días 
(no aclara si hábiles o corridos), gratuitamente, siem- 
pre que el derecho de acceso se ejerza a intervalos no 
inferiores a seis meses, salvo que se acredite un 
interés legítimo. 


La identidad del titular de los datos personales habrá 
de justificarse con su documento de identidad. Si se 
tratare de persona fallecida, el ejercicio de este dere- 
cho se trasmite a sus herederos, que deberán justifi- 
car su calidad de tales mediante sentencia de decla- 
ratoria de herederos. 


El incumplimiento por parte de los administradores 
de la información habilita la acción de habeas data. 


El artículo 10 regula el derecho de rectificación, 
actualización, eliminación o supresión de los datos 
personales incluidos en la base de datos, por existir 
error o falsedad en la información. 


El plazo para que se proceda es de veinte días hábiles, 
durante el cual toda información suministrada por el 
registro deberá serlo con la debida constancia de que 
existe procedimiento de revisión en trámite. 


La eliminación o supresión de datos personales no 
procede cuando de ella puede surgir perjuicio en los 
derechos o intereses legítimos de terceros, o cuando 
existe contravención legal. 


El artículo 11 establece la gratuidad de los procedi- 
mientos de rectificación, actualización, eliminación o 
supresión de datos personales. 


El Capítulo IV, “Del tratamiento de datos personales 
relativos a obligaciones de carácter comercial”, 
comprende los artículos 12 a 15 del proyecto a estu- 
dio. 


El artículo 12 puede considerarse medular, en tanto 
explicita cuáles son los datos objeto de la norma: 


a) deben ser relativos a cumplimiento o incumpli- 
miento de obligaciones comerciales. 
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b) deben permitir la evaluación de: 


- laconducta comercial. 


- la capacidad de pago del titular de los datos al 
efecto de la concertación de negocios. 


c) debe tratarse de datos cuya fuente es: 


- fuente de acceso público. 


- Información facilitada por el acreedor. 


El artículo 13 hace referencia a los plazos del regis- 
tro, que son de cinco años desde su incorporación, 
con posibilidad de prórroga por única vez por cinco 
años más. 


Su segundo párrafo establece que, en casos de can- 
celación del registro o extinción de las obligaciones, 
este hecho se mencionará en la información y se 
conservará el registro (con la mención) por cinco 
años desde la cancelación o extinción. 


De esta forma se atiende al derecho de información de 
aquel que solicita el dato al registro y, a su vez, el 
derecho al olvido del titular de la información, que 
defiende el hecho de que los datos personales no 
pueden ser indefinidamente preservados en el regis- 
tro. 


El artículo 14 establece limitaciones a la actividad de 
los responsables de los ficheros, que no podrán 
efectuar valoraciones subjetivas sobre la informa- 
ción que suministran. 


El artículo 15 establece el procedimiento en caso de 
cancelación de una deuda incumplida registrada. 
Debe ser solicitado por el acreedor, en un plazo 
máximo de diez días hábiles de conocido el hecho, 
comunicando el hecho al responsable de la base de 
datos, que dispondrá de diez días hábiles para actua- 
lizar el dato y asentar la nueva situación. 


El Capítulo V, “Acción de protección de los datos 
personales o habeas data”, está compuesto por los 
artículos 16,17 y 18. 


El artículo 16 refiere alos requisitos de procedencia 
de la acción: incumplimiento de los derechos de 
acceso, rectificación, actualización o supresión del 
titular de los datos. 


El artículo 17 refiere ala legitimación activa, que está 
a cargo del afectado, titular de los datos, de sus 
representantes, tutores, curadores. 
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En caso de personas fallecidas, se reglamenta que 
deben comparecer sus sucesores en línea directa o 
colateral hasta el segundo grado, conforme surge de 
la sentencia de declaratoria de herederos. La compa- 
recencia de los herederos puede ser por sí o por 
apoderado. 


En caso de personas jurídicas, la acción deberá inter- 
ponerse por sus representantes legales o apodera- 
dos designados a tales efectos. 


El artículo 18, régimen aplicable, nos remite a la 
normativa general del CGP y especial de los artículos 
69,7%, 10,12 y 13 de la ley de amparo N* 16.011, de 19 
de diciembre de 1988. 


El Capítulo VI, “Organo de control”, contiene los 
artículos 19 y 20. 


El primero coloca el órgano de control en la órbita del 
Ministerio de Economía y Finanzas, que al efecto 
actuaría asistido por una Comisión Consultiva con 
integración de un representante de la Cámara Nacio- 
nal de Comercio. 


Entre los cometidos de la Comisión Consultiva está 
el de asistencia y asesoramiento a quienes lo solici- 
ten sobre la ley y los medios de defensa de los 
derechos en ella consagrados y, especialmente, al 
MEF en el dictado de reglamentos y resoluciones 
relativas a las actividades comprendidas en la ley, el 
de realizar un censo y llevar un registro permanente 
de archivos, registros y bases de datos referidos en 
la ley, controlar la observancia de los principios de 
integridad, veracidad y seguridad de los datos per- 
sonales involucrados, y emitir opiniones consulti- 
vas ante las autoridades competentes. 


Tendrá, asimismo, potestades para aplicar medidas 
sancionatorias como multa, apercibimiento, suspen- 
sión de actividades, clausura o cierre del archivo, 
registro o base de datos, según correspondiere. 


En lo que hace a la autoridad de control, 
doctrinariamente se entiende que no es imprescindi- 
ble a efectos de lograr un adecuado estatuto de 
protección de los datos personales. 


No obstante ello, en el caso de procurar obtener el 
nivel de adecuación que exigen las normas comuni- 
tarias en la UE, es imprescindible la existencia de 
mecanismos externos, objetivos, que brinden garan- 
tías al derecho fundamental de protección de los 
datos personales. 


Las garantías pueden funcionar, sea como supues- 
tos de control externos o internos, e implican la 
existencia de un régimen sancionatorio. 
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4.1 


4.2 


El régimen español es de los más estrictos o riguro- 
sos de Europa, impone un volumen importante de 
sanciones, aunque no es de naturaleza represiva, 
sino que se vuelca más hacia la prevención. 


La doctrina, mayoritariamente, entiende que la auto- 
ridad de control debe ser autónoma, independiente, 
y que debe ser una autoridad efectiva de control, 
independiente del Poder Judicial. Debe poseer pode- 
res efectivos de prevención y capacidad 
sancionatoria ante infracciones, además de poderes 
de inspección. 


Cuando de autonomía se habla, nos referimos a que 
no debe estar sometida a jerarquías; aunque no ne- 
cesariamente sea autónoma, su dirección debe po- 
seer independencia de quien le designa, y no deberá 
ser removida ni revocada por decisión discrecional 
de un órgano de gobierno. 


No importan las características del órgano, que pue- 
de ser preexistente, pero sí su independencia jerár- 
quica en la toma de decisiones y en lo que atañe al 
nombramiento de sus titulares. 


En el caso español, sus decisiones tiene autoridad de 
poner fin a la vía administrativa y hacer posible 
recurrir al Poder Judicial. 


Por último, el Capítulo VII, “Disposiciones finales y 
transitorias”, es comprensivo de los artículos 21 y 
24 y, como tal, implementa un régimen transitorio de 
funcionamiento, hasta tanto quede aprobada la co- 
rrespondiente reglamentación, para lo cual se otorga 
al Poder Ejecutivo un plazo de 180 días. 


CONCLUSIONES 


De lo expuesto se desprende que la iniciativa es 
valiosa en cuanto recoge soluciones y principios 
avanzados en materia de protección de la autodeter- 
minación informativa de las personas. 


No obstante, por su alcance limitado exclusivamente 
alos datos personales de carácter comercial, el pro- 
yecto examinado no permitirá el acceso del país con 
carácter general al estatuto garantizar “un nivel ade- 
cuado de protección” en los términos de las normas 
comunitarias europeas, tal como acaba de lograrlo 
Argentina, por ejemplo. 


Asimismo, por la misma limitación de objeto, la ac- 
ción de protección de los datos personales (habeas 
data) disciplinada en los artículos 16 a 18 queda 
constreñida por los apretados límites del texto. Qui- 
zás sería conveniente separar a la acción de habeas 
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data en un Título separado y aun cuando el alcance 
del proyecto de ley se mantenga acotado exclusiva- 
mente a los datos personales de carácter comercial, 
la garantía de habeas data se extienda a todo dato 
personal en su más amplio sentido. 


43 Respecto al órgano de control, su asentamiento en el 
Ministerio de Economía y Finanzas es acorde al pro- 
pósito del proyecto de regular únicamente los datos 
personales de carácter comercial. Sinembargo, debe- 
ría preverse lo necesario para que la repartición mi- 
nisterial encargada de desarrollar la competencia 
respectiva goce de la independencia técnica que el 
Derecho comparado unánimemente establece en ga- 
rantía de los ciudadanos. 


Evidentemente, si la iniciativa tutelara todos los 
datos personales, el órgano de control -de mantener- 
seen la órbita del Poder Ejecutivo- no podría radicar- 
se en el Ministerio de Economía y Finanzas sino en 
el Ministerio de Educación y Cultura o, mejor aún, 
debería tener el estatuto propio de las Unidades 
Reguladoras de forma de garantizar su autonomía 
técnica. 


Es cuanto corresponde informar acerca del proyecto 
de ley titulado: “Datos Personales para informes 
comerciales y derecho de habeas data. Normas para 
su protección”, actualmente a estudio de la Comisión 
de Constitución y Legislación de la Cámara de Sena- 
dores. 


Saludo al Sr. Decano con toda consideración. 


Prof. Dr. Carlos E. Delpiazzo 
Director.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En consideración. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, el señor Sena- 
dor Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- El proyecto de ley que pasa a 
consideración del Senado establece normas que regulan la 
protección de datos para informes comerciales y el derecho 
de “habeas data”. La Comisión de Constitución y Legisla- 
ción aprobó esta iniciativa por unanimidad de presentes y, 
además, los señores Senadores cuentan con el informe 
escrito que, a nuestro modo de ver, detalla con profundidad 
los objetivos principales que se persiguen con la misma. 


En consecuencia, en homenaje a la brevedad, me habré 
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de remitir a ese informe, manifestando sucintamente los 


objetivos fundamentales que se buscan con este proyecto 
de ley. 


El primero de ellos, refiere a proteger los datos persona- 
les, cuestión que se inscribe dentro de la más amplia protec- 
ción del derecho a la intimidad. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Formulo moción para que el 
Senado pase a cuarto intermedio por diez minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se vaa votarla moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 

-21en 22. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por diez minutos. 
(Así se hace. Es la hora 17 y 51 minutos) 

(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa la 
sesión. 


(Es la hora 18 y 15 minutos) 


Continúa la discusión general del proyecto de ley por el 
que se establecen normas que regulan la protección de 
datos para informes comerciales y el derecho de “habeas 
data”. 


Cabe aclarar que el Senado tiene quórum para debatir, 
pero no para resolver. 


Continúa en uso de la palabra el señor Senador Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: corresponde seña- 
lar que el proyecto de ley sobre protección de datos para 
informes comerciales y el derecho de “habeas data”, persi- 
gue dos objetivos principales y en ellos habré de resumir la 
exposición. 


El primero tiene que ver con la protección de los datos 
personales, cuestión que se inscribe dentro de la más amplia 
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protección del derecho a la intimidad. Si bien el objetivo del 
proyecto de ley es la protección de los datos personales 
para informes comerciales, resulta indudable que el objeti- 
vo perseguido es la defensa, la protección del derecho a la 
intimidad de las personas. 


El segundo objetivo que se debe tener presente y se 
persigue con este proyecto, es reglamentar, por ley, el 
derecho a la información. Esto es lo que se conoce con el 
nombre de “habeas data” que, sin duda, proviene del más 
antiguo concepto de “habeas corpus”, que dice relación 
con la protección ambulatoria a la libertad física. De ello, la 
nueva generación del Derecho -sobre todo el derecho a la 
información- hoy ha dado nacimiento a este nuevo concep- 
to del “habeas data”. Esencialmente, se resume en el dere- 
cho al acceso ala información que tienen los individuos, así 
como a la confidencialidad de esa información y a la recti- 
ficación, en caso de que se detecte que la información es 
errónea, y finalmente el derecho al olvido luego de transcu- 
rrido un tiempo. 


Reitero que el informe presentado en nombre de la Co- 
misión de Constitución y Legislación contiene, sin duda, 
los aspectos esenciales que adornan este proyecto de ley. 
Quiero señalar, simplemente, que en el Derecho Comparado 
existen normas que protegen el derecho a la intimidad y alos 
datos personales, recogidas en la Constitución de la Repú- 
blica -como es el caso de Argentina, Brasil y Paraguay- y 
también en normas legales, como es el caso -por mencionar 
algunos- de España, Argentina y Estados Unidos. 


En el ámbito internacional, el derecho a la protección de 
datos personales ha cobrado gran vigencia y actualidad. 
Así, en el informe ya se señalan las Jornadas llevadas a cabo 
en cuanto a la protección de este derecho, la principal de las 
cuales se celebró el 6 de junio de 2003, en La Antigua, 
Guatemala. Es significativo señalarla, porque las conclusio- 
nes de la declaración correspondiente fueron recogidas en 
la TIT Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobier- 
no, celebrada en Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, el año 
pasado. Quiero agregar un dato adicional: recientemente se 
realizó el IV Encuentro Iberoamericano de Protección de 
Datos, celebrado en mayo de este año en Cartagena de 
Indias, que estableció la conveniencia de que este derecho 
a la protección de datos personales sea amparado por ley. 


Estas son las consideraciones principales sobre los 
objetivos de este proyecto de ley: en primer término, la 
protección de datos personales -en particular la referida a 
los datos comerciales- para amparar el derecho a la intimi- 
dad y, en segundo lugar, la reglamentación por ley del 
derecho a la información, o sea, el instituto de “habeas 
data”. Estos conceptos generales expuestos en forma sin- 
tética, reitero, están contenidos de manera detallada en el 
informe que acompaña el proyecto de ley, el cual ha sido 
aprobado por la unanimidad de presentes en la Comisión de 
Constitución y Legislación. 


Finalmente, me veo en la obligación de hacer alguna 
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aclaración de índole personal. Hace mucho tiempo que me 
aproximé a este tema de la protección de datos personales, 
llamado principalmente por artículos periodísticos y Carta 
a los Lectores, que señalaban críticas a la existencia de 
registros de datos o de información de índole personal que, 
de una u otra manera, afectaban el derecho de las personas, 
sobre todo el de la intimidad. A esta inquietud se agregó, en 
el ejercicio de mi profesión, el realizar alguna investigación 
y sumar experiencias ajenas en este campo del registro de 
datos. A su vez, tuvimos la preocupación de consultar a 
empresas vinculadas a este tema del banco de datos. Luego 
de un análisis general y de haber requerido la opinión de 
expertos académicos en la materia, junto con el señor Sena- 
dor Heber elaboramos el proyecto de ley que fue puesto a 
consideración de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción. Reitero que esta iniciativa fue sometida a un estudio 
profundo por parte de ese Cuerpo. En tal sentido, se invitó 
al Director del Instituto de Derecho Informático de la Uni- 
versidad de la República, doctor Delpiazzo, quien señaló la 
conveniencia de aprobar este proyecto de ley, con algunas 
salvedades que fueron recogidas. Todo esto viene a propó- 
sito, señor Presidente, de que por haber elaborado la inicia- 
tiva tuve ocasión de estar presente en una reunión, celebra- 
da en febrero del año pasado, a la que fue invitado el 
profesor Piñar Mañas, Director de la Agencia Española de 
Protección de Datos. Cambiando ideas, le pedimos que nos 
diera su opinión al respecto, lo que hizo. Al tiempo de crear 
una vinculación, esto también nos permitió participar en las 
Jornadas sobre este tema que se celebraron en La Antigua, 
Guatemala. 


Con esto quiero decir, señor Presidente, que de a poco 
fui ingresando y aproximándome cada vez más al tema y de 
esa manera tuve un cabal conocimiento del mismo. Natural- 
mente, esto llevó a que fuera invitado a alguna jornada 
nacional sobre este tema, como la que se celebró en diciem- 
bre del año pasado, organizada por el Instituto de Derecho 
Informático de la Facultad de Derecho, con el auspicio de la 
Cámara de Comercio y Servicios. 


Señor Presidente: sabido es que ejerzo la profesión a 
través de un estudio jurídico que fue consultado sobre la 
existencia de este proyecto de ley. Naturalmente, si bien me 
he mantenido al margen, no tengo más remedio, en aras de 
la transparencia, que señalar esta situación. A mijuicio, el 
hecho de apoyar este proyecto de ley supone un total 
convencimiento en cuanto a propiciar el interés general en 
lo que se refiere ala protección de los datos personales que, 
en definitiva, significa proteger el derecho a la intimidad. 
Me parece fundamental el interés superior y general de que 
por ley se reglamente el derecho a la información a través del 
instituto del “habeas data”. Entonces, no obstante consi- 
derar que propiciamos una iniciativa donde prima el interés 
general, en función de lo establecido por el artículo 97 del 
Reglamento, me siento en la obligación de hacer la salve- 
dad. Dicha disposición señala que está prohibido a todo 
Senador intervenir en asuntos que refieran a su interés 
individual. Debe quedar bien claro, señor Presidente, que 
no está en juego mi interés individual, pero en función de 
la necesidad de no ocultar nada al Senado de la República 
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y de efectuar este planteo con la mayor transparencia, creí 
pertinente formular esta advertencia y quedar sometido a lo 
que el Cuerpo disponga. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR RUBIO..- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: con relación al último 
aspecto que planteó el señor Senador Brause, en lo perso- 
nal entiendo que él está en perfectas condiciones de parti- 
cipar en todo este debate y que en esta cuestión no hay 
ningún alcance que lo roce. De todos modos, ese es un 
atributo del pronunciamiento del Cuerpo, el que lo resolverá 
después. 


En lo que tiene que ver con el proyecto de ley -que creo 
es muy importante-, debo decir que se trabajó mucho en la 
Comisión. Deseo aclarar que, en realidad, partimos de una 
iniciativa proveniente de la Cámara de Representantes so- 
bre el tema del “habeas data”, que tenía otros alcances que 
compartíamos en algunos aspectos muy relevantes como, 
por ejemplo, el relativo al manejo de datos por personas 
públicas y la posibilidad de demandar su conocimiento y la 
rectificación de los mismos. Como sobre esto no había 
acuerdo en la Comisión, preferimos tomar un camino al- 
ternativo y legislar sobre aquello en lo que había consenso, 
que es en un capítulo de todo este asunto del manejo y la 
acumulación de datos sobre las personas que, en este caso, 
es el de los informes comerciales. 


Se trata de un proyecto de ley muy serio, que a través de 
su artículo 12 define el alcance del “habeas data” para la 
gente, en la medida en que indica que toda persona tendrá 
derecho a entablar una acción efectiva para tomar conoci- 
miento de los datos referidos a ella que consten en registros 
o bancos de datos públicos o privados y que en caso de 
error, falsedad o discriminación, podrá exigir su rectifica- 
ción, supresión o lo que fuere. Entonces, se define este 
derecho y se da a las personas la posibilidad de acceder a 
los datos sobre ellas mismas, ya sea que se encuentren en 
manos de bancos de datos públicos o privados, y también 
a realizar la rectificación que entiendan pertinente. Se trata 
de una protección de los derechos de los individuos que me 
parece muy importante. Esta definición general -que tuvo la 
gentileza de alcanzar a la Comisión el doctor Delpiazzo- se 
aplica alos datos personales de informes comerciales. A mi 
juicio, con esto se llena un vacío significativo. Desde hace 
bastante tiempo hay una acumulación sorprendentemente 
importante de datos comerciales sobre el comportamiento y 
perfiles del consumo y, en otros aspectos, de las personas. 
El problema es que no hay nada que proteja a los individuos 
del manejo inadecuado que se pueda hacer de esa informa- 
ción. De manera que con este enfoque nosotros vamos a 
respaldar este proyecto que viene con la aprobación uná- 
nime de la Comisión. Más adelante vamos a pedir que se 
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vote por títulos para que el procedimiento se realice con 
mayor velocidad, y que, a su vez, se suprima la lectura. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Quisiera pedir una aclaración a 
los integrantes de la Comisión y al Miembro Informante, 
dirigida directamente a un punto al que acaba de aludir el 
señor Senador Rubio y que refiere al alcance del derecho de 
“habeas data” tal como está legislado en este proyecto. 


Concretamente, me pareció entender que el señor Sena- 
dor Rubio aludía a un proyecto que se consideró en su 
momento en la Cámara de Diputados y que incluía en la 
órbita del “habeas data” a registros o archivos que pudieran 
estar no directamente relacionados con la vida comercial de 
una persona, sino con otros aspectos. Pienso que tal vez se 
refería a los aspectos de tipo político y a cierta clase de 
información que sin duda existe -personalmente así lo creo- 
en registros o archivos en la órbita del Ministerio del 
Interior y del Ministerio de Defensa Nacional. 


Si esto fuera así, es decir, si la Comisión hubiera optado por 
legislar exclusivamente sobre el tema de la protección de 
datos comerciales, me surgen una serie de dudas con res- 
pecto a la redacción, porque la verdad es que el artículo 12 
tiene un alcance bastante más general que el que se refiere 
simplemente a los datos de tipo comercial, por cuanto la 
redacción alude a registros o bancos de datos públicos o 
privados sin ninguna limitación, mientras que en el artículo 
13 vemos ya una referencia a archivos, registros o bases de 
datos personales. Por lo tanto, puede entenderse perfecta- 
mente -y yo lo estoy haciendo en este momento- que el 
derecho de “habeas data” tal como está regulado en el 
proyecto de ley tiene un alcance bastante más general que 
el que lo limita exclusivamente a la protección de datos 
personales de carácter comercial. 


Mi consulta es respecto a si entendí bien que el objetivo 
de la ley se limita exclusivamente a la protección de los 
datos de naturaleza comercial. En tal caso, si la respuesta es 
afirmativa, me permito hacer notar que, tal como está regu- 
lado el “habeas data”, tiene un alcance bastante más gene- 
ral -aclaro que personalmente estoy de acuerdo con que lo 
tenga- y que en mi opinión este proyecto avalaría o permi- 
tiría perfectamente una acción de “habeas data” en caso de 
que un ciudadano quiera conocer cuáles son sus antece- 
dentes respecto a actividades de otra naturaleza que la 
comercial y que figuran en registros o archivos manejados 
por el Poder Ejecutivo, a nivel del Ministerio del Interior o 
del Ministerio de Defensa Nacional. 


Por ingenuo que parezca, creo que en un Estado de 
Derecho cualquier ciudadano tiene el derecho de conocer - 
y debería tener el derecho legal de obtener la protección de 
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ese derecho- qué datos o antecedentes tiene registrado el 
Estado en estos servicios respecto a su persona y a su 
actividad. 


SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RUBIO.- Sin perjuicio de que los señores Sena- 
dores Brause y Korzeniak puedan profundizar en el tema, 
quiero señalar que la interpretación correcta de esta norma 
es, a mi juicio, la que sostiene el señor Senador Carvalho. 
Este artículo protege el derecho de los individuos a tener 
acceso ainformación de cualquier naturaleza y en cualquier 
ámbito siempre que no exista una ley que lo inhiba; esa es 
una definición general del “habeas data”, que yo comparto. 
Lo que sucede es que en esta ley se aplica a un subconjunto, 
que son los datos relativos a informes comerciales, pero lo 
que hacen los artículos 12 y 13 es establecer una definición 
de carácter general que nosotros planteamos en la Comisión 
que se pidiera alos expertos para no limitar el “habeas data” 
ala cuestión de los datos comerciales. Además, este alcan- 
ce más general es el que tiene en el Derecho Comparado en 
este momento. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: quiero señalar 
que comparto la interpretación que realizó el señor Senador 
Carvalho y que fuera ratificada por el señor Senador Rubio. 


En todo el curso del tratamiento de este tema en la 
Comisión se explicó muy claramente por parte de algunos 
especialistas que recibimos -como un jurista español muy 
conocido en el campo del Derecho Comparado- que una 
cosa es la protección del derecho a la intimidad en los 
informes comerciales y otra es el derecho de “habeas data”, 
que refiere a cualquier dato que una persona quiera conse- 
guir de cualquier registro público o privado. Quiero decir 
que a esta carpeta se le anexaron varias otras -algunas que 
venían de la Cámara de Diputados y otras que se habían 
presentado en el Senado, como un proyecto del señor 
Senador Gargano que se refería, justamente, al Ministerio 
del Interior y al Ministerio de Defensa Nacional- y que 
nosotros entendimos que este proyecto de ley -por eso lo 
votamos en la Comisión-, en estas normas genéricas de 
“habeas data” -no de protección de los datos de informes 
comerciales, que es otro tema-, comprende todos los casos. 
Esto es así en todas partes; incluso, en Brasil, más allá de 
que se cumpla o no -eso no lo sé-, está en la Constitución, 
y en la mayoría de los países está consagrado en una ley. En 
el caso uruguayo es un derecho que estaría comprendido en 
el artículo 72 de la Constitución. 
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Pero dejando de lado este aspecto, quiero aclarar que en 
el curso del tratamiento de esta ley siempre se distinguieron 
dos temas: uno fue el estrictamente comercial, es decir, 
cómo lograr impedir que a través de la información almace- 
nada en los bancos de datos comerciales se viole el derecho 
a la intimidad, y otro fue el derecho de las personas a tener 
acceso a todo dato personal que haya en cualquier registro 
público o privado. 


SEÑOR BRAUSE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR BRAUSE.- El planteo que se ha hecho respecto 
del alcance o la finalidad que se persigue con el instituto del 
“habeas data” fue, por cierto, ampliamente elaborado y 
discutido en la Comisión de Constitución y Legislación. 
Incluso, tuvimos ocasión de consultar expresamente sobre 
este tema al profesor Carlos Delpiazzo, que se pronunció de 
manera muy clara, además de haber incorporado a los ante- 
cedentes de la Comisión, como lo indicamos en el informe, 
un memorándum que, con fecha 6 de agosto de 2003, en 
nombre del Instituto de Derecho Informático, se le dirigió al 
señor Decano de la Facultad de Derecho, el doctor Alejan- 
dro Oliú. Lo cito porque sobre este punto en particular se 
pronuncia dando, a mijuicio, la respuesta correcta. Concre- 
tamente, el doctor Delpiazzo dice en ese informe lo siguien- 
te: “En cuanto a la finalidad del habeas data” es interesante 
señalar que si bien dicho instituto se ha ido perfilando como 
una garantía de acceso a los datos personales (“habeas 
data? propio), también se ha extendido respecto de datos no 
personales, especialmente en poder de administraciones 
públicas (“habeas data* impropio). No obstante, la segunda 
de las indicadas hipótesis no es más que una manifestación 
actual del viejo derecho de acceso de los ciudadanos a los 
archivos y registros administrativos, cuyo fundamento ra- 
dica en los principios de publicidad y transparencia de las 
actuaciones administrativas, el cual resulta reforzado a la 
luz de recientes normas dictadas para combatir la corrup- 
ción”. 


Quiere decir que claramente está indicado por el profe- 
sor Delpiazzo, distinguiendo entre lo que él llama “habeas 
data propio” y “habeas data impropio”, cuál es la finalidad 
que a través de estas normas del artículo 12 y siguientes del 
proyecto de ley se persiguen en la materia del acceso y del 
derecho a la información. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Voy areferirme al “habeas data” y 
al llamado órgano de control. El artículo 12 parece tener un 
ámbito de aplicación que comprende todos los registros de 
cualquier tipo, ya sean de índole particular o público, y 
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dentro de los públicos a aquellos que afecten directamente 
a las personas. En ese sentido adelanto que lo voy a votar, 
puesto que considero que es un paso adelante. 


Como bien señala el señor Senador Korzeniak, planteé 
un proyecto de ley relativo específicamente al “habeas 
data” que refería a la información de carácter personal de 
que dispusieran los organismos de inteligencia de las Fuer- 
zas Armadas y de los Institutos Policiales de nuestro país. 
Considero que es muy importante que todo ciudadano que 
no tenga inhibida su ciudadanía goce de todos los dere- 
chos y pueda acceder a aquella información que el Estado 
ha recogido sin su autorización, a los efectos de conocer- 
la, rectificarla o solicitar al Juez que se le elimine de los 
antecedentes. Reitero que voy a votar esta disposición en 
el entendido de que todo esto está comprendido en el 
artículo 12, aunque creo que lo otro hubiera sido mucho 
mejor. 


En este sentido, debo decir que aprendí muy jovencito 
y lo confirmé a los treinta y nueve años, que los organismos 
policiales tienen antecedentes reservados de cada uno de 
nosotros. En cierta oportunidad un hermano mayor me dijo 
que lo habían detenido y que habían sacado una carpeta que 
contenía prácticamente todo el itinerario de sus últimos 
veinticinco años de actividad sindical y política. Asimismo, 
en la ocasión en que el régimen de facto me detuvo, más allá 
de lainhabilidad del interrogador, lo cierto es que la cosa se 
le arregló cuando le trajeron una carpetita en la que cons- 
taban absolutamente todos los pasos que yo había dado 
desde los dieciséis años. Por supuesto que todo aludía al 
plano político, adónde había ido, si había tomado el ómni- 
bus en tal lado, qué misión había realizado, en qué acto 
había participado, etcétera. Todo esto es absolutamente 
ilegal y viola los derechos individuales de las personas; y 
cabe aclarar que la dictadura me tuvo preso treinta y seis 
horas y me tuvo que largar porque no contaba con elemen- 
tos en mi contra. Claro, más adelante el régimen de facto me 
declaró ilegal y fui perseguido por todas partes. Es más, me 
encontraron en San Pablo -un poco lejos de acá- y allí me 
echaron mano. Reitero, todo esto es muy importante desde 
el punto de vista de las libertades de la gente. 


Esto no es nuevo en el mundo. Durante el primer Gobier- 
no del doctor Felipe González Márquez, en España, en 1983 
se dictó una ley en el sentido de habilitar a todas las 
personas a acudir ante los registros de la Policía y de las 
Fuerzas Armadas para saber si contaban con información 
disponible. Tenían la obligación de abrir los registros y de 
que se pudiera constatar si existía información. Fue así que 
se descubrió que una de las primeras tarjetas databa del año 
1906 y refería a Pablo Iglesias. Con la precariedad de aque- 
llos tiempos se hacían unas tarjetitas chicas, marrones y 
rectangulares, y con la torpeza que tenía en aquel momento 
la guardia civil y la policía política rotulaban de 
“propandista”, es decir, le erraban a la redacción, de tan 
burros que eran. Al respecto, tengo la fortuna de que 
González Márquez me haya mandado un ejemplar de la 
misma que en aquella oportunidad yo envié como tarjeta de 
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Navidad atodos los compañeros de mi partido, a fin de que 
conocieran esa metodología. 


Aunque no está implícitamente dicho aquí, de alguna 
manera me parece que este derecho va a empezar a poder ser 
ejercido y, a lo mejor, lograremos saber algunas cosas 
importantes acerca de nosotros mismos que de pronto 
desconocemos o hemos olvidado. En general, los servicios 
de inteligencia de la Policía y de las Fuerzas Armadas tienen 
mucha memoria, el problema consiste en quién la usa y para 
qué. Ya sabemos cómo se ha utilizado en nuestro país 
durante once años y medio. Quizás algún día logremos que 
la gente pueda tener acceso a la información y contar con 
la posibilidad de saber con certeza qué es lo que su Estado 
piensa sobre él. En este plano soy bastante anarquista, 
puesto que no confío en los órganos del Estado y me parece 
que el ciudadano debe primar sobre ello. En mi opinión, la 
base de las libertades está en que se pueda acceder a la 
información que el Estado acumula y en ejercer la voluntad 
ciudadana. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Sin ninguna duda, el insti- 
tuto del “habeas data” es uno de los más modernos del 
Derecho Público y del Derecho Constitucional. Las moder- 
nas Constituciones -la española de 1978, la brasileña de 
1988 y la más reciente reforma constitucional de la Repúbli- 
ca Argentina de 1994- prevén el “habeas data”. La Consti- 
tución brasileña de 1988 prevé el clásico mandato de segu- 
ridad, el “habeas corpus” y el “habeas data”. El “habeas 
corpus” es un instituto de vieja data del Derecho anglo- 
sajón que tiene por finalidad proteger la libertad física de las 
personas. El mandato de seguridad de los brasileños es 
como una especie de acción de amparo de las Constitucio- 
nes mexicanas que tanto se han difundido en toda América 
y que tiene como finalidad proteger derechos y libertades 
excluidos del instituto del “habeas corpus”, o sea, fuera de 
la protección de la libertad física y, finalmente, el “habeas 
data”. 


Con respecto al “habeas data”, debemos decir que la 
última reforma constitucional que se hizo en Argentina 
previó expresamente estos tres institutos: el “habeas cor- 
pus”, la acción de amparo y el “habeas data”. En el caso de 
nuestro país, desde hace algunos años, concretamente 
desde 1987, tenemos consagrada la acción de amparo, pese 
a que, como citaba hace un momento el señor Senador 
Korzeniak, nuestra Doctrina sostenía que en base a diver- 
sas disposiciones de la Constitución uruguaya -entre ellos 
los artículo 7* y 72-, la Jurisprudencia de nuestros tribuna- 
les la debió admitir; sin embargo nunca fue así. Pero para 
que sirva de interpretación auténtica respecto a la iniciativa 
que estamos considerando en el Senado, concretamente 
este proyecto de ley de datos personales de informes co- 
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merciales, debemos decir que en primer lugar sus autores, 
los señores Senadores Brause y Heber, establecieron clara- 
mente sobre el Capítulo V, en la exposición de motivos, lo 
siguiente: “El Capítulo V sobre *Acción de Protección de los 
Datos Personales o “habeas data”” consagra la acción de 
protección de datos personales o derechos de “habeas 
data”, regulando en forma adecuada lo que hasta el presen- 
te ha sido un vacío en nuestra legislación.” 


Quiere decir que esa fue, concretamente, la razón o el 
fundamento expuesto por los autores del proyecto, de 
llenar un vacío en la legislación uruguaya, ya que en ésta no 
existe el “habeas data” que se consagra por primera vez en 
esta iniciativa. 


La exposición de motivos de los señores Senadores 
Brause y Heber continúa diciendo: “En lo que concierne a 
las acciones que se promuevan por violación a los derechos 
contemplados se remite a las normas del Código General del 
Proceso y en particular ala ley N*16.011 de 19/12/88 sobre 
acción de amparo.” 


Para complementar esta interpretación, que me parece 
sumamente importante, cabe señalar que el Instituto de 
Derecho Informático de la Facultad de Derecho de la Uni- 
versidad de la República, en informe elevado al Decano de 
esa Facultad, con fecha 6 de agosto de 2003, en el numeral 
4.2 de las conclusiones, establece lo siguiente, que me 
parece importante para entender con claridad la amplitud 
del instituto que hoy consagramos: “Asimismo, por la mis- 
ma limitación de objeto, la acción de protección de los datos 
personales (“habeas data”) disciplinada en los artículos 16 
a 18” -se está refiriendo al proyecto de los señores Senado- 
res Brause y Heber- “queda constreñida por los apretados 
límites del texto. Quizás sería conveniente separar a la 
acción de “habeas data” en un Título separado y aun 
cuando el alcance del proyecto de ley se mantenga acotado 
exclusivamente a los datos personales de carácter comer- 
cial, la garantía de “habeas data” se extienda a todo dato 
personal en su más amplio sentido.” 


Esa fue la razón, señor Presidente, por la cual la Comi- 
sión de Constitución y Legislación entendió conveniente 
dar al proyecto de ley esta estructura en título, y concreta- 
mente separó en el Título I, “Protección de Datos Persona- 
les y de Informes Comerciales”, y en el Título II, “habeas 
data” y a “Organo de Control”. 


Quiere decir entonces que para la interpretación fidedig- 
na de este proyecto de ley, queda claro que el instituto del 
“habeas data” que aquí estamos consagrando es de carác- 
ter absolutamente general para toda persona y todo tipo de 
registro, ya sea público o privado. 


Es cuanto tenía que informar, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay más oradores inscriptos. 
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La Mesa entiende que no corresponde votar la autoriza- 
ción solicitada por el señor Senador Brause, en cuanto 
declaró que no hay una interferencia de interés individual. 
Sin embargo, si algún señor Senador estima lo contrario, 
habría que poner a votación la autorización correspondien- 
te. 


Se va a votar en primer lugar la moción formulada por el 
señor Senador Rubio en el sentido de que se vote por 
Títulos suprimiendo la lectura del articulado. 


(Se vota:) 

- 16en 17. Afirmativa. 

Se va a votar en general el proyecto de ley. 

(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el Título I, que va del artículo 1%al 11. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el Título II, que va del artículo 12 a121. 
SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: realmente, la 
intervención del señor Senador Correa Freitas me ha llama- 
do la atención sobre el informe producido por el profesor 
Delpiazzo y el Instituto de Derecho Informático de la Facul- 
tad de Derecho, donde encuentro una consideración final 
que me parece tiene que ver con la ubicación orgánica que 
vamos a dar al llamado órgano de control. Si vamos al punto 
siguiente al que citó el señor Senador Correa Freitas, en el 
que el doctor Delpiazzo proponía que se estableciera o se 
regulara separadamente el derecho de “habeas data” para 
darle un carácter más general, lo que fue aceptado por la 
Comisión, vemos que se decía: “Evidentemente, silainicia- 
tiva tutelara todos los datos personales,” -como estamos de 
acuerdo que lo hace en la medida en que se regula separa- 
damente en un título aparte el derecho de “habeas data”- “el 
órgano de control -de mantenerse en la órbita del Poder 
Ejecutivo- no podría radicarse en el Ministerio de Economía 
y Finanzas, sino en el Ministerio de Educación y Cultura o, 
mejor aún, debería tener el estatuto propio de las Unidades 
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Reguladoras de forma de garantizar su autonomía técnica.” 


De acuerdo con esto, que me parece muy razonable, 
estoy planteando una modificación al texto del artículo 20, 
consistente en sustituir la mención al Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas por una al Ministerio de Educación y Cultura, 
partiendo de la base de que ello resulta considerablemente 
más adecuado a la interpretación auténtica que acabamos 
de hacer y que surge de la lectura del texto, en cuanto a que 
estamos regulando con carácter general el derecho de “ha- 
beas data” y a través de él la protección de los datos 
personales que puedan tener, no sólo empresas privadas, 
sino el Estado en su más amplia acepción en cualquiera de 
sus reparticiones o servicios. 


SEÑOR BRAUSE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- Sin duda, la preocupación del señor 
Senador Carvalho fue discutida en la Comisión y se tuvo en 
cuenta esa iniciativa, considerando que el Ministerio de 
Educación y Cultura es el órgano jerárquico de los Regis- 
tros Públicos. Siguiendo la línea de razonamiento del doctor 
Delpiazzo, se podría pensar que ese podría ser el órgano 
encargado del control. Luego de un intercambio de puntos 
de vista, se volvió al fin a la idea de que fuera el Ministerio 
de Economía y Finanzas por la razón principal de que en este 
proyecto lo que está en juego también es sin duda la defensa 
de los consumidores. Más allá de sumar lo ampliado como 
lo establece el artículo 12, sin perjuicio de que quien pudiera 
tener la necesidad de conocer información de los Registros 
Públicos, puede tomar esa iniciativa, ya sea ante el Minis- 
terio de Economía y Finanzas como ante el propio Ministe- 
rio de Educación y Cultura, teniendo en cuenta que el 
proyecto de ley refiere a la protección de datos personales 
pero de índole comercial, se pensó que debía primar el 
concepto de la defensa al consumidor que es quien en 
definitiva se ha visto especialmente afectado y 
desprotegido, al no existir ninguna norma legal que lo 
ampare en el uso de su información, de la información que 
le pertenece en este mundo de la informática y que se maneja 
sin su consentimiento, lo que por tanto puede afectar su 
interés y sus derechos. 


En consecuencia, teniendo en cuenta la concepción del 
proyecto de ley, que estamos hablando de datos personales 
de índole comercial y que lo que se persigue esencialmente 
es la protección a ese consumidor hoy en día desprotegido 
y cuya información es manejada por bancos de datos que él 
ignora, lo que le estamos dando principalmente es el dere- 
cho a la información, pero asu vez sin limitar el concepto del 
“habeas data” a sólo la información que puede provenir de 
registros privados, sino también de Registros Públicos. 


Por eso, en definitiva, la Comisión, luego de analizar la 
conveniencia o no de poner este registro bajo el control del 
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Ministerio de Economía y Finanzas o, como sugería el 
doctor Delpiazzo, el de Educación y Cultura, se llegó a la 
conclusión de que debería estar bajo el control del primero 
de ellos, sin perjuicio de los derechos que se pueden ejercer 
por quien se sienta afectado por un registro que trascienda 
lainformación privada, o sea por un registro público. Enton- 
ces, teniendo en cuenta estas consideraciones, la Comisión 
entendió que es preferible tenerlo bajo la órbita de dicho 
Ministerio por la circunstancia que señalaba, en cuanto a 
que ya está bajo la órbita de ese Ministerio la defensa del 
consumidor, pero sin perjuicio de que también a través de 
esta Cartera se puede pedir el amparo de quien entienda que 
necesita acceder a información que esté en los registros 
públicos. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: mi intención 
es buscar una fórmula gramatical que supere lo que para mí 
es una discusión importante. Quien habla votó todo el 
proyecto en la Comisión, pero debo confesar que la inter- 
vención del señor Senador Carvalho me hizo meditar mucho 
en el tema. 


Realmente, no parece demasiado adecuado que el alcan- 
ce que hemos dado al “habeas data”, que es el que tiene el 
proyecto de ley, quede constreñido al Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, por más que los derechos de los consumi- 
dores se hayan tenido en cuenta, así como también los 
derechos de los que solicitan créditos. Entonces, voy a 
hacer una propuesta que no modificaría demasiado el texto 
de la ley y que pretendería recoger argumentos que he 
escuchado de ambos lados. De cualquier manera, confieso 
que la solución que más me gustaría sería la del Ministerio 
de Educación y Cultura pero, teniendo presente otros ele- 
mentos, plantearía realizar una modificación al inciso se- 
gundo del artículo 20. Allí, después del acápite que le da el 
control al Ministerio de Economía y Finanzas, se establece 
que dicho Ministerio actuará asistido por una Comisión 
consultiva que, en definitiva, será la que tenga más direc- 
tamente el control. Entonces, diría que, en vez de tener 
cinco miembros, esa Comisión tuviera siete y alos represen- 
tantes que aquí están se agregaran dos del Poder Judicial o 
del Ministerio de Educación y Cultura, para representar esa 
parte de la ley de la que se habló. No sé si esto se entiende 
bien y si el señor Senador Carvalho coincide conmigo en 
esta propuesta. 


SEÑOR BRAUSE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: quiero decir que me 
parece muy inteligente lo que propone el señor Senador 
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Korzeniak. De esa manera, aumentaría el número de inte- 
grantes de la Comisión consultiva a siete. Por mi parte, me 
inclinaría a que esos dos nuevos miembros fueran represen- 
tantes del Ministerio de Educación y Cultura porque, de esa 
manera, estaría contemplada la inquietud razonable del 
señor Senador Carvalho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, se acepta una re- 
dacción que diga: “integrada por siete miembros, tres de los 
cuales serán representantes de dicho Ministerio, dos del 
Ministerio de Educación y Cultura, uno de los cuales lo 
presidirá, un representante de la Cámara Nacional de Co- 
mercio y de Servicios y un representante de la Liga de 
Defensa Comercial”. 


Se va a votar el Título II del proyecto de ley, que 
comprende los artículos 12 a 21, con la redacción dada al 
artículo 20. 


(Se vota:) 
-16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el Título [II, que comprende los artícu- 
los 22 a 26. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


TITULOI 


CAPITULOI 


PROTECCION DEDATOS PERSONALES DE 
INFORMES COMERCIALES 


ARTICULO 1”.- El presente Título tiene por objeto 
regular el registro, almacenamiento, distribución, transmi- 
sión, modificación, eliminación, duración, y en general, el 
tratamiento de datos personales asentados en archivos, 
registros, bases de datos, u otros medios similares autori- 
zados, sean éstos públicos o privados, destinados a brindar 
informes objetivos de carácter comercial. 


Se entenderá que el tratamiento regulado involucra toda 
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forma de registro, almacenamiento, distribución, transmi- 
sión, modificación, eliminación, duración y toda otra forma 
del mismo o similar alcance. 


También se aplicarán sus disposiciones, en cuanto re- 
sulten pertinentes, a los datos sobre personas jurídicas. 


ARTICULO 2“.- Se exceptúan de esta ley, el tratamiento 
de datos que no sean de carácter comercial como por 
ejemplo: a) datos de carácter personal que se originen en el 
ejercicio de las libertades de emitir opinión y de informar, así 
como los relativos a encuestas, estudios de mercado o 
semejantes, los que se regularán por las leyes especiales 
que les conciernan y que al efecto se dicten; y b) datos 
sensibles sobre la privacidad de las personas, entendién- 
dose por éstos, aquellos datos referentes al origen racial y 
étnico de las personas, así como sus preferencias políticas, 
convicciones religiosas, filosóficas o morales, afiliación 
sindical o información referente a su salud física O a su 
sexualidad y toda otra zona reservada a la libertad indivi- 
dual. 


Para la obtención y tratamiento de datos que no sean de 
carácter comercial se requerirá expresa y previa conformi- 
dad de los titulares, luego de informados del fin y alcance 
del registro en cuestión. 


CAPITULO II 


PRINCIPIOS GENERALES 


ARTICULO 3".-La obtención y el tratamiento de datos 
personales por parte de personas físicas o jurídicas con el 
alcance previsto en esta ley, será lícita siempre que se haga 
conforme a la misma y al ordenamiento jurídico. En todo 
caso se deberá respetar el pleno ejercicio de los derechos 
fundamentales de los titulares de los datos y de las facul- 
tades que esta ley reconoce. 


ARTICULO 4”.- No requiere previo consentimiento el 
registro y posterior tratamiento de datos personales cuan- 
do: 


a) Los datos provengan de fuentes públicas de infor- 
mación, tales como registros, archivos o publicacio- 
nes en medios masivos de comunicación; 


b) Sean recabados para el ejercicio de funciones o co- 
metidos constitucional y legalmente regulados pro- 
pios de las instituciones del Estado o en virtud de 
una obligación especifica legal; 


c) Se trate de listados cuyos datos se limiten a nombres 
y apellidos, documento de identidad o registro único 
de contribuyente, nacionalidad, estado civil, nombre 
del cónyuge, régimen patrimonial del matrimonio, 
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fecha de nacimiento, domicilio y teléfono, ocupación 
o profesión y domicilio; 


d) Deriven de una relación contractual del titular de los 
datos y sean necesarios para su desarrollo y cumpli- 
miento; y 


e) Se realice por personas físicas o jurídicas, privadas 
o públicas, para su uso exclusivo o el de sus asocia- 
dos o usuarios. 


ARTICULO 5”.- Los datos recogidos a los efectos de 
su tratamiento deben ser veraces, adecuados, ecuánimes y 
no excesivos en relación con la finalidad para la cual se 
hubieren obtenido. 


El titular del registro es responsable de la violación de 
esta disposición, así como de la obtención legítima de sus 
datos. 


Se prohíbe la recolección de los mismos por medios 
desleales, fraudulentos, abusivos, extorsivos o en forma 
contraria a esta ley, aun cuando ello no implique violación 
de la ley penal. 


Los datos que sean total o parcialmente inexactos o 
incompletos deben ser, en su caso, suprimidos, sustituidos 
o completados por datos veraces y actualizados por el 
responsable de su tratamiento, en cuanto conociere dicha 
circunstancia. Asimismo, deberán ser eliminados aquellos 
datos que hayan caducado conforme lo previsto en el 
artículo 9*. 


ARTICULO 6”.- Aquellas personas físicas o jurídicas 
que obtengan legítimamente información proveniente de 
una base de datos que brinde tratamiento a los mismos, 
están obligadas a utilizarla en forma reservada y exclusi- 
vamente para las operaciones habituales de su giro o acti- 
vidad, estando prohibida toda difusión de la misma a terce- 
ros. 


ARTICULO 7”.- Las personas que por su situación 
laboral u otra forma de relación con el responsable de un 
archivo, registro o base de datos o similares tuvieren acce- 
so 0 intervengan en cualquier fase del tratamiento de datos 
personales, están obligadas a guardar estricto secreto pro- 
fesional sobre los mismos (artículo 302 del Código Penal), 
cuando hayan sido recogidos de fuentes no accesibles al 
público. Lo previsto no será de aplicación en los casos de 
orden de la Justicia competente, de acuerdo con las normas 
vigentes en esta materia o si mediare consentimiento del 
titular. 


Esta obligación subsistirá aún después de finalizada la 
relación con el titular del archivo, registro, base de datos o 
similares. 
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DEL TRATAMIENTO DEDATOS PERSONALES RELA- 
TIVOS A OBLIGACIONES DECARACTER COMERCIAL 


ARTICULO $8".- Queda expresamente autorizado el tra- 
tamiento de datos personales relativos al cumplimiento o 
incumplimiento de obligaciones de carácter comercial o 
crediticia que permitan evaluar la concertación de negocios 
en general, la conducta comercial o la capacidad de pago del 
titular de los datos, en aquellos casos en que los mismos 
sean obtenidos de fuentes de acceso público o proceden- 
tes de informaciones facilitadas por el acreedor o en las 
circunstancias del artículo 4”. 


ARTICULO 9*.- Los datos personales relativos a obli- 
gaciones de carácter comercial sólo podrán estar registra- 
dos por un plazo de cinco años contados desde su incorpo- 
ración. En caso que al vencimiento de dicho plazo la 
obligación permanezca incumplida, el acreedor podrá soli- 
citar al titular de la base de datos, por única vez, su nuevo 
registro por otros cinco años. 


Este nuevo registro deberá ser solicitado en el plazo de 
treinta días anteriores al vencimiento original. 


Las obligaciones canceladas oextinguidas por cualquier 
medio, permanecerán registradas, con expresa mención de 
este hecho, por un plazo máximo de cinco años, no reno- 
vable, a contar de la fecha de la cancelación o extinción. 


ARTICULO 10.- Los responsables de la base de datos se 
limitarán a realizar el tratamiento objetivo de la información 
registrada tal cual ésta le fuera suministrada, debiendo abs- 
tenerse de efectuar valoraciones subjetivas sobre la misma. 


ARTICULO 11.- Cuando se haga efectiva la cancela- 
ción de cualquier obligación incumplida registrada en una 
base de datos, el acreedor deberá en un plazo máximo de diez 
días hábiles de acontecido el hecho, comunicarlo al respon- 
sable de la base de datos correspondiente. 

Una vez recibida la comunicación por el responsable, és- 
te dispondrá de un plazo máximo de tres días hábiles para 


proceder a la actualización del dato, asentando su nueva 
situación. 


TITULO! 


HABEAS DATA Y ORGANO DE CONTROL 


CAPITULOI 


HABEASDATA 


ARTICULO 12.- Toda persona tendrá derecho a enta- 
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blar una acción efectiva para tomar conocimiento de los 
datos referidos a su persona y de su finalidad y uso, que 
consten en registros o bancos de datos públicos o privados 
y, en caso de error, falsedad o discriminación, a exigir su 
rectificación, supresión o lo que entienda corresponder. 


Cuando se trate de datos personales cuyo registro esté 
amparado por una norma legal que consagre el secreto a su 
respecto, el Juez apreciará el levantamiento del mismo en 
atención a las circunstancias del caso. 


ARTICULO 13.- Cualquier persona podrá requerir al 
organismo de control (artículo 20), información relativa ala 
existencia y domicilio de archivos, registros o bases de 
datos personales, sus finalidades y la identificación de sus 
responsables. 


A tales efectos habrá un registro actualizado de consul- 
ta pública y gratuita. 


ARTICULO 14.- Todo titular de datos personales que 
previamente acredite suidentificación con el documento de 
identidad respectivo, tendrá derecho a obtener toda la 
información que sobre sí mismo se halle en bases de datos 
públicas o privadas. Este derecho de acceso sólo podrá ser 
ejercido en forma gratuita a intervalos no inferiores a seis 
meses, salvo que se hubiere suscitado nuevamente un 
interés legítimo de acuerdo con el ordenamiento jurídico. 


Cuando se trate de datos de personas fallecidas, el 
ejercicio del derecho al cual refiere este artículo, correspon- 
derá a cualesquiera de sus sucesores universales, cuyo 
carácter se acreditará por la sentencia de declaratoria de 
herederos. 


La información debe ser proporcionada dentro de los 
veinte días hábiles de haber sido solicitada. Vencido el 
plazo sin que el pedido sea satisfecho o si fuera denegado 
por razones no justificadas de acuerdo con esta ley, queda- 
rá habilitada la acción de habeas data prevista en el Capí- 
tulo II del Titulo II de esta ley. 


ARTICULO 15.- Toda persona física o jurídica tendrá 
derecho, en caso de corresponder, por haberse constatado 
error O falsedad en la información de la que es titular, a 
solicitar la rectificación, actualización y la eliminación o 
supresión de los datos personales que le corresponda que 
estén incluidos en una base de datos o similares. 


El responsable de la base de datos deberá proceder a 
realizar la rectificación, actualización, eliminación o supre- 
sión, mediante las operaciones necesarias a tal fin en un 
plazo máximo de veinte días hábiles de recibida la solicitud 
por el titular del dato o, en su caso, informar de las razones 
por las que estime no corresponde. 


El incumplimiento de esta obligación por parte del res- 
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ponsable de la base de datos o el vencimiento del plazo, 
habilitará al interesado a promover la acción de habeas data 
prevista en esta ley. 


No procede la eliminación o supresión de datos perso- 
nales salvo en aquellos casos de notorio error o falsedad, 
en aquellos casos en que se pueda causar perjuicio a los 
derechos o intereses legítimos de terceros o cuando contra- 
venga lo establecido por una obligación legal. 


Durante el proceso de verificación o rectificación de 
datos personales, el responsable de la base de datos ante 
el requerimiento de terceros por acceder a informes sobre 
los mismos, deberá dejar constancia que dicha información 
se encuentra sometida a revisión. 


ARTICULO 16.- La rectificación, actualización, elimi- 
nación o supresión de datos personales cuando correspon- 
da, se efectuará sin cargo alguno para el interesado. 


CAPITULO II 


ACCION DE PROTECCION DELOS DATOS 
PERSONALES 


ARTICULO 17.- El titular de datos personales podrá 
entablar la acción de protección de datos personales o 
habeas data, contra todo responsable de una base de datos 
pública o privada, en los siguientes supuestos: 


1%) cuando quiera conocer sus datos personales que se 
encuentran registrados en una base de datos o simi- 
lar y dicha información no le hubiese sido proporcio- 
nada porel responsable de la base de datos conforme 
se prevé en el artículo 9%; o 


2%) cuando haya solicitado al responsable de la base de 
datos su rectificación, actualización, eliminación o 
supresión y éste no hubiese procedido a ello o dado 
razones suficientes por las que no corresponde lo 
solicitado, en el plazo previsto al efecto en la ley. 


ARTICULO 18.- La acción de habeas data podrá ser 
ejercida por el propio afectado titular de los datos o sus 
representantes, ya sean tutores o curadores y, en caso de 
personas fallecidas, por sus sucesores universales, en línea 
directa o colateral hasta el segundo grado, por sí o por 
medio de apoderado. 


En el caso de personas jurídicas, la acción deberá ser 
interpuesta por sus representantes legales o los apodera- 
dos designados a tales efectos. 


ARTICULO 19.- Las acciones que se promuevan por 
violación alos derechos contemplados en la presente ley se 
regirán en lo general por las normas del Código General del 
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Proceso y en lo particular por los artículos 6%, 7%, 10, 12 y 
13 y en lo aplicable por los demás artículos de la Ley 
N* 16.011, de 19 de diciembre de 1988. 


CAPITULO HI 


ORGANO DE CONTROL 


ARTICULO 20.- El Ministerio de Economía y Finanzas 
actuará como órgano de control en el tratamiento de datos 
personales comprendidos en esta ley y tendrá como come- 
tido implementar, vigilar y asesorar en todas las acciones 
necesarias para el cumplimiento de los objetivos y demás 
disposiciones de la presente ley. 


Dicha función de control será ejercida por el Ministerio 
de Economía y Finanzas asistido de una Comisión Consul- 
tiva integrada por siete miembros, tres de los cuales serán 
representantes de dicho Ministerio, uno de los cuales la 
presidirá; dos representantes del Ministerio de Educación 
y Cultura, un representante de la Cámara Nacional de 
Comercio y de Servicios y un representante de la Liga de 
Defensa Comercial. 


La Comisión Consultiva tendrá los siguientes cometi- 
dos: 


1%) Asistir y asesorar a las personas que lo requieran 
acerca de los alcances de la presente ley, así como de 
los medios legales de los que disponen para la defen- 
sa de los derechos que ésta garantiza; 


29) Asistir y asesorar preceptivamente al Ministerio de 
Economía y Finanzas en el dictado de reglamentos y 
resoluciones, referentes a las actividades compren- 
didas en esta ley; 


37) Llevar un registro permanente y actualizado de los 
archivos, registros, bases de datos o similares alcan- 
zados por esta ley; 


4”) Controlar la observancia de las normas sobre la 
integridad, veracidad y seguridad de los datos per- 
sonales comprendidos en esta ley por parte de los 
responsables de las bases de datos; 


5”) Emitir opinión toda vez que le sea requerida por las 
autoridades competentes, incluyendo solicitudes re- 
lacionadas con el dictado de sanciones administrati- 
vas que correspondan por la violación a las disposi- 
ciones de esta ley, de los reglamentos o de las reso- 
luciones que regulan el tratamiento de datos perso- 
nales comprendidos en esta ley; y 


6) Tener presente, en lo que fuere pertinente, las 
resultancias de las acciones de habeas data. 
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ARTICULO 21.- El Ministerio de Economía y Finanzas 
podrá, en su función de Organo de Control, aplicar las 
siguientes medidas sancionatorias a las firmas de trata- 
miento de datos en caso que se violen las normas de la 
presente ley: 


1%) Apercibimiento; 
2) Multa de hasta doscientas unidades reajustables; 


37) Clausura del archivo, registro o base de datos res- 
pectivo. A tal efecto se faculta al Ministerio de 
Economía y Finanzas a promover ante los órganos 
jurisdiccionales competentes, la clausura, hasta por 
un lapso de seis días hábiles, de las personas o 
empresas que dispongan de archivos, registros o 
bases de datos respecto de los cuales se comprobare 
que infringen o transgreden la presente ley. 


Los hechos constitutivos de la infracción serán docu- 
mentados de acuerdo a las formalidades legales y la clausu- 
ra deberá decretarse dentro de los tres días siguientes a 
aquél en que la hubiere solicitado el Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, el cual quedará habilitado a disponer por sí 
la clausura si el Juez no se pronunciare dentro de dicho 
término. 


En este último caso, si el Juez denegare posteriormente 
la clausura, ésta deberá levantarse de inmediato por el 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


Los recursos que se interpongan contra la resolución 
judicial que hiciere lugar a la clausura, no tendrán efecto 
suspensivo. 


Para hacer cumplir dicha resolución, el Ministerio de 
Economía y Finanzas podrá requerir el auxilio de la fuerza 
pública. 


La competencia de los Jueces actuantes se determinará 
por las normas de la Ley Orgánica de la Judicatura, 
N? 15.750, de 24 de junio de 1985. 


TITULO HI 


DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 


ARTICULO 22.- Las normas de la presente ley no son 
aplicables a los registros públicos y similares que han sido 
creados y regulados por normas legales, a los cuales remi- 
tirán los interesados. 


ARTICULO 23.- Los responsables de los registros, 
archivos, bases de datos o similares existentes, contarán 
con un plazo de noventa días a partir de la promulgación de 
esta ley para cumplir con la normativa de la misma e inscri- 
birse en el registro respectivo. 
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ARTICULO 24.- Los responsables de una base de datos 
o similar, dispondrán de un plazo de noventa días a partir de 
la entrada en vigencia de esta ley para actualizar sus regis- 
tros de acuerdo con lo dispuesto en la misma. Deberán 
además, implementar un mecanismo informático mediante el 
cual, una vez transcurridos los plazos precedentemente 
señalados, los datos caducos sean eliminados. 


En el mismo plazo, los acreedores por obligaciones que 
fueron registradas por impagas incorporadas al registro, 
archivo o base de datos desde hace más de cinco años, 
podrán solicitar su actualización. 


ARTICULO 25.- Los acreedores por obligaciones in- 
cumplidas, que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley 
se encuentren canceladas y no lo hayan comunicado al 
responsable de la base de datos, contarán con un plazo de 
diez días hábiles para hacerlo y éste de tres días para hacerlo 
efectivo. 


ARTICULO 26.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar 
la presente ley dentro de los ciento ochenta días de su 
promulgación.” 


22) ELECCIONES NACIONALES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Algunos Senadores me han co- 
municado que deben retirarse por cuestiones de agenda 
política. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: basándome en la 
reunión de coordinadores de Bancada, a la que asistieron 
los señores Senadores Atchugarry, García Costa, Carvalho 
y quien habla, además del señor Presidente, planteo lo 
siguiente. El tema que se dejó en suspenso anteriormente, 
referido a la atención de los pacientes, es sumamente com- 
plejo. En cambio, pienso que habiendo acuerdo en relación 
con el punto siguiente del Orden del Día -que no es menos 
importante pues se refiere a las disposiciones sobre la 
contribución que hará el Estado y debemos tener presente 
que estamos en época electoral-, podríamos pasar a votar el 
articulado en bloque, dado que todos los sectores hemos 
estado de acuerdo con que esas normas fueran aprobadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa entiende que se trata de 
un proyecto que reitera legislación anterior. 


SEÑOR GARGANO.- Asíes, señor Presidente, a través 
del mismo se reitera exactamente la legislación anterior. 


SEÑOR ATCHUGARR Y .- Pido la palabra para una acla- 
ración. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Señor Presidente: por mi parte, 
sumo a la moción del señor Senador Gargano de que se vote 
en bloque tal como se ha solicitado y que se suprima la 
lectura de los artículos. 


SEÑOR GARGANO.- Formulo moción para que este tema 
y el que figura a continuación en el Orden del Día sean 
declarados urgentes y se consideren de inmediato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción del señor 
Senador Gargano. 


(Se vota:) 
- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia fue votada 
y que figura en quinto término del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el que se dictan disposiciones referidas a la 
contribución que hará el Estado a fin de financiar los gastos 
que se generen por parte de los partidos políticos con 
motivo de su participación en las elecciones nacionales a 
realizarse el 31 de octubre de 2004. (Carp. N* 1403/04 - Rep. 
N* 825/04)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1403/04 
Rep. N*825/04 


Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio del Interior 


Montevideo, 19 de mayo de 2004. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir aese Cuerpo, 
el adjunto Proyecto de Ley, referente a la contribución que 
hará el Estado a fin de financiar los gastos que se generen 
por parte de los partidos políticos con motivo de su parti- 
cipación en las elecciones nacionales a realizarse el 31 de 
octubre de 2004. 


Saluda al Sr. Presidente con la mayor consideración. 


JORGE BATLLE IBAÑEZ, Presidente 
de la República; Daniel Borrelli, Isaac 
Alfie. 
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PROYECTODELEY 


Artículo 1*”.- El Estado contribuirá a financiarlos gastos 
que se generen por parte de los partidos políticos con 
motivo de su participación en las elecciones nacionales a 
realizarse el 31 de octubre de 2004. 


La contribución para los gastos de la elección nacional, 
será el equivalente en pesos uruguayos al valor que tenga 
el 50% (cincuenta por ciento) de una Unidad Reajustable, 
por cada voto válido emitido a favor de las candidaturas a 
la Presidencia de la República. 


Artículo 2”.- La suma total que corresponda a cada 
candidatura a la Presidencia de la República será distribuida 
en la forma y los porcentajes siguientes: 


a) el 20% (veinte por ciento) será entregado al candida- 
to a la Presidencia de la República. 


b) el 40% (cuarenta por ciento) será distribuido entre 
todas las listas de candidatos a Senadores del Lema, 
entregándose el importe correspondiente al primer 
titular de cada una de ellas. La distribución se hará en 
forma proporcional a los votos obtenidos por cada 
lista al Senado. 


0 


— 


El 40% (cuarenta por ciento) será distribuido entre 
todas las listas de candidatos a la Cámara de Repre- 
sentantes del Lema, entregándose el importe corres- 
pondiente al primer titular de cada una de ellas. La 
distribución se hará en forma proporcional a los 
votos obtenidos por cada lista ala Cámara de Repre- 
sentantes. 


Artículo 3”.- La contribución del Estado dispuesta en el 
artículo 1” de la presente Ley, será depositada en el Banco 
de la República Oriental del Uruguay en una cuenta espe- 
cial. 


El Banco de la República Oriental del Uruguay, entrega- 
rá las cantidades correspondientes a las personas indica- 
das en el artículo 2” de la presente Ley, mediando informa- 
ción de la Corte Electoral sobre los resultados de las elec- 
ciones. 


Dichas personas podrán hacerse representar ante el 
Banco de la República Oriental del Uruguay, a los efectos 
de la percepción de las sumas mencionadas, mediante carta- 
poder con la firma certificada notarialmente. 


Artículo 4”.- La entrega del 85% (ochenta y cinco por 
ciento) de las cantidades que surgen del artículo 2* de la 
presente Ley, se efectuará dentro de los treinta días si- 
guientes a la realización del escrutinio primario. 


El complemento del 15% (quince por ciento) se entrega- 
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rá dentro de los treinta días siguientes a la proclamación 
por la Corte Electoral, de los resultados del acto elecciona- 
rio. 


Artículo 5”.- Las personas indicadas en el artículo 2* de 
la presente Ley, podrán ceder total o parcialmente sus 
derechos a la percepción de las cantidades que les corres- 
pondan, a favor de instituciones o empresas públicas o 
privadas. 


Las cesiones de derechos deberán ser notificadas por 
los cesionarios al Banco de la República Oriental del Uru- 
guay en la forma que éste determine. 


Artículo 6”.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
anterior, a partir de los 10 días siguientes a la promulgación 
de la presente Ley, el Banco de la República Oriental del 
Uruguay podrá adelantar a los candidatos mencionados en 
el artículo 2” de la presente Ley, hasta un 50% (cincuenta 
por ciento) de las sumas que presumiblemente deberán 
recibir, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1* y 2* 
de la presente Ley. 


Para la determinación del monto de aquel porcentaje, el 
Banco de la República Oriental del Uruguay, tendrá en 
cuenta, entre otros factores, el número de votos obtenidos 
en la elección nacional anterior por dichos partidos políti- 
cos. 


Los anticipos dispuestos en el inciso primero del pre- 
sente artículo no devengarán intereses. 


El Banco de la República Oriental del Uruguay comuni- 
cará a la Corte Electoral a sus efectos, el detalle y el monto 
de los anticipos que efectúe. 


El citado Banco podrá no efectuar anticipos cuando 
entienda que los elementos de juicio de que dispone no son 
suficientes para establecer el cálculo presuntivo a que 
refiere el inciso primero del presente artículo. 


Artículo 7”.- Las sumas anticipadas de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo anterior, serán descontadas del 
monto total de la contribución a percibir por las personas 
que las hayan recibido. 


Artículo $”.- En caso de que lo percibido por concepto 
de la contribución establecida en la presente Ley no fuera 
suficiente para cubrir los importes adelantados, el Banco de 
la República Oriental del Uruguay podrá ejercer, para cobrar 
el saldo, las acciones que por derecho correspondan. 


Artículo 9”.- Los gastos previstos serán financiados 
con cargo a lo establecido en el numeral 3) del artículo 464 
de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 
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Artículo 10.- Las contribuciones a los respectivos teso- 
ros partidarios que establezcan las autoridades de los par- 
tidos políticos de acuerdo con sus normas estatutarias, 
tendrán el carácter de descuento legal si mediare autoriza- 
ción del titular del cargo. La misma deberá presentarse por 
escrito a la autoridad nacional del partido, antes de asumir 
y se descontará del salario líquido del jerarca. 


Daniel Borrelli, Isaac Alfie.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 

-En discusión general. 

Se va a votar en general el proyecto de ley. 
(Se vota:) 

-17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 


Se va a votar si se suprime la lectura de los artículos y 
se votan en bloque. 


(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se va a votar el articulado del proyecto de ley. 
(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


SEÑOR NUÑEZ.- Pido la palabra para fundamentar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR NUÑEZ.- Señor Presidente: acepté el mecanismo 
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de votación porque todos estamos apurados. Pero como 
estaba nominado por la Comisión para ser el Miembro 
Informante, quiero decir que, efectivamente, estos dos pro- 
yectos son iguales a los de la Legislatura pasada, pero 
tienen una diferencia importante, que quiero recordar aho- 
ra, a pesar de que estamos de acuerdo con la misma. Ante 
todo, la fecha en que se votó la Ley N* 17.157 y la fecha en 
que hoy estamos votando, obviamente difieren en el tiem- 
po. Aquella Ley pedía exactamente lo mismo para el 
financiamiento de las elecciones nacionales y fue publica- 
da el 3 de setiembre de 1999. Hoy estamos un poco más 
adelantados, lo que es importante. Por su parte, la Ley de las 
elecciones departamentales fue publicada también en esa 
época. 


Se trata de los insumos de las campañas electorales y lo 
que tenemos que recordar es que la economía sigue estando 
bastante dolarizada y que el dólar tuvo un 150% de incre- 
mento en este período, mientras que la U.R. tuvo sólo un 
20%. De todas maneras, la situación del país y las finanzas 
así lo requieren. 


Quería dejar esta constancia a modo de fundamentación, 
ya que no hubo informe. 


Muchas gracias. 


23) ELECCIONES DEPARTAMENTALES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el punto 
que figura en sexto lugar del Orden del Día: “Proyecto de ley 
por el que se dictan disposiciones referidas a la contri- 
bución que hará el Estado a fin de financiar los gastos que 
se generen por parte de los partidos políticos con motivo de 
su participación en las elecciones departamentales a rea- 
lizarse el 8 de mayo de 2005. (Carp. N”* 1404/04 - Rep. 
N* 826/04)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 1404/04 
Rep. N* 826/04 


Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Interior 


Montevideo, 19 de mayo 2004. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese Cuerpo, 
el adjunto Proyecto de Ley, referente a la contribución que 
hará el Estado a fin de financiar los gastos que se generen 
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por parte de los partidos políticos con motivo de su parti- 
cipación en las elecciones departamentales a realizarse el 8 
de mayo de 2005. 


Saluda al Sr. Presidente con la mayor consideración. 


JORGE BATLLE IBAÑEZ, Presidente 
de la República; Daniel Borrelli, Isaac 
Alfie. 


PROYECTODELEY 


Artículo 1*”.- El Estado contribuirá a financiarlos gastos 
que se generen por parte de los partidos políticos con 
motivo de su participación en las elecciones departamenta- 
les a realizarse el 8 de mayo de 2005. 


La contribución para los gastos de las elecciones depar- 
tamentales, será el equivalente en pesos uruguayos al valor 
de 0,12 UR (doce centésimos de unidades reajustables), por 
cada voto válido emitido a favor de cada una de las candi- 
daturas a Intendente Municipal. 


Artículo 2”.- La suma total que corresponda a cada 
candidatura a Intendente Municipal será distribuida en la 
forma y los porcentajes siguientes: 


a) el 50% será entregado al candidato a Intendente 
Municipal. 


b) el 50% será distribuido entre todas las listas de 
candidatos a las Juntas Departamentales, entregán- 
dose el importe correspondiente al primer titular de 
cada una de ellas. La distribución se hará en forma 
proporcional a los votos obtenidos por cada lista. 


Artículo 3”.- La contribución del Estado dispuesta en el 
artículo 1” de la presente Ley, será depositada en el Banco 
de la República Oriental del Uruguay en una cuenta espe- 
cial. 


El Banco de la República Oriental del Uruguay, entrega- 
rá las cantidades correspondientes a las personas indica- 
das en el artículo 2” de la presente Ley, mediando informa- 
ción de la Corte Electoral sobre los resultados de las elec- 
ciones. 


Dichas personas podrán hacerse representar ante el 
Banco de la República Oriental del Uruguay, a los efectos 
de la percepción de las sumas mencionadas, mediante carta- 
poder con la firma certificada notarialmente. 


Artículo 4”.- La entrega del 85% (ochenta y cinco por 
ciento) de las cantidades que surgen del artículo 2* de la 
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presente Ley, se efectuará dentro de los treinta días si- 
guientes a la realización de la elección departamental. 


El complemento del 15% (quince por ciento) se entregará 
dentro de los treinta días siguientes a la proclamación por 
la Corte Electoral, de los resultados del acto eleccionario. 


Artículo 5”.- Las personas indicadas en el artículo 2* de 
la presente Ley, podrán ceder total o parcialmente sus 
derechos a la percepción de las cantidades que les corres- 
pondan, a favor de instituciones o empresas públicas o 
privadas. 


Las cesiones de derechos deberán ser notificadas por 
los cesionarios al Banco de la República Oriental del Uru- 
guay en la forma que éste determine. 


Artículo 6”.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
anterior, a partir de los 10 días siguientes a la promulgación 
de la presente Ley, el Banco de la República Oriental del 
Uruguay podrá adelantar a los candidatos mencionados en 
el artículo 2* de la presente Ley, hasta un 50% (cincuenta 
por ciento) de las sumas que presumiblemente deberán 
recibir, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1* y 2* 
de la presente Ley. 


Para la determinación del monto de aquel porcentaje, el 
Banco de la República Oriental del Uruguay, tendrá en 
cuenta, entre otros factores, el número de votos obtenidos 
en la elección nacional anterior por los lemas participantes. 


Los anticipos dispuestos en el inciso primero del pre- 
sente artículo no devengarán intereses. 


El Banco de la República Oriental del Uruguay comuni- 
cará a la Corte Electoral a sus efectos, el detalle y el monto 
de los anticipos que efectúe. 


El citado Banco podrá no efectuar anticipos cuando 
entienda que los elementos de juicio de que dispone no son 
suficientes para establecer el cálculo presuntivo a que 
refiere el inciso primero del presente artículo. 


Artículo 7”.- Las sumas anticipadas de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo anterior, serán descontadas del 
monto total de la contribución a percibir por las personas 
que las hayan recibido. 


Artículo 8$”.- En caso de que lo percibido por concepto 
de la contribución establecida en la presente Ley no fuera 
suficiente para cubrir los importes adelantados, el Banco de 
la República Oriental del Uruguay podrá ejercer, para cobrar 
el saldo, las acciones que por derecho correspondan. 


Artículo 9”.- Los gastos previstos serán financiados 
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con cargo a lo establecido en el numeral 3) del artículo 464 
de la Ley N” 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Artículo 10.- Las contribuciones a los respectivos teso- 
ros partidarios que establezcan las autoridades de los par- 
tidos políticos de acuerdo con sus normas estatutarias, 
tendrán el carácter de descuento legal si mediare autoriza- 
ción del titular del cargo. La misma deberá presentarse por 
escrito a la autoridad nacional del partido, antes de asumir 
y se descontará del salario líquido del jerarca. 


Daniel Borrelli, Isaac Alfie.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Formulo moción para que se 
suprima la lectura del articulado y se vote en bloque el 
proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar en bloque 
los artículos del proyecto de ley. 


(Se vota:) 


- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 
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24) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar una moción llegada 
a la Mesa para que se levante la sesión. 


(Se vota:) 
-18en 19. Afirmativa. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 11 minutos, presidiendo el 
señor Luis Hierro López y estando presentes los señores 
Senadores Arismendi, Astori, Atchugarry, Barrios 
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Tassano, Brause, Carvalho, Correa Freitas, Couriel, de 
Boismenu, Fernández Huidobro, Gargano, Herrera, Núñez, 
Ríos, Rubio, Sanabria, Scarpa y Xavier.) 
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